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RESUMEN EJECUTIVO 
 
Análisis del derecho al agua y su reconocimiento en la Constitución de la República del 
Ecuador del 2008 
 
Este trabajo de investigación contiene aspectos relevantes respecto del Reconocimiento del 
derecho humano al agua en la Constitución de la República y la relación que tiene el sumak 
kawsay con el derecho humano al agua;  así como también se realiza una indagación sobre los 
aportes de los instrumentos internacionales y la influencia que tuvieron estos marcos jurídicos 
tanto en la región como en el Ecuador en materia de derechos humanos, así mismo se realiza un 
análisis de la problemática y los acontecimientos sociales surgidos tanto en la región como en el 
Ecuador en torno a la distribución inequitativa, la contaminación y el acaparamiento del agua, 
evidenciada en gran magnitud durante la época neoliberal de los 90; así como también se realiza 
un análisis en torno a la carente institucionalidad que ha dado paso a grandes injusticas en 
nuestro país y finalmente se intenta buscar respuestas a una crisis sociopolítica suscitada en el 
Ecuador en cuanto a la aprobación de la nueva Ley de aguas. 
 
Palabras Claves  
1. Derecho humano  
2. Derecho humano al agua 
3. Derechos de la naturaleza 
4. Buen Vivir o Sumak Kawsay 
5. Salud pública 
6. Autoridad Única del Agua 
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ABSTRACT 
 
Analysis of right to water and inclusion in the Constitution of the Republic of Ecuador 
2008 
 
This research work contains relevant aspects on the acknowledgement of human right to get 
access to water, provided in the Constitution of the Republic and the relation of sumac kawsay 
with the human right to get access to water. There is also an investigation on contributions by 
international instruments and the influence of juridical settings on the region and Ecuador on 
human rights. 
There is also an analysis of the problematic ans social events occurred in the region and Ecuador 
on inequitable distribution, contamination and hoarding of water, ocucurring in a great deal 
during the 90´s neoliberal age, as well as an analysis on the scarce institutionalism that have 
given way to great injustices in our country and search for responses to a sociopolitical crisis 
occurred in Ecuador regarding the approval of the new law Water. 
 
Keywords 
1. Human right 
2. Human right to get access to water 
3. Nature´s rights 
4. Good Living or Sumak Kawsay 
5. Public health 
6. Unique Authority on Water 
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INTRODUCCION 
“La Naturaleza tiene mucho que decir, y ya va siendo hora de que nosotros, sus hijos, no sigamos haciéndonos los 
sordos. Y quizás hasta Dios escuche la llamada que suena desde este país andino – Ecuador, y agregue el undécimo 
mandamiento que se le había olvidado en las instrucciones que nos dio desde el monte Sinaí: Amarás a la 
Naturaleza, de la que formas parte".  
Eduardo Galeano 
(18 de abril del 2008) 
El agua es esencial e imprescindible para la vida de la existencia de los seres vivos en la 
tierra. Hoy en día una de cada tres personas en el mundo no dispone de agua suficiente para 
satisfacer sus necesidades diarias, en este sentido se han promovido en el mundo una gran 
demanda social lo que ha provocado que la comunidad internacional haya venido desarrollando 
procesos muy importantes que han derivado que la Organización de las Naciones Unidas en el 
año 2010 reconozca al agua como derecho humano.  
El presente tema de investigación nace de la necesidad de encontrar respuestas sobre la 
problemática del agua, entender porque movimientos sociales han afianzado sus luchas en 
defensa del agua y  buscar soluciones homogéneas que beneficien a la mayoría de usuarios del 
agua, tomando en consideración  que los problemas medioambientales surgidos por un modelo 
insostenible de desarrollo humano han dado origen a que varios instrumentos internacionales 
hayan establecido pautas para que los diferentes países vayan tomando decisiones políticas y 
sociales en defensa de la naturaleza. En este contexto uno de los objetivos de este tema de 
investigación es examinar la importancia de los instrumentos internacionales y como estos de 
alguna manera repercutieron en la normativa y la política ecuatoriana. Hay que reconocer que 
posterior al reconocimiento del derecho humano al agua en el marco constitucional ecuatoriano, 
las Naciones Unidas aprueba el reconocimiento del mismo. Este hecho tiene una gran 
resonancia a nivel mundial por cuanto limita a los Estados hacer uso arbitrario del agua  
En el Ecuador en las últimas décadas debido al formato neoliberal que llevó consigo su 
teoría de mercantilización de la vida a escala global, los seres humanos se han desprendido del 
contacto con la naturaleza y se han perdido de la capacidad de nutrirla y protegerla, 
incentivando así un desarrollo contaminante y dañino, totalmente alejado del equilibrio. 
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Debido al consumismo  que existe en el planeta  este se ha  llenado de desechos, fruto 
de la actitud absurda que han tomado los seres humanos, al desarrollar tecnología dañina de 
forma desmesurada que ha limitado la vida de los seres vivos en el planeta. Como respuesta 
inmediata se encuentra el ‘calentamiento global’, Cuyo efecto sucesivo es el cambio climático, 
esta circunstancia ha motivado a la comunidad internacional a la búsqueda de soluciones a esta 
problemática, a la exploración de otros modos de producir y consumir. En el Ecuador a través 
de la constitución de la República aprobada en el 2008 aparece un nuevo paradigma conceptual 
denominado el “buen vivir’ o sumak Kawsay,  que no es otra cosa que la armonía que debe 
existir entre los seres humanos y la naturaleza, cuyo origen tiene relación con la cosmovisión de 
numerosos pueblos ancestrales, que buscan un equilibrio entre las comunidades y la naturaleza, 
pues este concepto, 
“implica cuestionar las ideas convencionales de desarrollo. Su carácter de 
alternativa al desarrollo debe fundarse en la incorporación y gestión real de una 
nueva ética ambiental en una perspectiva biocéntrica que introduzca la importante 
distinción entre la preocupación por el ambiente como mecanismo para mejorar la 
calidad de vida de las personas, y la preocupación por la naturaleza centrada en el 
ambiente en sí mismo”. (Farahá & Vasapollo, 2011, pág. 25) 
En el presente trabajo de investigación se exploran algunos puntos destacados en las 
relaciones entre ambiente y desarrollo bajo el nuevo paradigma Sumak Kawsay establecido por 
la Constitución redactada en Montecristi. A su vez se realiza un breve análisis de la 
Constitución del Ecuador en el marco del reconocimiento del derecho humano al agua y su 
íntima relación con otros derechos. Así mismo  trata sobre la incorporación de los derechos de 
la naturaleza en el marco Constitucional. 
La nueva constitución al incorporar nuevos derecho y una serie de garantías 
jurisdiccionales de protección a los mismos reconoce al agua como titular de derechos.    
Consagra el derecho al agua, desde dos espacios, como derecho humano y como 
derecho de la naturaleza, por lo que, el Estado ecuatoriano está obligado a garantizarlo y 
respetarlo, cuya garantía de respeto a estos derechos se da a través de la adopción de acciones de 
toda índole que permitirá a las personas comunidades, pueblos y nacionalidades y colectivos 
hacer efectivos dichos derechos. 
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Nuestro país contiene suficiente líquido vital, con cuatro veces más agua superficial que 
el promedio percápita mundial, el problema surge por la distribución inequitativa del agua, por 
la contaminación que crece en las fuentes de agua de forma acelerada por los proyectos 
industriales que acaparan el agua disponible, y finalmente por la destrucción de las fuentes de 
agua a causa de la minería lo que ha ocasionado que las represas hayan alterado de manera 
importante los sistemas hidrológicos, pues aun cuando no se ha abierto la puerta a la 
explotación minera a gran escala, la minería existente en el Ecuador ya provoca serios  
problemas contaminando el agua de diversa manera. Hay una serie de productos muy nocivos 
para la naturaleza que se emplean en las actividades mineras. Tomando en consideración que no 
ha existido el debido control y gubernamental para frenar esta problemática. 
La concentración en pocas manos ha sido un problema continuo en nuestro país pues 
deviene desde la época colonial actualmente se evidencia “de acuerdo a informaciones del Foro de 
Recursos Hídricos, el Estado entregó 2.240 metros cúbicos por segundo (m³/s) de agua en 64.300 
concesiones; un caudal que en la realidad es superior por la apropiación indebida del líquido vital”. 
(Acosta, 2010, pág. 8) 
Por su parte no se ha logrado la desprivatización de las empresas de agua que siguen 
bajo concesión (INTERAGUA en Guayaquil y Triple Oro en Machala), haciendo de lado el 
mandato Constitucional, el cual, en su artículo 318 explica que no se reconoce ningún tipo de 
acaparamiento ni privatización del agua, siendo de exclusividad pública o comunitaria la gestión 
del agua y en donde, asimismo, el servicio público de saneamiento, abastecimiento de agua 
potable y el riego, será prestados únicamente por personas jurídicas estatales o comunitarias, la 
cual se encuentra más explícita y contundente en varias secciones y artículos del COOTAD. 
La inclusión del derecho humano de acceso al agua en la constitución de la República 
fue un paso importante para la protección y conservación del mismo, no obstante se requiere 
reorganización institucional y de construcción de una ley de aguas que impida la privatización 
del agua, y la desprivatización del agua. Por lo que resulta necesario que la nueva Ley de Aguas  
prohíba todo tipo de venta de derechos o permisos de uso, no se entregue concesiones que 
conducen al acaparamiento del agua por parte de unos pocos en perjuicio de las mayorías. 
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CAPÍTULO I 
1. EL PROBLEMA 
 
Tema: Análisis del Derecho al Agua y su Reconocimiento en la Constitución de la República 
del Ecuador  
  
Durante los años noventa varios organismos internacionales predican la aplicación de 
políticas que globalizan y fomentan la privatización del sector del agua, según ellos para 
suprimir los monopolios y los precios abusivos. Durante la década siguiente, frente a los vacíos 
de este método y por su impacto social, los organismos internacionales consideran el enfoque de 
la gestión integrada de los recursos hídricos con la que se pretende lograr la eficiencia ante la 
escasez para maximizar el bienestar económico y social; la equidad en la asignación de los 
recursos y servicios vinculados al agua para reducir los conflictos y promover el desarrollo 
socialmente sostenible y la viabilidad medioambiental. 
 
Uno de los problemas a nivel mundial suscitados es el hecho de que los organismos 
internacionales han instaurado la primacía del uso de los instrumentos económicos con el fin de 
llegar a la eficiencia económica del sector del agua. Argumentan que la toma en consideración 
del valor de mercado del agua debe sensibilizar a los usuarios e incitarles a ahorrarlo. Así, por 
este camino, poco a poco el agua deja de ser esencia vital y un derecho humano fundamental, 
para convertirse en una mercancía que se vende y compra en el mercado; por su parte los 
ciudadanos dejan de ser sujetos de derechos para reducirse a clientes que satisfacen sus 
necesidades solo si su capacidad de compra se lo permite. 
 
Durante décadas en América Latina principalmente en el Ecuador las políticas 
económicas, comerciales, medioambientales, sociales y sanitarias, han reducido el acceso al 
agua, anteponiendo su valor como mercancía y la inserción de este recurso en la ola de la 
liberalización y privatización, estos procesos de implementación de políticas neoliberales han 
contemplado la mercantilización de los servicios de agua potable y de riego, limitando 
considerablemente el acceso a este bien vital, lo cual ha  provocado la contaminación del agua 
por cuenta de las empresas mineras, y petroleras la falencia de instalaciones sanitarias, las 
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enfermedades derivadas de su consumo, la afectación de comunidades afro descendientes y de 
los territorios ancestrales de los pueblos indígenas. 
La Observación General No 15, del Comité DESC de la ONU aprobada en el año 2002, 
da inicio a un extenso debate a nivel mundial y Regional, y se cuestiona  la perspectiva de que el 
agua es un bien económico que se encuentra en el mercado a la oferta y la demanda y al 
contrario se mira al agua como un derecho humano fundamental en íntima relación con otros 
derechos, lo que ha permitido que amplios sectores sociales en distintos sitios comiencen a 
reivindicar el reconocimiento de este derecho en las distintas legislaciones nacionales. 
 
La Observación Nº 15 sirvió de base para que la Asamblea General de la ONU establezca que, 
varios derechos humanos no se pueden ejecutar sin el derecho humano al agua  es así que el 28 
de Julio de 2010 mediante la Resolución Nº 64,  la ONU reconoció como un derecho autónomo 
al Derecho Humano al Agua. 
Ahora bien, la problemática que existe en torno al agua en nuestro país tiene relación 
con algunos aspectos que a continuación intentare realizar una breve explicación: 
La  problemática surge en nuestro país, por el acaparamiento y la privatización del 
líquido vital en pocas manos; lo cual provoca limitaciones del derecho humano al agua 
establecido en la nueva Constitución de la República del Ecuador.  
Además otro aspecto que resulta importante  analizar, deviene de la gestión deficiente 
del recurso, la corrupción, el déficit de las inversiones para la creación de infraestructura de 
tratamiento y calidad de agua, así como de redes de abastecimiento y esencialmente la falta de 
compromiso político para abastecer a las poblaciones el líquido vital. 
Por otra parte si bien es cierto en nuestro país mediante la Constitución aprobada en el 
2008, se establece con absoluta claridad el derecho humano al agua, no obstante existen en la 
actualidad muchas opiniones contrarias, mismas que  establecen que el agua es un recurso como 
cualquier otro, y que considerarlo un derecho no es aplicable bajo ningún concepto. Pero si al 
agua se le niega la condición de derecho fundamental, se condenará a los seres humanos a poner 
en riesgo la vida en todo su contexto. Este es el punto de partida a la hora de defender la 
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existencia, importancia y aplicabilidad del derecho al agua. En base a un análisis sobre el 
principio de interdependencia de los derechos humanos y sobre la articulación y dependencia 
que tiene el agua frente a los derechos económicos, sociales y culturales tales como la salud, la 
alimentación, el medio ambiente sano y la vida, se comprueba definitivamente la importancia de 
su reconocimiento y la urgencia en su aplicación.  
Finalmente resulta necesario mencionar el hecho que en nuestro país, existe un marco 
legal de recursos hídricos, disperso en diferentes disposiciones legales, esto a su vez  ha 
generado contradicciones y vacíos jurídicos en la aplicación de la norma,  lo cual ha provocado 
escasa regulación y control del agua en asuntos significativos. 
Es necesario que el derecho al agua en el Ecuador se convierta en una realidad, por lo que, se 
requiere del establecimiento de normas legales y reglamentarias y de institucionalidad coherente 
con el nuevo marco normativo internacional y de la Constitución. 
Pero además es necesario que el país cuente con políticas públicas que favorezcan el 
establecimiento y garantía del derecho humano al agua. Se comprueba que las iniciativas 
públicas locales y la aplicación del principio constitucional de participación de la sociedad en la 
formulación y control de la política pública son medios importantes para concretar dicho fin. Se 
proporciona un ejemplo exitoso de políticas públicas locales, participación y gestión de agua, 
mismo que evidencia que la aplicabilidad de éste derecho humano es posible en el país. Lo 
anterior implica que también hay riesgos de que los instrumentos internacionales y la norma 
constitucional no puedan cristalizarse plenamente. De manera general en el país se evidencia 
que muchas normas pueden quedarse como una declaración de principios cuando no existen las 
condiciones políticas para su implementación.  
1.1. Formulación del problema 
 
¿Cuál es el aprovechamiento y uso del agua en el Ecuador, los avances constitucionales tiene 
íntima relación con otros derechos para las personas en el Ecuador? 
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1.2. Interrogantes de la investigación 
 
¿Cuáles son las causas para la inequidad en el acceso al agua y servicios? 
¿El agua es mercancía o derecho? 
¿Porque el agua es considerada como un derecho humano fundamental? 
¿El agua constituye parte de los derechos de la Naturaleza? 
¿Cuál es el reconocimiento del derecho humano al agua en los instrumentos internacionales? 
¿Existe responsabilidad del estado en relación al derecho humano del agua? 
¿Cuáles son los avances establecidos en la constitución respecto al derecho humano al agua? 
¿Cuál es la exigibilidad del agua como un derecho humano? 
¿Qué avances determinó la Observación General Nº 15 del Comité de Derechos Económicos  y 
Sociales con relación al derecho humano del agua? 
¿La constitución de la república prohíbe toda forma de privatización del agua y sus servicios?  
 
1.3. Justificación 
 
Varias organizaciones internacionales, con el fin de extraer los recursos naturales de los 
estados subdesarrollados, a través de la aplicación de políticas neoliberales lograron que los 
Estados, incluido el Ecuador realicen reformas normativas para permitir el ingreso de capitales 
privados para el acaparamiento y la privatización de los sectores estratégicos, entre ellos el 
agua. La Constitución Política del Ecuador del año 1998, en este contexto permite dicho 
acaparamiento y privatización del recurso. 
 
En el Ecuador históricamente ha existido una inadecuada distribución del recurso 
hídrico, donde amplios sectores sociales se han quedado marginados de este bien y constituyen 
la población más pobre del Ecuador, mientras que pocas personas han acaparado el recurso para 
su beneficio personal. 
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Decisiones internacionales de la Organización de las Naciones Unidas, como la Observación 
General No. 15, del Comité DESC, permitieron poner en el escenario mundial la discusión en 
torno al reconocimiento del Derecho humano al Agua, en este contexto, dicho pronunciamiento 
de la ONU, promovió la lucha de los movimientos sociales para progresivamente ir 
incorporando el derecho al agua en las legislaciones de los Estados. 
 
Las decisiones de los organismos internacionales y la insurgencia de los movimientos 
sociales por reivindicar el agua como derecho influyeron para que en el marco de la discusión y 
aprobación de la nueva Constitución aprobada en el 2008, se reconozca al agua como un 
derecho humano fundamental.    
 
Se calcula que hoy se gastan cerca de 30 mil millones de euros anuales para atender las 
necesidades de agua potable y saneamiento en todo el mundo. Aun así, todavía hay más de 
1.200 millones de personas que carecen de abastecimiento de agua básico y el 41% de la 
población mundial, 2.700 millones de personas, tampoco tienen acceso a un saneamiento 
adecuado. (Fuente Banco Mundial) 
 
El agua no es una mercancía, es un derecho, y no puede estar expuesto a los intereses y 
poderes que se mueven en torno a ella. Por tal motivo, no se puede priorizar bajo ningún 
concepto el destino del agua para actividades productivas como la minería si no se ha 
garantizado previamente el derecho al  agua y su contenido, ni siquiera bajo la premisa de 
garantizar el interés nacional o el cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo. 
 
1.4. Objetivos 
 
1.4.1. Objetivo general 
 
Analizar la importancia sobre el uso y el aprovechamiento del agua en el Ecuador,  así 
como también reconocer la importancia del agua como un derecho humano fundamental  y su 
íntima relación con otros derechos,  la normativa interna y los aportes constitucionales en esta 
materia. 
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1.4.2. Objetivos específicos 
 
 Establecer  las obligaciones  y responsabilidades del Estado Ecuatoriano frente 
al derecho humano del agua. 
 Evidenciar la problemática social respecto del uso y aprovechamiento del agua 
en el Ecuador. 
 Identificar algunas posibles formas en que el Estado Ecuatoriano restringe el 
uso y acceso al agua.  
 Evidenciar que el agua, es un derecho, y no es una mercancía  y no debe  
estar  expuesto a los intereses y poderes que se mueven en torno a ella. 
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CAPITULO II 
MARCO TEÓRICO 
 
TÍTULO I 
ORIGEN Y NORMATIVA DE LOS INSTRUMENTOS 
INTERNACIONALES Y EL RECONOCIMIENTO DEL DERECHO 
HUMANO AL AGUA. 
 
 
1.1. Aspectos generales  
Gráfico 1 
 
Elaborado por: Jenny Hermosa  
A nivel mundial, el problema está empeorando con el crecimiento demográfico y de las 
ciudades, con el aumento de las necesidades de agua en la agricultura, la industria y los hogares.  
Los siguientes datos ponen de manifiesto las consecuencias para la salud de la escasez 
de agua, su efecto en la vida diaria y cómo puede obstaculizar el desarrollo internacional. Es una 
llamada para que todos nos involucremos en los esfuerzos por conservar y proteger el recurso. 
Nadie puede dudar de la importancia del agua, quizás es el único elemento 
indispensable para el desarrollo de la vida. El agua dulce equivale tan solo al 3% del total que 
existe en el mundo, sin embargo de este porcentaje menos del 1% es accesible, puesto que el 
El Agua 
97
2
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resto se encuentra congelado en los glaciares o en grandes profundidades bajo el subsuelo. El 
97% restante es agua salada, la cual los seres humanos ni los animales pueden beberla, además 
tampoco es posible utilizarla para la agricultura. 
La demanda creciente de agua debido al crecimiento de la población en todo el mundo, 
genera una situación de escases agravada por el derroche indiscriminado de agua potable, la 
contaminación de las fuentes y ríos con los desechos de las ciudades y de las industrias. La 
cantidad y la calidad del agua también son afectados por la deforestación de bosques de grandes 
zona geográficas que interrumpen o modifican los ciclos ecológicos. 
La falta de acceso al agua limpia y suficiente se relaciona directamente con 
enfermedades y epidemias que ponen en riesgo la salud y la vida de las personas. Así por 
ejemplo, el paludismo, cólera fiebre, tifoidea y esquistosomiasis, provocan la muerte de 
millones de personas cada año. Adicionalmente, el uso indiscriminado y la contaminación de 
recursos hídricos, causan daños al medio ambiente, poniendo en riesgo aun sin número de 
especies biológicas. 
En cuanto al acceso del agua potable según datos de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU), actualmente 1.100 millones de personas no tienen acceso al agua potable y 
2.400 millones carecen de un saneamiento adecuado. Este informe da cuenta de que cinco 
millones de personas, mayoritariamente niños fallecen anualmente, por beber agua 
contaminada, por otro lado en este documento, se advierte que de no revertirse este panorama en 
el año 2025, las muertes y las enfermedades ocasionadas por la escasez y la contaminación del 
agua podrían adquirir dimensiones trágicas. 
El agua en el Mundo 
 50% es la proporción de la población del mundo en desarrollo que carece de acceso a 
instalaciones básicas de saneamiento (un total de 2 mil 600 millones de personas). 
 4,000 menores de cinco años mueren todos los días solamente a causa de las 
enfermedades diarreicas. 
 La quinta parte más rica de la población en los países en desarrollo tiene cuatro veces 
más posibilidades de utilizar instalaciones mejoradas de saneamiento que la quinta parte 
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más pobre de la población (y el doble de posibilidades de utilizar fuentes de agua 
mejoradas). 
 44% de mujeres en las zonas rurales de África emplean 30 minutos o más para 
recolectar un solo cubo de agua con el fin de satisfacer las necesidades de sus familias. 
 400 millones de escolares sufren una disminución de su capacidad de aprendizaje 
debido a infecciones de parásitos intestinales. 
 Cientos de millones de personas cuentan con fuentes de agua para beber inadecuada 
debido a contaminantes microbiológicos o químicos. 
 El 20 % de la población mundial utiliza 80% de los recursos naturales del planeta. Esto 
implica el despojo al 80% de la población de su porción justa de recursos, situación que 
conduce a la destrucción del planeta. 
 Para el año 2025, 817 millones de personas no contarán con suficiente agua. 
 La crisis del agua es la faceta más penetrante, aguda e invisible de la devastación 
ecológica de la Tierra. En 1998, 28 países experimentaron tensión o escasez hídrica. Se 
prevé que esta cifra aumente a 56 para el año 2025.   
 Se calcula que el número de personas que viven en países sin suficiente agua aumentará 
de 131 millones en 1990 a 817 millones en 2025.  
 La calidad del agua natural de los ríos, lagos, embalses y acuíferos depende de varios 
factores interrelacionados, tales como  la geología, el clima, la topografía, los procesos 
biológicos y el aprovechamiento del suelo. Las fuentes de contaminación más 
frecuentes son los desechos humanos (cada día se arrojan 2 millones de toneladas de 
desechos a los cursos de agua), los residuos industriales, los productos químicos, los 
pesticidas y los fertilizantes agrícolas.  
 Las fuentes más importantes de contaminación incluyen los coliformes fecales, las 
sustancias orgánicas industriales, la salinización, las sustancias acidificantes 
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procedentes de los acuíferos mineros y de las emisiones atmosféricas, los metales 
pesados procedentes de la industria, el amoníaco, el fosfato, el nitrato y los residuos de 
pesticidas procedentes de la agricultura, los sedimentos en ríos, lagos y embalses 
resultado de la erosión inducida por el hombre. 
 Según Shiklomanov (2004), el volumen de aguas residuales generado por todos los 
continentes en el año 1995 fue superior a los mil 500 km3. Según estos cálculos, cada 
litro de agua residual contamina unos 8 litros de agua dulce, por lo que se estima que 
unos 12,000 km3 de recursos hídricos del planeta no están disponibles para su 
aprovechamiento. Si la contaminación sigue el mismo ritmo de crecimiento que la 
población, que se estima alcanzará los 9,000 millones de personas para 2050, el planeta 
perdería unos 18,000 km3 de recursos hídricos. 
 El volumen de sólidos en suspensión en los ríos de Asia se ha multiplicado por cuatro 
en las últimas tres décadas. Los ríos asiáticos tienen una demanda biológica de oxígeno 
(DBO) 1.4 veces superior al promedio mundial, así como una cantidad de bacterias 
procedentes de desechos humanos tres veces mayor al promedio mundial. Un estudio 
reciente (BGS y DPHE, 2001) indica que Bangladesh afronta actualmente la 
"intoxicación" (concentraciones de arsénico en el agua potable) más importante de la 
historia, que afecta a unos 35 a 77 millones de personas en un país de 130 millones de 
habitantes. Una cantidad excesiva de flúor en el agua potable también puede resultar 
tóxica. El blanqueamiento de dientes sucede en todas partes el mundo, pero los efectos 
discapacitantes en el esqueleto causados por la ingestión a largo plazo de grandes 
cantidades de flúor son graves por lo menos en ocho países, entre los cuales se 
encuentra China, donde 30 millones de personas padecen fluorosis crónica. 
Fuentes UNICEF: y OMS. 
El Agua en América 
Más de 46% de los recursos hídricos medios internos renovables del mundo se 
encuentra en el continente americano. Brasil alberga 20% del recurso hídrico mundial en la 
cuenca del Amazonas, mientras que en Sudamérica están cuatro de los 25 ríos más caudalosos 
del mundo: Amazonas, Paraná, Orinoco y Magdalena. A esto se agrega la existencia de grandes 
lagos como el Maracaibo en Venezuela, el Lago Cocibolca en Nicaragua, el Titicaca compartido 
por Perú y Bolivia, el Poopó en Bolivia, y el Buenos Aires compartido por Chile y Argentina. 
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Con esta riqueza hídrica, la disponibilidad de agua per cápita en América Latina debería ser algo 
menor a los 3100 m3 por persona al año, superior a la de cualquier otra región de la Tierra. 
En América Latina se padecen serios problemas derivados del acceso al agua: 
 77 millones de habitantes (26 millones en zonas urbanas y 51 millones en zonas rurales) 
en América Latina y el Caribe carecen de acceso adecuado al agua potable. 
 Más de 130 millones de personas en América Latina (37 millones en regiones urbanas y 
66 millones en regiones rurales) carecen de saneamiento en sus hogares. Uno de cada 
seis latinoamericanos tiene acceso a redes de saneamiento adecuadas. 
 Menos de 14% de las aguas residuales se procesa en plantas de tratamiento. El resto se 
descarga al ambiente sin tratamiento alguno. 
Los indicadores antes anunciados dan cuenta que el continente latinoamericano es el de 
mayor injusticia en el uso y acceso al agua. A pesar de que esta región posee mayor cantidad de 
agua por persona que el resto del mundo, ochenta millones de latinoamericanos no tienen acceso 
a este recurso. La información existente demuestra que Latinoamérica es el continente que, a 
pesar de poseer las mayores reservas de agua dulce, reproduce los mayores niveles de injusticia 
e inequidad. 
En relación al consumo, también se presentan notables diferencias entre las personas de esta 
región en relación a las del resto del planeta. Mientras una persona en Latinoamérica consume 
un promedio de 20 litros por día en Europa puede llegar a 213, mientras un estadounidense 
puede superar los 600 litros diarios”. ( http//www.infoforhealth.org/prs/sm14dsum.shtml) 
El agua en el Ecuador 
Nuestro país es privilegiado en cuanto a recursos hídricos, toda vez que se sitúan los 
principales afluentes del río Amazonas y, en tal virtud contiene una  gran concentración de ríos 
por milla cuadrada en el mundo. En este territorio de 256.370 km2. Por su parte de conformidad 
a lo señalado por la Secretaría Nacional del Agua (SENAGUA) existe una disponibilidad de 
agua de 22.500 m3 por habitante por año.  
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“La escorrentía corre por las 79 cuencas hidrográficas, las 137 subcuencas y las 
aproximadamente 890 microcuencas que existen en el país, organizadas, para fines 
de planificación, en 10 demarcaciones hidrográficas desconcentradas (Galápagos 
incluido) y más de treinta centros zonales gestionados a través de sus cuencas Estas 
cuencas hidrográficas están repartidas en dos vertientes que nacen en la Sierra y 
que se extienden hacia ambos lados de la misma. Hacia el Occidente, la vertiente 
del Pacífico distribuye 72 cuencas a través de sus principales ríos: Cayapas, 
Santiago, Esmeraldas, Chone, Guayas, Cañar, Balao, Gala, Tenguel y Jubones 
sumando aproximadamente el  48% del territorio nacional, con una disponibilidad 
en régimen natural de 9.610 m3 por habitante al año y un potencial de agua 
subterránea calculada en 10.400 m3 /año. Hacia el Oriente, la vertiente del 
Amazonas posee siete cuencas que ocupan el 52% del territorio y posee una 
disponibilidad de agua que llega a los 111.100 m3 por habitante al año, distribuida 
por sus ríos más importantes como son: San Miguel, Aguarico, Napo, Pastaza, 
Morona y Santiago, entre otros. (López; Balarezo, 2011:4) 
1.2.  Origen del derecho humano al agua 
Uno de los esfuerzos de la comunidad internacional tiene relación con el desarrollo de 
los derechos humanos. 
 “Los derechos humanos son principios de carácter jurídico y moral que protegen la integridad 
física y psicológica de toda persona, favorecen el desarrollo social de todos los seres humanos por lo que 
por una parte mantienen al poder político dentro de los límites justos y por otra parte obligan a dicho 
poder a la realización de fines materiales que contribuyan a una reforma social y económicamente justa 
en termino de justicia social de las condiciones de convivencia”  (Rivadeneira, 2010, pág. 6),  “surgen 
como defensa de los derechos de las personas más débiles frente a los abusos de las/los poderosos/sas y 
como medio para lograr una convivencia social más justa (Trujillo, 2010, pág. 21)” cuyo origen se 
vincula con las lucha de las poblaciones que abrieron el paso y dieron las bases para la 
instauración de estos derechos. El reconocimiento del derecho humano al agua gestado y 
reconocido en la esfera internacional, es un claro ejemplo de esta enunciación, cuya 
circunstancia en Latinoamérica se evidenció en Bolivia en la denominada Guerra del Agua en el 
año 2000. 
 La carta de las Naciones Unidas obliga a los estados a promover el acceso al agua y 
garantiza la supervivencia de los seres humanos, es así que en el año 2002, el Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales DESC de las Naciones Unidas (encargado de 
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supervisar  la aplicación del Pacto Internacional de derechos económicos sociales y culturales, 
(PIDESC) emitió la observación General Nº 15, relativa al “derecho humano al agua manifiesta 
que: 
El agua es un recurso natural limitado y un bien público fundamental para la vida y la salud. El 
derecho humano al agua es indispensable para vivir dignamente y es condición previa para la 
realización de otros derechos humanos. El Comité ha constatado constantemente una 
denegación muy generalizada del derecho al agua, tanto en los países en desarrollo como en los 
países desarrollados. Más de 1.000 millones de personas carecen de un suministro suficiente de 
agua y varios miles de millones no tienen acceso a servicios adecuados de saneamiento, lo cual 
constituye la principal causa de contaminación del agua y de las enfermedades relacionadas con 
el agua. La polución incesante, el continuo deterioro de los recursos hídricos y su distribución 
desigual están agravando la pobreza ya existente.  
Los Estados Partes deben adoptar medidas eficaces para hacer efectivo el derecho al agua sin 
discriminación alguna, como se establece en la presente observación general N° 15 
(Observación General no. 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la 
Organización de Naciones Unidas, 2002:1)  
En este sentido las Naciones Unidas reconocen que el derecho humano al agua tiene 
íntimamente relación con el derecho a la vida y la dignidad humana, a la salud, a la vivienda a la 
alimentación adecuada, y a la educación y a su vez exige, a los estados que se comprometan e 
incluyan como parte de su normativa interna la garantía de conservación y el correcto manejo de 
los recursos hídricos  
Consecuentemente en nuestro país ha sido protagonista de decididos pasos por la realización de 
su derecho, en tal virtud ha plasmado la protección y reconocimiento del derecho humano al 
agua en la Constitución de la República, fruto de un extenso proceso de investigación y 
disertación de la sociedad en general, que surgió con el propósito de satisfacer las exigencias de 
los seres humanos. 
Es así que en la Constitución de la República de 2008 en el Capítulo II artículos 12 y 13 en lo 
que tiene que ver con los derechos de buen vivir enfoca al agua como indispensable  y necesario 
para la vida de los seres humanos y la naturaleza y de conformidad al artículo 408 del cuerpo 
legal mencionado el agua tiene el valor esencial para la vida  y de prioridad para su uso público, 
además es inalienable imprescriptible e inembargable. A su vez constituye un patrimonio 
17 
 
nacional de orden estratégico por su vital y productiva importancia para la naturaleza y los seres 
humanos.  
En efecto el Ecuador al considerar al agua como derecho humano al agua, tiene la obligación de 
garantizar de forma prioritaria el agua para la vida de las personas y la conservación de los 
ecosistemas. De ahí que al existir en nuestro país contaminación del agua, impedimento al 
acceso al agua potable, proyectos industriales que acaparan el agua, contaminación de industrial 
del agua ríos y lagos, destrucción de las fuentes de agua por suministro de la minería, 
constituyen violaciones a los derechos de la naturaleza y de los seres humanos. 
1.2.1 Antecedentes suscitados en la Comunidad Internacional previo al 
Reconocimiento del Derecho Humano al Agua 
Desde los años 70 del siglo anterior la comunidad internacional comenzó a preocuparse 
por la degradación de la naturaleza producto de la modernidad y del desarrollo tecnológico, lo 
que ha provocado graves consecuencias en el deterioro del medio ambiente llegándose incluso a 
pensar que de continuar con la sobre explotación de los recursos naturales la naturaleza humana 
podría desaparecer.  
Esta situación ha provocado que la comunidad internacional realice una serie de 
convenciones internacionales para tratar el tema del medio ambiente y de forma accesoria otros 
asuntos como el manejo y la gestión del agua en el  mundo, estos esfuerzos por parte de la 
comunidad internacional sirvieron para que primero a nivel internacional se creen ciertas 
normas que protegen el derecho al medio ambiente y que en lo posterior se irían agregando 
dentro de los ordenamientos jurídicos de los Estados Nacionales para la protección de este 
derecho. 
Instrumentos jurídicos tales como: 
 La Convención sobre la Eliminación de toda forma de Discriminación contra las Mujeres1 y la 
Convención sobre los Derechos del Niño2 así como también “la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Medio Humano de 1972 en Estocolmo, Suecia, la Conferencia Internacional sobre Agua y Medio 
                                                     
1
 “Los Estados Partes asegurarán a las mujeres el derecho a gozar de condiciones de vida adecuadas 
particularmente en las esferas de (...) el abastecimiento de agua.” 
2
 Se exige a los Estados Partes que luchen contra las enfermedades y la malnutrición mediante “el 
suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre.” 
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Ambiente Celebrada en Mar de Plata en 1977 (CONFAGUA), y la Conferencia de las Naciones Unidas 
Sobre Medio Ambiente y Desarrollo Celebrada En Rio De Janeiro 1992”. Estos procesos jugaron un 
papel significativo en primer lugar en jerarquizar el tema ambiental en los espacios de política pública 
desde lo global a lo nacional, y en segundo lugar, al hacer visible la forma en que lo ambiental 
interactúa junto a las otras dimensiones del desarrollo: “la económica, la social y la institucional” 
(Acuña, 2007, pág. 137), por cuanto se evidencio la importancia y necesidad de la comunidad 
internacional en reconocer el derecho humano al agua 
 No obstante su principal fundamento legal deviene de la definición legítima que realizó 
el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas en su 29 
sesión celebrada en Ginebra, del 11 al 29 de noviembre de 2002 y de la que se da cuenta en su 
Observación General N° 15 titulada “El derecho al agua.” 
En otro escenario, la situación crítica de los recursos naturales en muchas regiones del  
mundo fue el punto de partida que indicó la necesidad de un nuevo enfoque para su utilización. 
Las exigencias de una población urbana creciente, el aumento de la contaminación atmosférica, 
del agua y del suelo, los procesos de deforestación y desertificación, la sobre explotación de las 
pesquerías, fueron factores que pusieron en evidencia la situación alarmante de las condiciones -
ambientales. (Del Castillo, 2009: 26) 
Es así que las Organización de las Naciones Unidas, indican que la cantidad de agua 
dulce existente en el planeta es suficiente para cubrir las necesidades básicas de la población, sin 
embargo los problemas devienen de la gestión deficiente del recurso, la corrupción, la falta de 
instituciones adecuadas para su manejo, el déficit de las inversiones para la creación de 
infraestructura de tratamiento y calidad de agua, así como de redes de abastecimiento y 
esencialmente la falta de compromiso político para abastecer a las poblaciones el líquido vital. 
 
Por lo que la misma comunidad internacional, en el desarrollo de normas de derechos 
humanos, en el pleno de la Asamblea General de la ONU en al año 2010, reconocieron al acceso 
al agua como derecho humano, fruto de un exhaustivo proceso a lo largo de varios años 
derivado de las necesidades de la sociedad de satisfacer las necesidades prioritarias y 
primordiales de los seres humanos.  
Así mismo, la comunidad internacional determinó que el derecho al uso y 
aprovechamiento del agua se encuentra dentro de la categoría de Derechos Humanos, como una 
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necesidad urgente para el desarrollo de distintos derechos reconocidos en los acuerdos 
internacionales, tales como el derecho a la vida, salud, calidad de vida, domicilio, vida privada,  
alimentación adecuada, entre otros pues, 
Según se examina la “clasificación histórica de los Derechos Humanos, el derecho al acceso 
al agua formaría parte de los Derechos Humanos de primera generación por ser anterior a la formación 
del mismo Estado, y por tratarse de un derecho intrínseco a la naturaleza humana, por lo que la función 
gubernamental deviene únicamente en reconocerlo y regularlo”. Por lo que los Estados parte deben 
simplemente respetarlo y regularlo. 
Cabe mencionar que en este desarrollo normativo es relevante la década de los 90 del 
siglo anterior donde se comienza a debatir la problemáticas en relación al agua, así mismo se da 
paso a una crítica global sobre los conflictos surgidos en torno al agua, estas circunstancias  
pusieron en evidencia las tensiones existentes entre una visión más bien mercantilista y otra que 
apela a la reivindicación del agua como derecho.  
En general la relevancia radica en que estos procesos tuvieron como finalidad el crear 
un cuerpo legal normativo y regulatorio aplicable a nivel nacional e internacional. 
A continuación se realizará el análisis de los diferentes, procesos y organizaciones que 
la comunidad Internacional originaron para llegar al reconocimiento de este derecho. Muchas de 
estas enfocaron específicamente esta problemática, mientras que otras  lo hicieron de forma 
indirecta.  
1.3. Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano de 1972, en 
Estocolmo. 
Como ya se mencionó anteriormente durante los años 70 se empezaron a notar las 
primeras huellas de deterioro ambiental en el planeta. “Se hicieron visibles como fenómenos más 
frecuentes y comunes que simples hechos aislados, y lo fueron notoriamente en centros urbanos 
desarrollados dando lugar al reconocimiento de un problema que debía ser abordado”.  
Por tal motivo la comunidad internacional con la presencia de 1.200 delegados que 
representaban a 110 países en el año 1972, convocó en Estocolmo a la Conferencia denominada 
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de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano, cuya característica fundamental, fue el de 
difundir la preocupación de los Estados por el medio ambiente. 
Fue la primera convención mundial en reconocer que existe una amenaza en contra del planeta 
por tal motivo se exhortó a los gobiernos y al mundo en general que tengan más cuidado con su 
medio ambiente natural, y que protejan la herencia universal del hombre para el beneficio de la 
humanidad. 
La importancia de la Conferencia radica en señalar que por primera vez se introdujo en la 
agenda internacional la preocupación de los Estados frente al modelo tradicional de crecimiento 
económico y del uso de los recursos naturales, entre los cuales se menciona al recurso hídrico. 
Fruto del reconocimiento de esta problemática, en esta conferencia se aprueba 106 
recomendaciones y una declaración con 6 principios sobre la gestión del medio ambiente.  
“La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el medio humano es posiblemente el 
acontecimiento desde el cual se puede empezar hablar de desarrollo a gran Escala 
de Derecho internacional del medio ambiente y por esta razón la Conferencia de 
Estocolmo tiene la virtud de incluirlo dentro de las preocupaciones mundiales”  
(Olarte, 2009, pág. 432) 
La Declaración propone que se debe legislar al medio ambiente de forma asociada con 
el ser humano, rompiendo de tal manera el esquema que se venía tratando anteriormente puesto 
que se legislaba aisladamente a los recursos solo por la utilidad que tiene para los seres 
humanos. En relación al sistema hídrico tiene gran relevancia, puesto que la Declaración de 
Estocolmo a pesar de no tratar al agua de manera específica pone de manifiesto un aspecto 
relevante la necesidad de la buena gestión del agua para poder alcanzar el objetivo del 
“desarrollo sostenible”. Cuyo concepto actualmente se utiliza en las políticas medio 
ambientales. 
1.4. Conferencia Internacional sobre Agua y Medio Ambiente celebrada en Mar de 
Plata en 1977 (CONFAGUA) 
“El concepto de requerimientos básicos del agua para satisfacer las necesidades 
humanas básicas fue establecido por primera vez en la Conferencia de las Naciones 
Unidas en Mar del Plata, Argentina en 1977. Su plan de acción planteaba, que 
todas las personas, sin importar su nivel de desarrollo y sus condiciones sociales y 
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económicas, tenían el derecho al acceso al agua potable en cantidades y de calidad 
igual a sus necesidades básicas. Esto sería confirmado posteriormente en la Agenda 
21, adoptada en la Conferencia de Medio Ambiente y Desarrollo de Río de Janeiro 
en 1992” (Del Castillo, 2009:28). 
La Conferencia de las Naciones Unidas sobre Agua y Medió Ambiente fue celebrada en el año 
de 1977, en la ciudad de Mar del Plata, Argentina. En está ocasión por vez primera se situó al 
tema del agua como tema fundamental de discusión, además señala que a más de ser una 
necesidad es un derecho para los seres humanos, y que no puede ser sujeto de discriminación 
para individuo alguno pues el agua es básico para la satisfacción de las necesidades primarias 
del ser humano, visto de esta manera constituye un gran avance en materia del tratamiento del 
agua. 
En materia Legislativa recomienda a los Estados revisen sus estructuras legislativas 
sobre la gestión del uso del agua y que se planifique el uso y aprovechamiento del agua.  
Además se enfatiza en la necesidad  de: 
“formular, y volver a examinar regularmente, una formulación general de política 
hídrica en relación con el uso, la gestión y la conservación del agua. También debe 
tener la certeza de que la política hídrica nacional está concebida y ejecutada en el 
marco de una política interdisciplinaria económica, social y ambiental de 
desarrollo nacional. Reconocer el desarrollo hídrico como una instalación de 
infraestructura esencial en los planes de desarrollo del país. Asegurarse que la 
tierra y el agua se manejen de manera integrada. Definir metas y objetivos para 
diferentes sectores de uso del agua, que incluyan la provisión de agua segura e 
instalaciones para tratamiento de desechos, provisión para la agricultura, cría de 
ganado, necesidades industriales y del transporte por agua, y desarrollo de la 
energía hidroeléctrica en modo tal que sea compatible con los recursos y las 
características de la región. Al estimar los recursos hídricos disponibles se deben 
tomar en cuenta el re-uso del agua y las transferencias entre cuencas”. (Del 
Castillo, 2009, pág. 51 y 52) 
Pues al tener acceso al agua es fundamental y sustancial para la vida de los seres 
humanos,  y en esta declaración se reconoce al agua como un Derecho fundamental para la vida, 
para lo cual los Estados deben tomar acciones positivas para un adecuado uso y 
aprovechamiento del agua. La contribución importante con relación al tema en análisis se 
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encuentra en que la Conferencia reconoció por vez primera que existe un vínculo entre el agua y 
el derecho a la vida. 
Se recalcó que la valoración de los recursos hídricos era el requerimiento previo a: 
planeamiento, desarrollo, diseño de políticas, explotación y regulación de los recursos hídricos. 
La insuficiencia de datos hidrológicos y meteorológicos y la falta de confiabilidad estadística 
los mismos era uno de los impedimentos más importantes para la evaluación del agua 
subterránea con respecto a cantidad y calidad. 
Todas las disposiciones recomendaciones y conclusiones sobre el uso, aprovechamiento 
y protección del agua denominado por la misma Conferencia como “Plan de Acción de Mar del 
Plata”, cuya temática fue de gran relevancia en el extracto de las normas de gestión del agua, 
quedo en letra muerta ya que desgraciadamente careció de persistencia institucional por parte de 
las Naciones Unidas, que hicieron caso omiso de implantar un seguimiento a dichos 
planteamientos y sólo fue aplicado por los países miembros en forma unilateral en la medida de 
su interés y de sus planteamientos y posibilidades.   
1.5. Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 
celebrada en (Dublín- Irlanda 1992) 
La Declaración sobre el Agua y el Desarrollo Sostenible, también reconocida como 
Declaración de Dublín fue elaborada en el marco de la Conferencia Internacional sobre Agua y 
Medio Ambiente (CLAMA) celebrada desde el 26 al 31 de enero de 1992, en Dublín- Irlanda, 
dicha conferencia no fue convocada, pero si patrocinada por las organizaciones pertenecientes a 
las Naciones Unidas cuya meta fundamental fue establecer una política hídrica mundial. 
 
La Conferencia reunió a más de quinientos delegados de los gobiernos, de cien países 
integrantes de las organizaciones más poderosas del comercio mundial del agua y representantes 
de ochenta organizaciones internacionales, intergubernamentales y no gubernamentales que 
consideraron que la situación de los recursos hídricos mundiales se estaba volviendo crítica. 
 La denominación “crítica” que se dio en torno al aprovechamiento del agua por el 
despilfarro en su consumo, las amenazas por contaminación y los inconvenientes asociados a la 
gestión del agua en todo circunstancia fueron los motivos que enfocaron a Conferencia a 
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determinar  los cuatro ejes para el manejo racional del recurso a los cuales es necesario realizar 
un breve análisis: 
1. Recurso Finito.- El primer principio que se establece es que “el agua dulce es un recurso 
finito y vulnerable, imprescindible para el mantenimiento de la vida, el desarrollo y el medio 
ambiente”. 
La conferencia al señalar que el agua es un “recurso finito”, se pone en evidencia una 
condición, la escasez, con la que algunos enfoques de la economía señalan que los bienes 
comunes se convierten en producto de mercado. 
A partir de esta denominación se ha venido difundiendo tanto la idea de  la escases del agua, es 
así que dentro del imaginario social se manifiesta que las “guerras futuras serán por el agua, es 
una manifestación que puede ser cierta, pero seguramente no por problemas de escasez sino por 
problemas en la distribución” (Santos & Valdomir, 2008, pág. 18), puesto que algunos sectores  como 
los industriales, generación de energía y agricultura han acaparado en mayor proporción el agua 
en relación a otros sectores, adicionalmente se suma la contaminación y el deterioro del agua. 
2. El aprovechamiento y la gestión del agua debe inspirarse en un planteamiento basado 
en la participación de los usuarios, los planificadores y los responsables de las 
decisiones a todos los niveles. 
 
La Conferencia señala que para asegurarse una “gestión eficaz” del recurso tan vulnerable como 
indispensable para la vida, se requiere de un “enfoque integrado”, que contemple el “desarrollo 
económico y social” junto a la “protección de los ecosistemas naturales. 
Es decir que el segundo principio trata sobre la “participación en la gestión del agua” el cual 
principalmente tiene un componente de ordenamiento político que significa que los 
responsables son todos los actores involucrados en el manejo del agua por lo tanto son los que 
pueden y deben participar de este nuevo proceso de cuidado del agua a nivel global. 
No obstante este postulado de la defensa de la participación local y de los usuarios concretados 
como el nivel más elemental apropiado”, dio paso a la participación de “otros” actores como las 
“empresas y los organismos que, al tiempo, se crean específicamente para esos efectos, como el Consejo Mundial del 
Agua (CMA) y la Asociación Mundial del Agua (AMA). (Santos & Valdomir, 2008, pág. 18) 
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3. La mujer desempeña un papel fundamental en el abastecimiento, la gestión y la protección 
del agua.  En este punto la Conferencia no es explicita. 
4. El agua tiene un valor económico en todos sus diversos usos en competencia a los que se 
destina y debería reconocérsele como un bien económico. 
Este principio definió al agua como un “bien económico”, afirmando que es vital reconocer 
en primer lugar el derecho básico de todos los seres humanos de tener acceso a agua potable y 
saneamiento a precios accesibles. Esta visión mercantilizada del agua dio a entender que el agua 
es de fácil acceso y disponibilidad, no obstante las cifras revelaron que: “2.600 millones de personas 
carecen de acceso a saneamiento básico, 884 millones no cuentan con un acceso seguro al agua potable” ( 
Organización de las Naciones Unidas, pág. 1), con ello se demuestra que esta visión es distinta a la que 
realmente sucede en la realidad. 
Estos postulados desencadenaron el gran negocio internacional del agua, con el surgimiento 
de las grandes corporaciones transnacionales que se lanzaron sobre el “nuevo” mercado de la 
gestión del agua en los países pobres, al tiempo que lograban la apertura de sus economías  a 
través de sus ámbitos de incidencia en los organismos financieros internacionales. 
La conferencia marco los conceptos centrales acerca del agua como bien económico 
susceptible de apropiación, lo cual provocó la creación de los mercados del agua, la 
racionalización en el uso del recurso y la transferencia de los derechos de agua hacia las 
corporaciones y empresas multinacionales, como nuevos actores de la gestión del agua. 
En este contexto en 1996, se creó el “Consejo Mundial del Agua conformada por empresas de 
carácter privado dedicadas al comercio del agua y por instituciones financieras internacionales como el 
Banco Mundial y Banco Europeo de Inversiones”  (Santos & Valdomir, “Agua Construcción social de un 
derecho humano” Plataforma Interamericana de Derechos Humanos Democracia y Desarrollo Capítulo 
Uruguay, 2006, pág. 28) 
 El agua debe ser considerada como un bien puramente económico, una mercancía; 
 El acceso al agua es una necesidad vital, no un derecho humano; 
 El agua debe considerarse como un recuro precioso como el petróleo. 
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Cabe señalar, que durante la década de los 90, varias compañías transnacionales dedicadas 
al mercado del agua se expandieran, agrupándose y transformándose hasta enlistarse entre las 
empresas más poderosas del mundo. “Entre ellas tenemos por ejemplo Suez, RWE y Veolia Environment 
están entre las mayores, estas corporaciones junto con compañías de refrescos como Nestlé, Pepsi, Coca-Cola y 
Danone, ahora dominan el mercado del agua potable, un mercado en rápido crecimiento y muy rentable” ( 
http://choike.org/nuevo/informes/3601.html), en este sentido es importante señalar lo que en su obra 
(Santos & Valdomir, “Agua Construcción social de un derecho humano” Plataforma Interamericana de 
Derechos Humanos Democracia y Desarrollo Capítulo Uruguay, 2006, pág. 5), manifiesta:  
“El marco internacional que sostiene actualmente a los procesos de privatización 
del agua en todo el mundo fue conformándose a lo largo de toda la década de los 90 
en instancias precisas y acumulativas en pos de este objetivo. Acumulativo por tanto 
se trató de ir conquistando e imponiendo ideas acerca de la “crisis hídrica”, la 
“finitud del recurso”, la “integralidad del problema del agua a nivel global” y 
finalmente, el reconocimiento de los costos económicos de la explotación de agua”. 
Finalmente es importante señalar que la Conferencia de Dublín al no haber sido una 
Conferencia de las Naciones Unidas no tuvo la fuerza de movilizar fondos de la Organización ni 
de las organizaciones especializadas, sin embargo es necesario manifestar que la relevancia de 
este documento radica en que fue el pionero en referirse al agua dulce en función del Desarrollo 
Sostenible, aspecto que había sido abordado como eje central, en el informe (Brundtland, pág. 
54), en la cual se definió al desarrollo sostenible como aquel que “satisface las necesidades del 
presente, sin comprometer la habilidad de las futuras generaciones para satisfacer las suyas propias”, 
fundamentándose en dos conceptos claves: las necesidades en particular aquellas asociadas a la 
pobreza y las limitaciones ambientales principalmente las derivadas del estado de la tecnología 
y de la organización social. 
1.6. Conferencia de las Naciones Unidas sobre medio ambiente y desarrollo 
celebrada en Rio De Janeiro 1992 
La Conferencia de las Naciones sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, (CNUMAD), 
conocida también como “Cumbre de la Tierra”, “constituye un verdadero hito en el proceso de 
búsqueda de bienestar económico, social y ambiental para las generaciones actuales y futuras. “Los 
cinco acuerdos aprobados en la Conferencia representaron la respuesta normativa más amplia y 
coordinada dada hasta entonces por los gobernantes de todo el mundo, con el objeto de incorporar 
plenamente la dimensión ambiental en las políticas de desarrollo.” Este preámbulo se manifestó en la 
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introducción de la Cumbre Mundial Sobre el Desarrollo Sostenible Johanesburgo.  ( Naciones 
Unidas, 2002, pág. 3) 
La Conferencia de las Naciones Unidas Sobre el Medio Ambiente y Desarrollo 
(CNUMAD),  se dio cita en Rio de Janeiro desde el 3 al 14 de junio de 1992, su meta principal 
fue  
“…establecer una alianza mundial nueva y equitativa mediante la creación de 
nuevos niveles de cooperación entre los Estados, los sectores claves de las 
sociedades y las personas” (ONU, 1992-a, Preámbulo). Es decir  su iniciativa 
principal fue crear una asociación mundial entre países desarrollados y 
subdesarrollados que unidos enfrenten la crisis ambiental, poniendo los intereses 
globales como su principal preocupación. El significado de la Cumbre de Río fue 
mucho más allá de los compromisos concretos asumidos, ya que puso de manifiesto 
las posibilidades de comprensión en un mundo libre de contradicción ideológica, 
teniendo como su principal objetivo el “desarrollo sostenible”3. 
Es importante señalar que es la primera Conferencia Mundial en la que se estudia de forma 
sistemática el medio ambiente y el desarrollo, proyectando que el derecho al desarrollo, deben 
ser ejecutados desde un modelo que compense las necesidades de las generaciones actuales, sin 
que estas decisiones perjudiquen a las generaciones venideras. 
A partir de la Cumbre de la Tierra, los países desarrollados y subdesarrollados han venido 
promoviendo nuevos principios innovadores, como los de "responsabilidades comunes, pero 
diferenciadas entre los países", de "el que contamina paga" y de "patrones sostenibles de producción y consumo". 
(http://www.oarsoaldea.net/agenda21/es/book/print/8) 
En la Declaración de Río se enfoca en un nuevo modelo de desarrollo que incluye un 
modelo económico, uno social y uno ambiental. Estos pilares constituyen la base ineludible del 
modelo de desarrollo futuro que debemos impulsar.  
La innovación de esta conferencia reviste características importantes para la noción de 
desarrollo sostenible por cuanto en ella, no solamente se produjeron nuevos documentos que 
                                                     
3
Brundlandt, Cita en el informe de la Comisión Mundial Sobre el Medio ambiente y el desarrollo 
(Comisión Brundtland, la definición  de desarrollo sostenible y señala que es “el desarrollo que satisface 
las necesidades actuales de las personas sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones para 
satisfacer las suyas” (nuestro Futuro común oxfort university press, 1987). 
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reafirmaron los principios en construcción desde Estocolmo (1972), como la Declaración sobre 
el Medio Ambiente y el Desarrollo o el Programa 21, sino porque además en esta reunión se 
suscribieron dos convenciones internacionales vinculantes para los Estados en materia 
ambiental: “el Convenio sobre la Diversidad Biológica y el Convenio sobre el Cambio Climático y una 
Declaración sobre Florestas”.  
En efecto, en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo se 
formularon un total de veinte y siete principios, enfocados en el bienestar del ser humano como 
el centro del discurso de la sostenibilidad. Estos abordaron temas como: el aprovechamiento 
soberano y equitativo de recursos naturales, la erradicación de la pobreza, la participación 
ciudadana en la gestión de recursos, la formulación y promoción de sistemas legislativos y 
económicos favorables a la conservación, entre otros, aunque no existió ninguna referencia 
explícita sobre los recursos hídricos. 
Un  documento referente fue la Agenda 21, básicamente, porque se trató de un plan de 
acción dividido en cuatro secciones relativas a: las dimensiones sociales y económicas del 
desarrollo sostenible, la conservación y gestión de recursos, el fortalecimiento del rol de los 
grupos humanos; y, los medios de ejecución de las propuestas. 
La Agenda 21 promueve un plan de acción bastante extenso y muestra una cara al futuro en 
el sistema ambiental, cuya meta fundamental consiste en que los gobiernos, organizaciones 
internacionales gubernamentales y no gubernamentales (ONG), se comprometen a encontrar 
recursos financieros nuevos y adicionales para complementar a nivel mundial el desarrollo 
sustentable. Lo dicho conlleva a comprender la Agenda 21 se convirtió en un compromiso 
político mundial para la protección del medio ambiente y una forma de asegurar un mejor de 
vida para las generaciones presentes y venideras en relación a los recursos hídricos  
No obstante, cabe realizar un análisis de la aproximación que se da al agua en el Programa 
21 y en general en la Cumbre. Pues el agua es analizada desde una perspectiva de recurso y más 
no como un derecho. “Los recursos de agua dulce son un componente esencial de la hidrosfera de la Tierra y 
parte indispensable de todos los ecosistemas terrestres” ( Programa 21, sección II, capítulo 18 ), de tal forma que 
se aborda al tema del agua como un recurso y no existe ningún avance en torno a la discusión 
del agua como un derecho  humano, lo que se torna evidente es el análisis en cuanto a la 
valoración que existe sobre la cantidad y el cuidado de la misma y se concientiza sobre la 
escasez generalizada de recursos de agua dulce, la destrucción gradual y su creciente 
contaminación.  Este avance contribuye a  entender que el agua debe ser protegida como un 
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recurso indispensable para la vida, lo que complementa a la formulación del agua como un 
derecho humano, pues la Agenda 21 refiere la necesidad de la calidad del agua, lo que 
contribuye a uno de los elementos del derecho humano al agua.  
Adicionalmente, es importante señalar lo que 
Manuel Rodríguez Becerra dice: 
“Frente a la gran fanfarria del acto de clausura en Rio, que concluyó un complejo 
proceso de negociaciones de más de dos años, ha quedado rondando la pregunta: 
¿fue la Cumbre un éxito o un fracaso? La mayor parte de la opinión pública ha 
respondido que fue un fracaso o, en el mejor de los casos, que si bien se obtuvieron 
algunos resultados positivos, estuvieron lejos de las expectativas creadas”.              
( http://www.manuelrodriguezbecerra.com/bajar/cisisambiental/) 
Cabe decir que la Agenda 21, contempla 115 programas de acción para enfrentar 
prácticamente todos los temas relacionados con el medio ambiente y el desarrollo, elabora ideas 
de gran utilidad. No obstante  los países no han plasmado  las ideas de la Convención en sus 
Estados  por ende no ha alcanzado su verdadero significado, puesto que la Agenda 21 es una 
norma que no tiene fuerza de ley más bien es un instrumento que permite a los Estados que 
suscribieron plasmar a voluntad los compromisos adquiridos. 
Actualmente ya es posible evaluar los resultados del nivel de cumplimiento de los 
Estados. Dejando como resultando que en relación al sistema hídrico no se ha cumplido ninguna 
de los objetivos planificados para el año 2000, e incluso 13 años después está muy lejano para 
ser cumplido. Adicionalmente se desprende que existe falta de voluntad política y carencia de 
recursos. 
En este punto es importante señalar que uno de los problemas más graves de la Agenda 
21 es su deficiencia en la financiación, pues los compromisos adquiridos por los países 
industrializados para el efecto, fueron extremadamente moderados. Fue éste quizás uno de los 
temas que mayor sabor de frustración. 
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1.7. Cumbre del milenio de las Naciones Unidas, New York, 2000  
La Cumbre del Milenio, convocada por las Naciones Unidas, en septiembre de 2002, en la 
ciudad de Nueva York, emitió “8 Objetivos y 21 Metas que se supervisan mediante 60 indicadores”, 
que fueron aprobados  por los 189 países que desarrollaron los Objetivos del Desarrollo del 
Milenio (ODM) (Gaybor, 2011, pág. 33) 
En virtud del análisis efectuado nos damos cuenta que la comunidad internacional ha 
asumido la terea de formular y reconocer los derechos humanos, más en el caso de los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio (ODM) nos encontramos en una situación aislada, ya que no se 
formulan directamente derechos, puesto que ya han sido previamente reconocidos mediante 
plazos fijos para ver resultados sobre el avance, en el cumplimiento de los derechos.  
El objetivo que nos atañe al análisis presente, es el número siete, la cual en su parte 
pertinente señala que se debe garantizar la sostenibilidad del medio ambiente;  y propone  con 
respecto al agua dulce que el objetivo sustancial es de reducir a la mitad, para el año 2015, la 
proporción de personas que no tenían acceso o no podían afrontar el costo del agua potable. Con 
esta meta las Naciones Unidas busca garantizar el derecho a la vida de los seres humanos, no 
obstante no se puede dejar pasar que el derecho a la vida,  se refiere el derecho a una vida digna, 
para lo cual se demanda el saneamiento.  
Así también, los países miembros de las Naciones Unidas presentes se comprometieron, 
a detener la explotación no sostenible de los recursos hídricos mediante el perfeccionamiento de 
estrategias de gestión del agua a nivel local, nacional y regional que a la vez promuevan el 
acceso equitativo, sostenible al agua dulce y al saneamiento básico. Dichos planteamientos 
fueron desarrollados por conferencias posteriores y su puesta en práctica se mantiene en la 
agenda de la Asamblea General. 
Sin embargo, respecto de la meta planteada lo ideal sería verla como piso referente 
sobre el cual se pueda ir generando bases en torno a la defensa del agua, mas no se ponga límite 
o el final de un camino, pues de llegarse a cumplir la meta planteada, aún la mitad de seres 
humanos no tendrían acceso al agua para el año 2015. 
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Hoy en día al identificar los resultados de la meta planteada, es fácil darse cuenta que 
los “ocho objetivos como en la Declaración han quedado en el olvido convirtiéndose así en promesas 
incumplidas”. (Gaybor, 2011, pág. 34) 
Según el estudio realizado en este trabajo de investigación, se ha podido encontrar, que 
no es la primera vez que en las Naciones Unidas se ha planteado grandes objetivos y metas, con 
relación a la protección del medio ambiente y en especial a la protección de los recursos 
hídricos, es decir que en el ámbito internacional se ha planificado estrategias para proteger este 
recurso, pero a nivel local se ha hecho caso omiso, o en el mejor de los casos se ha actuado 
poco. En este sentido es importante señalar, 
“El secretario de Naciones Unidas, al presentar su primer informe anual sobre los 
avances en la implementación de la Declaración del Milenio, advirtió que el mundo 
se está quedando corto en alcanzar las Metas de Desarrollo del Mileno y señalo que 
las perspectivas para alcanzar las metas del Desarrollo del Milenio, en cuanto a las 
tendencias actuales eran decididamente mixtas, con marcadas diferencias entre las 
regiones y dentro de ellas”  (Organización de las Nacionmes Unidas , 2002-2003) 
 En nuestro país según la Organización Mundial de la Salud (OMS), no salvaguarda 
acciones positivas a favor de la gestión de los recursos hídricos “el Ecuador está entre los países 
con tasa más baja de inversión pública en el sector de agua potable y saneamiento de la región”  ( 
UNICEF , 2004) esta situación  le imposibilita a  nuestro país para que alcance el cumplimiento 
de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), a fin de confrontar esta situación, el 
Programa de las Naciones Unidas para el desarrollo promovió el Proyecto  Gobernabilidad del 
Sector Agua y Saneamiento en el Ecuador en el Marco de los objetivos del Desarrollo del 
Milenio, el cual tiene como objetivo primordial el contribuir con la implementación del Plan 
Nacional del Agua y “la redistribución equitativa del recurso hídrico ya que existe un súper hábit del 
recurso hídrico en algunos sectores y en otras área  hay déficit del mismo y va enfocado directamente a 
prevenir una inundación y mitigar la época de estiaje”. ( http://www.agua.gob.ec/plan-nacional-de-
recursos-hidricos-se-ajustara-a-las-necesidades-del-pais/) 
1.8. La Declaración de Johannesburgo sobre el desarrollo sostenible.- 
La Declaración de Johannesburgo sobre el Desarrollo Sostenible fue llevada a cabo en 
Sudáfrica entre agosto y septiembre del año 2002, la declaración adoptó el Plan de 
Implementación de la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sostenible con el propósito de afianzar 
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la aplicación de la Agenda 21 y de los Principios de Río, cuya finalidad fue  evaluar sus 
mecanismos de aplicación.  
Surge como una nueva oportunidad para generar y adoptar nuevas medidas de acción 
global a favor del desarrollo sostenible sobre los cimientos que había adoptado la Cumbre de 
Río, debido a que los retos y expectativas planteadas en la cumbre de Río no fueron ejecutados 
como se había previsto.  
El Plan contiene asimismo el Programa de Acción para alcanzar las Metas de Desarrollo 
del Milenio con respecto al aumento sustancial del acceso al agua potable segura. Además, 
invoca la necesidad de prevenir la contaminación, de elaborar planes y programas de eficiencia 
en el uso del agua y que desarrollen el enfoque de manejo integrado de los recursos hídricos, 
entre otros temas sustantivos que ya se habían encarado en los documentos de la Conferencia de 
Río sobre Ambiente y Desarrollo.  
Así mismo, 
“La Declaración de Johannesburgo reconoció que la humanidad está en una 
encrucijada y que, por tal razón, es necesario unirse en una voluntad común ‘para 
hacer un esfuerzo concreto para responder positivamente a la necesidad de 
producir un plan práctico y visible que debe generar la erradicación de la pobreza y 
el desarrollo humano”  (Del Castillo, 2009, pág. 69) 
En general, se trató de una reafirmación de los principios del Desarrollo Sostenible, 
orientados hacia la construcción de “…una sociedad humanitaria, equitativa y generosa, consciente 
de la necesidad de respetar la dignidad de todos los seres humanos” ( Declaración de Johanesburgo 
sobre el Desarrollo Sostenible art. 2)  . Se realizó una somera evaluación de las cumbres mundiales 
organizadas por la ONU y se ratificaron los principales problemas ambientales abordados en 
reuniones anteriores, tales como la pobreza y el deterioro de los recursos naturales. 
También se incorporó una nueva forma de entender a la globalización como una 
dimensión de la problemática ambiental. Asimismo, se afianzó el compromiso de los Estados 
hacia la consecución del bienestar común de la sostenibilidad,  a fin de vigorizar los objetivos 
planteados se incorporó el fortalecimiento de las instituciones internacionales y multilaterales. 
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Por su parte con respecto al sistema hídrico se reconoció que la problemática hídrica se 
debe más a la mala gestión del recurso que propiamente a la escasez del mismo. Por tal razón se 
propuso como meta reducir a la mitad para el año 2015 a las personas que no tienen acceso al 
saneamiento y se reconoció la importancia que tiene no solamente de dotar agua sino también 
de la necesidad urgente de saneamiento para garantizar derechos como la salud y la vida a los 
seres humanos. Es decir que se reforzó el objetivo de la Declaración del Milenio de reducir a la 
mitad la proporción de población sin acceso a agua potable sino que se sumó a un nuevo 
compromiso que consistió en el saneamiento, cuyo mecanismo de ayuda y cooperación 
consistió en que los países desarrollados proporcionen financiamiento técnico y financiero para 
desarrollar el objetivo en países subdesarrollados. Es importante manifestar que así como las 
conferencias analizadas, esta Conferencia constituye un baluarte para el reconocimiento del 
derecho humano al agua cuyo contexto fue clave para la discusión y orientación de la gestión de 
recursos hídricos, especialmente de los países en desarrollo, resaltando la importancia de que 
estos cuenten con servicios e infraestructura que permitan el fácil acceso al recurso, así como el 
saneamiento del mismo para garantizar la salud y la vida de la población. 
1.9. Observación General No. 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de la Organización de Naciones Unidas y el Reconocimiento del 
derecho humano al agua. 
En el seno de las Naciones Unidas se han producido una serie de manifestaciones que 
llevaron en el año 2002, al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de  las 
Naciones Unidas, a reconocer la existencia del Derecho Humano al Agua y emitió la 
Observación General Nº15 (OG 15), relativa al "derecho humano al agua", la Observación 
General Nº 15, destaca de los anteriores instrumentos internacionales de forma notable por ser 
un documento cuyo contenido se reconoce y detalla ampliamente el “derecho humano al agua”. 
“El Comité ha constatado constantemente una denegación muy generalizada del 
derecho al agua, tanto en los países en desarrollo como en los países desarrollados. 
Más de 1.000 millones de personas carecen de un suministro suficiente de agua y 
varios miles de millones no tienen acceso a servicios adecuados de saneamiento, lo 
cual constituye la principal causa de contaminación del agua y de las enfermedades 
relacionadas con el agua. La polución incesante, el continuo deterioro de los 
recursos hídricos y su distribución desigual están agravando la pobreza ya 
existente. Los Estados Partes deben adoptar medidas eficaces para hacer efectivo el 
derecho al agua sin discriminación alguna, como se establece en la presente 
observación general.” (Observación General no. 15 del Comité de Derechos 
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Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de Naciones Unidas, 
(2002:1) 
La trascendencia de la Observación General Nº15 radica en que este documento 
relaciona los derechos contemplados en el Pacto Internacional de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales de 19 de diciembre de 1966 el cual se refiere a la necesidad de los Estados 
para que reconozcan y garanticen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado. El 
documento señala que si bien, el derecho humano al agua no fue mencionado en forma explícita 
en el Pacto se establece expresamente en los artículos 11 ( Artículo 11.- “Derecho de toda persona 
a un nivel de vida adecuado para sí y su familia”, Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales 
y Culturales, 19 de diciembre de 1966, ) y 12  ( Artículo 12.- “Derecho al disfrute del más alto nivel de 
salud física y mental” Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, 19 de 
diciembre de 1966, ). Sustentado en estos derechos, el Comité reconoce que el derecho al agua se 
encuentra estrechamiento enlazado con varios derechos tales como el derecho de vivienda, 
salud, alimentación y vida digna. La observación General, constituye un paso muy importante 
en la lucha por el Reconocimiento del derecho humano al agua, pues este documento establece 
detalladamente el contenido y alcance de este derecho y reitera a los 146 Estados que han 
ratificado el Pacto Internacional, la importancia que tiene el adoptar medidas necesarias para 
hacerlo efectivo. 
Este documento establece al agua como un recurso natural ilimitado, un bien público 
fundamental para la vida y la salud, indispensable para vivir dignamente y condición previa para 
la realización de otros derechos humanos. 
La observación Nº 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las 
Naciones Unidas se ubica en los conceptos antagónicos de la Declaración de Dublín, priorizando 
el carácter de "bien público" antes que el de "bien económico"  De manera que del tratamiento mercantil 
del agua que se da en Dublín, se pasa al “reconocimiento de un bien social y sobre el cual todas las 
personas tenemos derecho”. ( Observación General 15, párrafo 15) 
Específicamente establece que: 
 "El agua debe tratarse como un bien social y cultural, y no fundamentalmente como 
un bien económico. El modo en que se ejerza el derecho al agua también debe ser 
sostenible, de manera que este derecho pueda ser ejercido por las generaciones 
actuales y futuras. Esta última consideración incluye además criterios ambientales 
en la realización de derechos humanos. 
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Por otra parte, antes que centrarse en el paradigma de la escasez, la Observación 
General Nº 15 plantea los principales problemas del agua en "polución incesante, el continuo 
deterioro de los recursos hídricos y su distribución desigual", identificándolos como factores que 
"están agravando la pobreza ya existente". 
Adicionalmente, el Comité relaciona los derechos contemplados en la Convención de 
los Derechos del Niño, y en la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la mujer, con el derecho al agua. 
Al desarrollar el contenido normativo del derecho al agua, se establecen ciertas 
condiciones necesarias que deben cumplirse, en cualquier circunstancia, para el goce y ejercicio 
del derecho. 
Disponibilidad:  
Está referida a que el abastecimiento de agua para cada persona, para uso personal y 
doméstico, debe ser insuficiente y sin interrupciones. Esos usos comprenden normalmente el 
consumo, el saneamiento, la colada, la preparación de alimentos y la higiene personal y 
doméstica. La cantidad de agua disponible para cada persona debería corresponder a las 
directrices de la Organización Mundial de la Salud (OMS). También es posible que algunos 
individuos y grupos necesiten recursos de agua adicionales en razón de la salud, el clima y las 
condiciones de trabajo. 
“En esa línea, la jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia ha 
considerado que se vulnera el requisito de disponibilidad cuando la administración 
no lleva a cabo las acciones necesarias para superar la falta de acceso al agua 
causada por un sismo que destruyó el pozo del cual se abastecía una población 
indígena (Sentencia T-143 de 2010) o bien cuando una empresa se niega a conectar 
una vivienda al servicio de agua aduciendo que no cuenta con redes de acueducto 
necesarias para realizar dicha conexión (Sentencia T-1104 de 2005). De igual 
manera, las interrupciones graves, prolongadas y constantes en la prestación del 
servicio (Sentencias T-091 de 2010 y T-539 de 1993) y la realización de obras que 
afectan las fuentes de agua sin asegurar una alternativa (Sentencia T-381 de 2009), 
constituyen también supuestos de violación a este componente del derecho”. 
(Bautista, 2013, pág. 18) 
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Calidad:  
Implica que el agua para uso personal y doméstico no debe estar contaminada por 
agentes o sustancias que puedan afectar la salud de las personas, en este sentido la Organización 
Mundial de la Salud, señala que en el agua en el año 2008: 
 “el porcentaje de enfermedades relacionadas con el agua potable condiciones 
sanitarias e higiene adecuada, para todo el mundo eran de 9,1% (medida en 
DALY4), siendo 10% para los países menos desarrollados y 0,9% para los 
desarrollados (Prüss-Üstün y otros, 2008). En el caso particular de América Latina, 
el porcentaje de enfermedades relacionadas es de 3,8%”. (Ferro & Lentini, 2012, 
pág. 9) 
La insatisfacción de este requerimiento constituye un problema continuo y corriente en los 
países de la región tanto es así que en el año: 
“2004, el Juzgado de Primera Instancia Civil y Comercial de Octava Nominación 
de la Ciudad de Córdoba, Argentina (Caso “Marchisio, José Bautista y otros”) 
ordenó al gobierno de la ciudad que adoptara las medidas necesarias para 
garantizar el adecuado funcionamiento de la planta de tratamiento de líquidos 
cloacales, que se había visto saturada en su capacidad como resultado del 
crecimiento poblacional, ocasionando con ello el vertido directo de líquidos al río 
de la ciudad y la consiguiente contaminación de esa fuente de agua. En el 
intermedio, el juez ordenó a las autoridades que aseguraran a los afectados una 
provisión mínima de 200 litros diarios de agua potable, hasta tanto se realizaran las 
obras que posibilitaran el pleno acceso al servicio público de abastecimiento”. 
(Ferro & Lentini, 2012, pág. 18) 
En el Ecuador en el año 2004, se detectó en las fuentes de agua de abastecimiento de las 
parroquias de Guayllabamba y Tumbaco, pertenecientes al Distrito Metropolitano de Quito, 
                                                     
4
 Es una medida que pondera las muertes y las enfermedades a partir del retraso en años que genera la 
enfermedad contraída. La OMS lo define como una medida de la brecha en salud que extiende el 
concepto de años potenciales de vida perdidos debido a una muerte prematura (Potential Years of Life 
Lost, PYLL) para incluir años equivalentes de vida “sana” perdidos por causa de alguna enfermedad o 
tener alguna discapacidad. Esta unidad combina una medida de tiempo vivido con la enfermedad o 
discapacidad y el tiempo perdido debido a una muerte prematura. Un DALY puede pensarse como un 
año de “buena salud” perdido y la carga de la enfermedad como una medida de la brecha entre el actual 
estado de salud y el estado ideal donde el individuo vive hasta la edad adulta libre de enfermedades o 
discapacidad. Para mayores referencias ver http://www.who.int/healthinfo/boddaly/en/ 
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presencia de arsénico en cantidades superiores al permitido por las normas técnicas en un rango 
entre dos a catorce veces más. 
Accesibilidad. 
El agua y sus instalaciones deben ser accesibles, sin discriminación alguna para todas las 
personas. La accesibilidad comprende a su vez cuatro dimensiones: 
 Acceso físico.- todos los sectores de la población deben poder acceder físicamente al agua, 
a  las instalaciones de agua y a los servicios de agua los cuales deben ser de calidad. 
Se  considera que, para cumplir este requisito indispensable para el consumo humano  
 “el tiempo necesario para buscar los 20 litros de agua mínimo exigible de acuerdo 
al estándar de disponibilidad no debería de exceder los 30 minutos, incluyendo 
períodos de espera, y que la distancia entre el hogar y la fuente de agua no debería 
superar 1 kilómetro ida y vuelta  para considerar que existe acceso básico (Howard 
y Bartram, 2003; GTZ, 2009; COHRE y otros, 2007; JMP, 2012c)”. (Bautista, “El 
derecho humano al agua y Saneamiento frente a los objetivos de Desarrollo del 
Milenio (ODM)”, pág. 18) 
 
 Acceso Económico.- Ninguna persona puede estar impedida de acceder al agua, las 
instalaciones o los servicios por razones de costos. 
 
 Esto implica que los costos directos e indirectos y los cargos para asegurar el servicio incluidos 
los gastos de conexión y entrega no deben impedir que una persona tenga acceso al agua potable 
ni deben representar una amenaza a su capacidad para el disfrute de otros derechos, tales como 
“alimentación, vivienda, salud o educación”. (ACNUDH, 2007) 
Con el propósito de que se respete este límite, se ha promovido una serie de requerimientos 
procedimentales los mismos que previo a la desconexión del servicio “i) suministro oportuno y 
cabal de información sobre las medidas propuestas; ii) notificación de la medida con antelación 
razonable; iii) derecho del afectado a ser oído; y, iv) remedios para cuestionar judicial o 
administrativamente la decisión”. (Bautista, “El derecho humano al agua y Saneamiento frente a los 
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objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)”, CEPAL- Colección documentos de proyectos Naciones 
Unidas, 2013, pág. 20) 
El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales dispone que  la interrupción o 
desconexión arbitraria o injustificada de los servicios o instalaciones de agua potable y a los 
aumentos desproporcionados o discriminatorios de las tarifas como violaciones al deber de 
respeto del Derecho humano al agua,  lo cual ocurriría de no contemplarse esas limitaciones 
formales y sustanciales. 
Pese al evidente señalamiento de los instrumentos internacionales, la protección contra 
desconexiones violatorias de la accesibilidad  sigue siendo un reto en muchos países. No 
obstante,  en la región existe un fuerte activismo en esta materia pues, un claro ejemplo es el que 
deviene de la Corte Constitucional Colombiana en “(Sentencias T-614 y T-717 de 2010 y T-740 de 
2011 en la cual   dispone entre otros aspectos que…el pago de las tarifas legalmente establecidas es una 
condición indispensable para garantizar la prestación eficiente, continua e ininterrumpida de los 
servicios a los demás usuarios.” (Bautista, “El derecho humano al agua y Saneamiento frente a los 
objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)”, CEPAL- Colección documentos de proyectos Naciones 
Unidas, 2013, pág. 20) 
 Acceso sin discriminación.- Todas las personas, incluso los sectores más vulnerables y 
marginados de la población tienen derecho  a acceder al agua y los servicios e 
instalaciones del agua.  
Es así, que la población en general no puede ser discriminada por razones de etnia, sexo, 
edad, idioma, religión, identidad, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, discapacidad física o mental, estado de salud, orientación sexual, estado 
civil, o cualquier otra condición política, social o de otro tipo que tenga por efecto anular o 
menoscabar el igual disfrute del derecho al agua.  
En tal virtud resulta necesario una asignación adecuada de los recursos para poder cumplir 
con este recaudo, evitando por ejemplo  la realización de inversiones que favorezcan un 
suministro costoso de agua potable a una pequeña y privilegiada fracción de la población y 
desatiendan a grupos mayoritarios en situación de escasez. 
 Acceso a información.- Todas las personas tienen derecho a solicitar, recibir y difundir 
información relativa al agua. 
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El sistema hídrico lamentablemente es vulnerable en asuntos de corrupción, por tal motivo 
se puede decir que esta circunstancia dificulta los mecanismos de rendición de cuentas y 
comunicación adecuada, tomando en cuenta que persiste la falta de competencia y de 
participación ciudadana, así como también por el monto de recursos involucrados. “Se ha 
estimado que la corrupción podría acrecentar el costo del cumplimiento de la meta 7.c de los ODM en 
casi 50 mil millones de dólares, encareciendo el precio de conexión a la red de agua potable en un 30% 
en los países en vías de desarrollo”  (Bautista, “El derecho humano al agua y Saneamiento frente a los 
objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)”, CEPAL- Colección documentos de proyectos Naciones 
Unidas, 2013, pág. 49) 
En general una realidad que atenta a los pueblos de la región es son los sectores más 
empobrecidos los que disponen de los niveles más bajos del servicio y agua de calidad inferior, 
y son, por otra parte, los que pagan más caro el consumo de agua. Se ha llegado a estimar que 
estos sectores llegan a pagar una media de 12 veces más por litro de agua que los que disponen 
de una fuente municipal. 
Por su parte, el aseguramiento del Derecho Humano al Agua en las condiciones 
previamente expuestas genera en  los Estados a  tres tipos de obligaciones que demandan de 
ellos diferentes formas de acción “respetar, proteger y cumplir”. ( Observación General Nº 15 
párrafo 20) 
Obligación de Respeto: 
 
La obligación del respeto compromete a los Estados a abstenerse de realizar todo acto 
que deniegue o restrinja el acceso al agua en condiciones de igualdad, contaminar el agua, 
limitar el recurso ilegítimamente. Eso incluye, entre otros, el deber de no incurrir en cualquier 
práctica o actividad que obstaculice o limite el acceso igualitario al agua adecuada, de no 
interferir arbitrariamente en los mecanismos consuetudinarios o tradicionales para el suministro 
de agua y de no mejorar la calidad de  las fuentes de agua. 
Obligación de Protección: 
Esta obligación exige que los Estados, impidan que terceros menoscaben de cualquier 
manera el derecho al agua, para lo cual debe establecer medidas jurídicas, políticas y 
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administrativas para impedir que eso suceda, e inclusive prever medidas de investigación, 
sanción y reparación, si se viola el derecho de disfrute del agua.  
Proteger implica, así, diseñar y poner en práctica medidas regulatorias tendientes a 
evitar que esos terceros denieguen el acceso igualitario al agua potable y contaminen o exploten 
en forma no equitativa los recursos hídricos, con inclusión de las fuentes naturales, los pozos y 
otros sistemas de distribución de agua. 
Específicamente, si los servicios de agua potable son manejados o controlados por 
terceros, los Estados tienen que evitar que éstos comprometan el acceso igualitario a suficiente 
agua de calidad. 
Para contrarrestar esos abusos resulta urgente que se establezca un sistema regulatorio 
efectivo de conformidad con el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC), que incluya monitoreo independiente, participación de los usuarios, e 
imposición de penalidades por incumplimiento.  
En este punto resulta importante señalar que en el Ecuador la empresa: 
 “wáter Service  Interagua ha cometido graves infracciones e incumplimientos tales 
como: distorsión en la estructura de tarifas, ineficiencia en el proceso de 
distribución del agua que distorsiona los costos y encarece las tarifas, baja 
inversión de fondos propios, multas por incumplimiento por parte de la 
concesionaria, cobros excesivos por alcantarillado, bajo porcentaje de tratamiento 
de aguas servidas”. (Buitrón, 2009, pág. 144) 
Sin embargo el Estado Ecuatoriano continúa renegociando el contrato de concesión. 
 La obligación de Cumplimiento 
La obligación de cumplir requiere que los Estados adopten medidas, que permitan el 
goce y ejercicio del derecho, lo cual implica inclusive el diseño de planes, programas y políticas 
públicas dirigidas al pleno ejercicio del derecho. Esta obligación comprende, entre otras cosas, 
la necesidad de reconocer en grado suficiente este derecho en el ordenamiento político y 
jurídico nacional, de preferencia mediante la aplicación de las leyes; adoptar una estrategia y un 
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plan de acción nacionales en materia de recursos hídricos para el ejercicio de este derecho; velar 
por que el agua sea asequible para todos; y facilitar un acceso mayor y sostenible al agua, en 
particular en las zonas rurales y las zonas urbanas desfavorecidas. 
El artículo 44, la Observación General Nº 15 plantea ejemplos concretos de violaciones 
del derecho humano al agua, en base a la clasificación de obligaciones del Estado. Con respecto 
a la obligación de respetar los ejemplos son "i) la interrupción o desconexión arbitraria o 
injustificada de los servicios o instalaciones de agua; ii) los aumentos desproporcionados o 
discriminatorios del precio del agua; y iii) la contaminación y disminución de los recursos de agua en 
detrimento de la salud del ser humano. 
Las violaciones del derecho humano al agua, en base a la obligación de proteger implican "i) 
no promulgar o hacer cumplir leyes que tengan por objeto evitar la contaminación y la 
extracción no equitativa del agua; ii) no regular y controlar eficazmente los servicios de 
suministro de agua; iii) no proteger los sistemas de distribución de agua (por ejemplo, las redes 
de canalización y los pozos) de la injerencia indebida, el daño y la destrucción. 
Por último la obligación de cumplir, al no ser respetada implicaría violaciones del 
derecho humano al agua como "i) no adoptar o ejecutar una política nacional sobre el agua 
encaminada a garantizar a todos el derecho al agua; ii) asignar fondos insuficientes o asignarlos 
en forma incorrecta, con el resultado de menoscabar el disfrute del derecho al agua por personas 
o grupos, especialmente los vulnerables o marginados; iii) no vigilar el grado de realización del 
derecho al agua a nivel nacional, por ejemplo estableciendo indicadores y niveles de referencia; 
iv) no adoptar medidas contra la distribución no equitativa de las instalaciones y los servicios de 
agua; v) no establecer mecanismos de socorro de emergencia; vi) no lograr que todos disfruten 
del derecho al agua en el nivel mínimo indispensable; vii) el hecho de que un Estado no tenga 
en cuenta sus obligaciones jurídicas internacionales con respecto al derecho al agua al concertar 
acuerdos con otros Estados o con organizaciones internacionales. 
En efecto la Observación General Nº 15 sobre el derecho al agua marcó un importante 
giro en la consideración que la mayoría de los actores globales involucrados en la toma de 
decisiones sobre la gestión de los recursos hídricos venía llevando adelante a partir del marco 
mercantilista establecido y promovido a partir de la Declaración de Dublín. 
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Es necesario mencionar que este hecho positivo tuvo una contraparte que dificultó su 
aplicación y las Observaciones Generales son interpretaciones del Pacto, lo que no las hace 
vinculantes. 
1.10. Declaración del Agua como Derecho Humano (Resolución sobre derecho 
humano al agua y el saneamiento A/64/L.63/Rev.1) 
La Asamblea General de las Naciones Unidas verificó que el cumplimiento de varios 
derechos humanos no puede ser posible sin el derecho humano al agua, es así que “el 28 de julio 
de 2010 mediante Resolución 64 la ONU con 122 votos, a favor ninguno en contra y 41 abstinencias”5, 
se reconoció el derecho humano al agua. 
La Resolución  menciona que existen “aproximadamente 884 millones de personas carecen 
de acceso a agua potable y más de 2.600 millones de personas no tienen acceso a saneamiento básico, y 
alarmada porque cada año fallecen aproximadamente 1,5 millones de niños menores de 5 años y se 
pierden 443 millones de días lectivos a consecuencia de enfermedades relacionadas con el agua y el 
saneamiento” ( Organización de las Naciones Unidas), por lo tanto, señala que es responsabilidad de 
los Estados el promover y proteger todos los derechos humanos, que son universales, 
indivisibles, interdependientes y están relacionados entre sí; e impulsa a los Estados y las 
organizaciones internacionales a que provean recursos financieros y propicien el aumento de la 
capacidad y la transferencia de tecnología por medio de la asistencia y la cooperación 
internacionales, en particular a los países en desarrollo, a fin de intensificar los esfuerzos por 
proporcionar a toda la población un acceso económico al agua potable y el saneamiento. 
La resolución tomando en cuenta el compromiso contraído por la comunidad 
internacional de cumplir plenamente los Objetivos de Desarrollo del Milenio y destacando, en 
este contexto, la determinación de los Jefes de Estado y de Gobierno, expresada en la 
Declaración del Milenio17, de reducir a la mitad para 2015 el porcentaje de personas que 
carezcan de acceso a agua potable o no puedan costearlo y, según lo convenido en el Plan de 
Aplicación de las Decisiones de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible (“Plan de 
Aplicación de las Decisiones de Johannesburgo”) reducir a la mitad para 2015 el porcentaje de 
personas que no tengan acceso a servicios básicos de saneamiento, 
                                                     
5
 Entre los países que se abstuvieron fueron Cánada Reino Unido y Estados Unidos, argumentando que 
la Resolución no define el alcance del nuevo derecho humano  
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  De la revisión efectuada al documento oficial de la Asamblea General, de la 108ª. 
Sesión Plenaria, se verifica que Bolivia fue el Estado promotor para que la Asamblea General de 
la ONU, reconozca el derecho humano al agua, instituyendo un llamado a la comunidad 
internacional para que respalde esta iniciativa, consecuentemente apoya los Objetivos del 
Desarrollo del Milenio, para comprometer a los Estados a incrementar sus esfuerzos a fin de 
cumplir con las garantías de acceso al agua potable.  
La inserción del derecho humano al agua entre los demás derechos humanos, obliga a 
los Estados a que contemplen dentro de su normativa interna este derecho, de esta manera exige 
los Estados a cumplir con el acceso al agua y saneamiento, garantizando y facilitando los 
medios para su ejercicio en toda su dimensión, para que estos a su vez aporten económicamente 
y garanticen el consumo mínimo de manera gratuita.  
La declaración constituye la culminación de los esfuerzos de la comunidad internacional 
en relación a la urgencia de los seres humanos a tener acceso a los recursos hídricos del 
territorio que habita, proporcionando los instrumentos necesarios a los Estados, para que lleven 
a cabo la ejecución de medidas suficientes, para hacer efectivo el goce de este derecho.  No 
obstante resulta inconcebible que a pesar de este, 
“abanico de objetivos, declaraciones, conferencias y comentarios  hoy en día el 
negocio del agua emerge como uno de los más rentables y lucrativos; actualmente 
la comercialización y mercantilización del agua –oro líquido del milenio– se 
encuentra en manos de las grandes multinacionales y de entidades como el Consejo 
Mundial del Agua, el Banco Mundial y la Organización Mundial del Comercio, y 
las multinacionales del agua, desconociendo el carácter social y cultural de este 
bien”  (Becerra, 2006, pág. 2) 
 
Es lamentable indicar que existen varios Estados que han hecho caso omiso de este 
reconocimiento, lo cual se evidencia en los índices de diversos organismos con respecto al 
acceso al agua potable y saneamiento, dando como resultado altas tasas de mortalidad y 
desnutrición, y las consecuencias que las mismas acarrean, sin mencionar la violación de los 
derechos humanos.  
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Enfoque 
De lo expuesto se concluye que, si tanto en el Ecuador como en la comunidad 
internacional no se implantan las correspondientes garantías para confrontar la violación del 
derecho humano al agua y asegurar su acceso creando los instrumentos correctos y una 
regulación que garantice este derecho, la Declaración  de la ONU del acceso al agua como 
derecho humano no será otra cosa que un documento más que será reemplazado por los 
intereses económicos y políticos de quienes tengan el poder a su cargo. 
En tanto que paulatinamente en la Organización de las Naciones Unidas se ha venido 
planteando el concepto  de “conservación del medio ambiente” no obstante a nivel político ha 
ocultado  las verdaderas intenciones de cada país por el uso de los recursos naturales, en este 
contexto es obligación del Estado Ecuatoriano generar una legislación coherente con verdadero 
desarrollo sustentable, soberano de sus recursos hídricos, que permita la defensa del mismo y de 
sus habitantes. Pues los esfuerzos de los seres humanos por optimizar el medio ambiente en el 
que vive y engrandecer su calidad de vida, devienen de la disponibilidad del agua,  de la calidad 
de la misma, de la relación directa con la salud pública. 
Es decir, se requiere de una visión del uso y aprovechamiento del agua fundada en el 
reconocimiento expreso del derecho humano al agua donde todos los seres humanos tengan 
garantizado un acceso seguro a una cantidad de agua suficiente y de calidad, para satisfacer, por 
lo menos, las necesidades básicas de consumo humano, salud, higiene y producción de 
alimentos, en la que se mantenga al agua como un bien social y patrimonio común, que no se 
convierta en una mercancía reservada al beneficio económico de las empresas privadas, al 
alcance de quienes tienen capacidad de pagarla.  
Seguidamente es necesario destacar que, si bien es cierto los instrumentos 
internacionales de las Naciones Unidas aun no excluye la inequidad en la distribución del agua, 
ni tampoco elimina el libre comercio del agua, puesto que sin lugar a duda es un proceso que 
aún está en marcha por parte de las empresas transnacionales, pero ha servido como una 
herramienta de lucha para que en el mundo, se desarrollen procesos de resistencia y 
reivindicación del derecho al agua. 
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TÍTULO II 
CONSTRUCCIÓN SOCIAL DEL DERECHO AL AGUA EN 
ECUADOR Y AMÉRICA LATINA  
 
Según se deriva del análisis efectuado anteriormente, es en la década de los setenta del 
siglo anterior donde se comienza a debatir el tema del agua como un derecho humano 
fundamental. Esta tesis progresista dirigida al reconocimiento de este derecho se contrapone con 
concepciones aun presentes en la actualidad que miran a los recursos hídricos como un objeto 
susceptible de apropiación en el mercado.  
Por tal razón, es a partir de la creación de la Observación General No. 15 emitida por el 
Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales (PIDESC) que se abre el escenario para 
que la comunidad internacional comiese a debatir la problemática del agua como un tema de 
trascendental importancia para el mundo entero. En este marco la tendencia apunta por el 
reconocimiento del agua como un derecho humano y una  pre-condición indispensable para 
alcanzar otros derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales, colectivos y difusos.  
Cabe resaltar que la discusión en torno al tema del agua, también ha formado parte de la 
agenda de los Estados, la sociedad civil y otros actores interesados en el manejo y la gestión del 
agua en la región de América Latina. Zona que se ha caracteriza por mantener importantes 
reservas de agua dulce, y que a pesar de ello no se ha realizado un manejo adecuado del agua. 
Existen datos que dan cuenta que el continente latinoamericano es el de mayor injusticia 
en el uso y acceso al agua. A pesar de que esta región posee mayor cantidad de agua por persona 
que el resto del mundo, “ochenta millones de latinoamericanos no tienen acceso a este  recurso”. 
(Garbay, 2008, pág. 12) 
Para mayor detalle, según la información existente se demuestra que Latinoamérica es 
el continente que, a pesar de poseer las mayores reservas de agua dulce, es el lugar donde 
persisten los mayores niveles de injusticia e inequidad. 
En relación al consumo, también se presentan notables diferencias entre las personas de esta 
región en relación a las del resto del planeta. “Mientras una persona en Latinoamérica consume un 
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promedio de 20 litros por día en Europa puede llegar a 213, mientras un estadounidense puede superar 
los 600 litros diarios”  (http//www.infoforhealth.org/prs/sm14dsum.shtml) 
  “En las últimas décadas se han implementado en la región Latinoamericana procesos 
de ajuste estructural impulsados por las instituciones multilaterales de crédito como el Banco 
Mundial (BM) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), en cooperación con agencias 
gubernamentales como la Cooperación Técnica Alemana (GTZ), mediante planes de 
endeudamiento público en los cuales los gobiernos incluyeron el impulso a procesos 
privatizadores, reformas a los marcos jurídicos nacionales y a la institucionalidad del sector 
público, mediante la transferencia al sector privado de los sistemas de agua potable y 
saneamiento ambiental, así como de los sistemas de riego y de generación hidroeléctrica a 
través de diferentes modalidades que fueron, desde la venta directa de las empresas públicas, 
pasando por procesos de concesión y tercerización para la prestación de los servicios públicos, 
hasta los denominados asocios públicos privados, cuyos gobiernos han llegado a establecer los 
“mercados de aguas, la racionalización en el uso del recurso y la transferencia de los derechos 
de aguas hacia nuevos actores, como las corporaciones y empresas multinacionales” (Santos & 
Valdomir, “Si nos quitan el agua” Informe del Derecho al Agua en América Latina Amenazas y 
Alternativas”, 2008, pág. 20) 
En efecto, las políticas económicas, comerciales, medioambientales, sociales y 
sanitarias, en la región han reducido el acceso al agua, anteponiendo su valor como mercancía y 
la inserción de este recurso en la ola de la liberalización y privatización, estos procesos de 
implementación de políticas neoliberales han contemplado la mercantilización de los servicios 
de agua potable y de riego, limitando considerablemente el acceso a este bien vital, lo cual ha  
provocado, 
“la contaminación del agua por cuenta de las empresas mineras, la carencia de 
instalaciones sanitarias, las enfermedades derivadas de su consumo, la afectación 
de comunidades afro descendientes y de los territorios ancestrales de los pueblos 
indígenas, destinados a desaparecer, no como la Atlántida en un acto caprichoso de 
la naturaleza, sino a consecuencia de la construcción de hidroeléctricas y la 
ejecución de otros megaproyectos, develan la existencia de la denominada “guerra 
por el agua” como un escenario en el cual se han visto involucradas numerosas 
poblaciones y comunidades locales que se resisten al desconocimiento del agua 
como derecho humano fundamental, precisamente porque ésta, como fuente de vida, 
no puede ser sometida al libre juego de los intereses de un mercado globalizado”. 
(Becerra, 2006, pág. 2) 
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Estos acontecimientos en la mayoría de los países de la región, en mayor o menor 
medida ha ocasionado el desarme de la institucionalidad pública del agua potable y 
saneamiento, el despido de trabajadores, la estigmatización de los servicios públicos y de las 
organizaciones sindicales, pero sobre todo la marginación de millones de personas al agua 
potable, saneamiento y riego para la producción de alimentos. 
Los sistemas de mercantilización y privatización del agua en América Latina, son cada 
vez más frecuentes y complicados, ya que existen tratados de libre comercio por medio del cual 
él, “agua se convierte en un servicio ambiental incorporado bajo un mecanismo de libre mercado 
incluyendo los servicios del agua potable y saneamiento, la conservación de los ecosistemas asociados al 
ciclo hidrológico, el mismo ciclo hidrológico, la conservación de cuencas; o mediante el lucrativo 
negocio del embotellamiento de agua, o la exportación de agua a través de cultivos agrícolas”.  
(Becerra, 2006, pág. 58) 
Como consecuencia de esta modelo privatizador, las organizaciones sociales sindicatos, 
indígenas, de derechos humanos, organizaciones comunitarias que manejan sistemas de agua, 
ecologistas, de diferentes partes de la región se han organizado en defensa del agua como un 
derecho humano, generándose como resultado de este proceso de movilización de lucha en 
defensa del libre acceso al agua, transformaciones políticos, logrando modificar los marcos 
jurídicos nacionales mediante reformas constitucionales, de leyes, de la institucionalidad 
pública, provocando inclusive la reversión de empresas privatizadas al Estado. 
  
“Articulaciones de sindicatos han permitido crear sinergias en la región, un 
ejemplo de ello es el Consejo Permanente de Sindicatos Andinos del Agua en donde 
sindicatos de las empresas de agua de Venezuela, Colombia, Ecuador, Perú y 
Bolivia desde 2004 se han juntado para apoyar procesos de lucha contra la 
privatización, para impulsar el derecho humano al agua y a su manejo por manos 
públicas, junto con la defensa de los derechos laborales.  
Existen otras articulaciones sindicales en Centroamérica en donde en marzo de 
2009 se han conformado como Sindicatos Centroamericanos del Agua y está en 
marcha el proceso de articulación de los Sindicatos del Cono Sur. Los sindicatos de 
agua de Chile han decidido impulsar la recuperación y nacionalización del agua en 
el país, éstos han iniciado procesos de asocio público entre empresas de la región, 
para establecer alianzas y acuerdos de cooperación para la mejora del servicio de 
agua, están en marcha cuatro procesos: Huancayo, Arequipa, Cusco en Perú, y 
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Potosí en Bolivia entre las empresas públicas y sus pares de Uruguay y Argentina, 
Obras Sanitarias del Estado (OSE) de Uruguay, y Aguas Bonaerenses S.A. (ABSA) 
de Argentina, con el firme impulso de las organizaciones sindicales como la 
Federación Nacional de Trabajadores del Agua Potable y Alcantarillado de Perú 
(FENTAP), la Federación de Funcionarios de Obras Sanitarias del Estado 
(FFOSE) de Uruguay y del Sindicato de Obras Sanitarias de Buenos Aires (SOSBA) 
de Argentina. Otra importante iniciativa es la creación de la Plataforma de 
Acuerdos de Cooperación Pública y Comunitaria en marzo de 2009 en Paso 
Severino-Uruguay, que agrupa a redes, sindicatos, operadores para promover el 
fortalecimiento de las empresas públicas y las alianzas entre empresas de la región 
para mejorar los servicios públicos. (Buitrón, 2009: 17-21). 
Exigibilidad del agua como un Derecho Humano  
Habitualmente cuando se habla de exigibilidad de los derechos, tiene que ver con la 
característica por la cual, es posible pedir ante jueces y tribunales el cumplimiento de un 
derecho y la reparación en el caso de violación del mismo. Sin embargo, los procesos de 
exigibilidad no se han limitado solamente al ámbito jurídico. De hecho al reconocimiento legal 
de cualquier derecho, anteceden importantes procesos sociales que llevan a la discusión pública 
de un derecho otorgándole también un carácter político.  
Con este antecedente, es importante mencionar que las distintas reformas 
constitucionales que plasmaron el derecho humano en los Estados de la región constituye el 
fruto de la lucha de distintos actores como movimientos sociales, indígenas, campesinos y 
usuarios del agua, para alcanzar el reconocimiento de este derecho en los ordenamientos 
jurídicos de los Estado. En este sentido, amplios sectores sociales y comunitarios coinciden en 
sostener que el agua es un bien para la paz entre los pueblos, y un componente fundamental de 
los ecosistemas que no puede ser privatizado, pues es un derecho humano fundamental no es 
sujeto a negociaciones. En este sentido es importante señalar varias experiencias a nivel 
nacional y regional de la legalización de los derechos al agua. 
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2.1. En  Venezuela 
 
Venezuela en el año 1999 dentro del marco constitucional se convierte en un Estado 
iniciador de cambios que dieron lugar a una reforma política con implicaciones administrativas. 
Estos cambios se han fundamentado en la promoción y establecimiento de la participación 
ciudadana como política de Estado en todos los ámbitos sociales y en especial en el de la 
gestión ambiental.  
Este  enfoque social de los recursos hídricos de país, se consolidó con la Ley de Aguas de 2007 
declarándose el agua como un bien público y esencial para la vida, así como un bien para el 
desarrollo y la erradicación de la pobreza. De tal manera que se establece la importancia del 
agua como un componente fundamental de los ecosistemas que no podrá ser privatizado, ya que 
es un derecho humano fundamental no negociable.  
El saneamiento ambiental contiene el tratamiento y disposición final de residuos sólidos en 
manos públicas. Se efectúan importantes avances en la participación ciudadana con las mesas 
técnicas de agua
6
. 
Las comunidades organizadas alrededor de las mesas técnicas de agua propician una 
nueva cultura en cuanto al uso y consumo del agua. Las personas tienen mayor acceso al 
servicio y mejoran su calidad de vida. Un ejemplo ha sido la Comunidad de Cupo, en el 
Municipio Zamora del estado Miranda, que gracias al esfuerzo mancomunado del pueblo y la 
empresa hidrológica, lograron poner en funcionamiento un nuevo acueducto que sustituyó al 
viejo pozo de aguas no apto para el consumo humano por su alto contenido de hierro. 
En la actualidad, se han constituido alrededor de 1461 Mesas Técnicas de Agua en el territorio 
nacional, y a través de éstas, se han formado 197 cooperativas de trabajo comunitario. Esto ha 
incrementado la participación de una gran cantidad de personas, quienes hacen uso de estos 
espacios, para satisfacer sus problemas y los de su comunidad. 
                                                     
6
 Los sectores de bajos recursos de la ciudad de Caracas, desde hace diez años, se han organizado con el 
objetivo de resolver los problemas relacionados con el servicio de agua potable y saneamiento. De esta 
iniciativa, surgieron las llamadas: Mesas Técnicas de Agua: instancias organizativas integradas por 
miembros de una comunidad específica, para diagnosticar conjuntamente con los técnicos de las 
empresas hidrológicas las deficiencias estructurales en la distribución del agua.  
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2.2. En Uruguay  
En Uruguay en el año 2002 se conformó la Comisión Nacional en Defensa del Agua y 
de la vida (en adelante CNDAV), organización integrada por cincuenta organizaciones sociales, 
entre las que están agrupaciones sindicales, de usuarios del agua, ambientalistas, etc.  
La Comisión en Defensa del Agua y de la Vida se constituye como una organización 
destinada a la protección y defensa del agua en Uruguay, por tal situación sus primeras luchas 
estuvieron encaminadas a realizar actos de protesta pública en contra del gobierno Uruguayo, 
debido a la firma de la Carta de Intención con el Fondo Monetario Internacional en la que se 
comprometía extender a todo el país la privatización de los servicios de agua potable y 
saneamiento pues la estrategia del Banco Mundial  en el año 2002, para las empresas públicas 
en Uruguay quedaría documentada de la siguiente manera:  
"Intentos pasados de privatizar estas empresas han encontrado oposición del 
público. Por lo tanto la estrategia elegida ha sido la de abrir gradualmente estos 
mercados a la competencia entre actores públicos y privados a través de 
concesiones, licencias y otros acuerdos contractuales” (Santos & Valdomir, “Agua 
Construcción social de un derecho humano” Plataforma Interamericana de 
Derechos Humanos Democracia y Desarrollo Capítulo Uruguay, 2006, pág. 13) 
Uno de los objetivos planteados en la denominada Carta de Intención del 2002 
establecía en su parte pertinente lo siguiente, “abrir a la iniciativa privada actividades que 
previamente habían permanecido en el sector público”, así como también, establecía la reducción de 
los controles a gobierno Uruguayo, 
“sobre el sector agua con el fin de facilitar el ingreso de inversores privados, 
incluyendo un cronograma enviado al parlamento con los pasos para aplicar un 
nuevo marco regulatorio, la introducción de nuevos controles y estándares de 
calidad que facilitarán la inversión de privados en el sector que debería realizarse 
por decreto del Poder Ejecutivo en una fecha determinada y también establecía la 
fecha en la que debían abrirse las ofertas para la participación del sector privado 
en plantas de tratamiento de residuos sanitarios” (Santos & Valdomir, “Agua 
Construcción social de un derecho humano” Plataforma Interamericana de 
Derechos Humanos Democracia y Desarrollo Capítulo Uruguay, 2006, pág. 13 y 
14) 
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Es decir que el Fondo Monetario Internacional, fue el que se encargó que el gobierno 
uruguayo comprometa la participación privada en el sector agua en la firma de una carta de 
intención. Este compromiso sirvió de garantía para el pago de la deuda externa Uruguaya. 
 El proceso de privatización se inició en primer lugar con la presencia de la 
multinacional francesa Suez, y luego prosiguió con la privatización de la multinacional española 
Aguas de Bilbao, dejando como en la mayoría de los casos de la región resultados negativos. 
En lo social, se dejó de lado a varios sectores en el acceso al agua potable por no poder 
cubrir el precio del servicio. Y desde el aspecto económico financiero, las negociaciones no 
favorecieron al Estado uruguayo. Puesto que las empresas no cumplieron con los cronogramas 
de obras previstos en los contratos, además  no hicieron efectivo el pago de los cánones 
previstos.  
Y desde el punto de vista ambiental, la empresa Aguas de la Costa (subsidiaria de Suez) 
fue responsable de la desecación de la Laguna Blanca, la que utilizaban como fuente para el 
consumo humano.  
Con la finalidad de contrarrestar la problemática del acaparamiento y la privatización 
del agua en Uruguay, los movimientos sociales agrupados en  la “Comisión Nacional en Defensa 
del Agua y de la Vida”, impulsaron un proceso participativo (recogimiento de firmas) con miras a 
lograr una reforma constitucional que reconozca al agua como un bien común y su acceso como 
un derecho humano. 
En este marco, en el 2003, la CNDAV presentó al Parlamento uruguayo, 283 mil firmas 
necesarias para la realización del plebiscito, que se concretó un año después. Al respecto, el 
sistema electoral uruguayo sostiene que una “reforma constitucional de iniciativa ciudadana deba 
contar con el apoyo del 10% del electorado para ser elevada luego a la consideración de toda la 
ciudadanía, en conjunto con las elecciones nacionales (legislativas y presidenciales)”. (Santos & Virreal, 
Por un Modelo Público de Agua - Triunfos, luchas y sueño“Uruguay: La democracia directa en la 
defensa del derecho al agua”. Redes Amigos de la tierra Uruguay, 2005, pág. 2) 
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Consecuentemente, el 31 de octubre del 2004, con más del 60 por ciento de los votos, el 
pueblo uruguayo aprobó la reforma constitucional que sienta las bases para que la gestión de los 
recursos hídricos sea de carácter público y se base en criterios de participación social y 
sustentabilidad. Al respecto el artículo 47 de la Constitución uruguaya en su parte pertinente 
establece lo siguiente: 
"El agua es un recurso natural esencial para la vida. El acceso al agua potable y el 
acceso al saneamiento, constituyen derechos humanos fundamentales”  (Santos & 
Virreal, Por un Modelo Público de Agua - Triunfos, luchas y sueño“Uruguay: La 
democracia directa en la defensa del derecho al agua”. Redes Amigos de la tierra 
Uruguay, 2005, pág. 27) 
Lamentablemente este logro fue opacado, el 20 de mayo de 2005, año en el cual el 
poder ejecutivo, representado por el presidente Tabaré Vázquez, emitió un Decreto en el que se 
interpreta el texto de la Reforma Constitucional aprobada el 31 de octubre de 2004.  
El mismo establecía que “las empresas privadas que prestan servicios de agua potable a 
partir de concesiones pueden continuar operando hasta la finalización de los contratos. De forma 
extraña esta  situación  favorecía a las empresas que estaban situadas en el departamento de 
Maldonado las multinacionales “URAGUA (subsidiaria de la española Aguas de Bilbao) y Aguas de 
la Costa (subsidiaria de la francesa Suez)” (Santos & Virreal, Por un Modelo Público de Agua - 
Triunfos, luchas y sueño“Uruguay: La democracia directa en la defensa del derecho al agua”. Redes 
Amigos de la tierra Uruguay, 2005), sin embargo los movimientos sociales se movilizaron y 
lograron que el Estado Uruguayo cancele el contrato de Aguas de Bilbao.  
El desafío que actualmente tiene el pueblo uruguayo, a partir de la reforma 
Constitucional es que el poder ejecutivo se responsabilice de garantizar el derecho humano al 
agua, puesto que su labor  debe  estar encaminada a neutralizar la permanencia de las empresas 
multinacionales del agua, que privatizan los servicios, y discriminan a cierto sector de la 
población, los cuales enfrentan serios problemas frente al acceso y la calidad del servicio de 
agua potable. 
 
Adicionalmente el éxito de los movimientos sociales que lograron recuperar los servicios 
de agua del sector privado de nuevo a lo público debe ir encaminado a un nuevo planteamiento 
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para transformar la gestión pública del agua para que realmente permita cumplir el derecho 
humano que implica. 
2.3. En Bolivia 
Al igual que en los otros países de la región, en Bolivia durante los años noventa se 
impulsaron medidas neoliberales que conllevaron a la privatización de algunas sectores del 
Estado entre ellos el agua. 
Es así que en Bolivia en particular Cochabamba desde 1967 a 1999  los servicios de 
agua potable y saneamiento habían sido prestados por una empresa municipal, pero el sistema 
estaba afectado por malos resultados y bajas tasas de cobertura. En 1997, sólo el 57% de los 
residentes estaban conectados a la red y los servicios se encontraban disponibles sólo una o dos 
veces por semana en la mayor parte de la ciudad. En 1998 Banco Mundial ofreció un préstamo a 
Bolivia de “25 millones de dólares para mejorar su infraestructura de agua potable, pero exigió una 
reforma en el sistema de su prestación que contemplara la participación privada. (Bautista, “El derecho 
humano al agua y Saneamiento frente a los objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)”, CEPAL- 
Colección documentos de proyectos Naciones Unidas, 2013, pág. 16) 
Ya en el año 1999 el Servicio de Agua Potable y Alcantarillado (SEMAPA) firmó un 
contrato de concesión con el Consorcio “Aguas del Tunari”, con capital mayoritariamente 
extranjero. El contrato de concesión suponía la entrega de los servicios de agua potable y 
alcantarillado y la ejecución de un proyecto para provisión de agua de riego y generación de 
electricidad (Proyecto Misicuni). 
El acuerdo daba a la compañía el control del servicio a través de la red, derechos de agua en la 
zona y un retorno garantizado sobre la inversión. A cambio, la compañía asumía el compromiso 
de proveer los servicios a los consumidores existentes, ampliar el sistema de abastecimiento 
bajo la dirección de la autoridad reguladora y propender al logro de pautas de accesibilidad, 
eficiencia y equidad. 
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La negociación entre SEMAPA y Bechtel
7
, consistía en dotar de agua potable para la ciudad y 
que los servicios de dotación de agua sea de un elevado costo para la gente de escasos recursos.  
Según Salzman: 
 “Aguas del Tunari había estructurado la tarifa de agua potable en función del 
principio de recuperación total de costos, lo que llevó a un aumento tarifario del 
35% que llegó al 200% para algunos consumidores de modo de viabilizar la 
inyección de fondos necesaria para mejorar la infraestructura y sufragar las deudas 
de la empresa”  (Bautista, “El derecho humano al agua y Saneamiento frente a los 
objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)”, CEPAL- Colección documentos de 
proyectos Naciones Unidas, 2013, pág. 16) 
El Banco Mundial en su rol de vigilante de la economía boliviana en el Resumen 
Ejecutivo Revisión del gasto Público de junio de 1999 señalo que: 
“Ningún subsidió público será otorgado para paliar el incremento de aguas en 
Cochabamba, las cuales deben reflejar el costo pleno de provisión por el Proyecto 
Múltiple Misicuni”   (Word Bank, 1999) 
Es decir, que aun considerando que el proyecto Misicuni era un proyecto que acarreaba 
un alto costo para los consumidores,  pues el Banco Mundial exigía que el valor del agua de 
Misicuni sea pagado por la gente que carece de recursos económicos, sin opción a que el 
gobierno pueda subsidiarlo. 
Este proyecto evidentemente se tropezó con la oposición de las comunidades peri-
urbanas y rurales que tenían conceptos arraigados del derecho de uso del agua, los cuales 
impidieron que Bechtel tomara control de estos sistemas. 
Aún a pesar de la resistencia y oposición campesina, casi al mismo tiempo el gobierno 
promulgó la Ley de Servicio de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario (Ley 2029), por la cual 
se proveía de un marco legal que permitía operaciones de Aguas del Tunari. 
                                                     
7
 Bechtel empresa multinacional que firmó un contrato con Hugo Banzer, presidente electo y antiguo 
dictador de Bolivia, para privatizar el servicio de suministro de agua a la tercera más grande ciudad 
boliviana, Cochabamba. El contrato fue oficialmente conseguido por una empresa denominada (proyecto 
Misicuni) 
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Esta Ley posibilitaba la concesión o monopolios en la dotación de agua en una 
determinada región, imponiendo que se conecten a la red de concesionarios las fuentes de 
provisión de agua (cooperativas, pozos, etc.).  
Esta nueva legislación ponía en crisis la utilización del agua por parte de pobladores 
urbanos, pero también de los del campo que habían construido con sus recursos gran parte de 
los sistemas de riego. Adicionalmente, al poco tiempo de que el consorcio internacional 
comenzó a operar, las tarifas del servicio de agua se elevaron considerablemente. 
La Ley reconocía que podía a ver distintitas formas de concesionarios y prestadores de 
servicios sin embargo los condicionamientos para la entrega de los contratos favorecía a las 
empresas que operan de conformidad a los criterios del mercado. Los contratos durarían 40 
años, en oposición a las comunidades las cuales se verían inmersas en engorrosos trámites de 
renovación de licencias de cada cinco años. Lo que se evidenciaba el favoritismo para las 
grandes empresas mercantiles, frente a la vulnerabilidad de los pequeños productores u/u 
operadores. 
Producto de múltiples consultorías financiadas por el Banco Interamericano de 
Desarrollo BID, y casi sin discusión ni conocimiento de muchos legisladores que lo aprobaron 
la ley entró en vigencia en noviembre de 1999 “provocando la ira y el rechazo contundente de los 
“regantes” y otros”. (Kruse, 2005, pág. 101) 
2.3.1.  La Guerra del  Agua 
 
Las voces de protesta e insatisfacción en Cochabamba se dieron en diversas 
organizaciones las cuales se aglutinaron primero en el llamado: 
 “Comité de Defensa del Agua, que fue el antecedente de lo que posteriormente 
sería la Coordinadora de Defensa del Agua y la vida, conformada por federaciones, 
sindicatos, juntas de vecinos, barrios de migrantes, etc. la inconformidad logró que 
se realice una alianza entre habitantes de la ciudad y de campo, movilizándose 
miles de personas entre enero y abril del 2000, quienes soportaron la fuerte 
represión militar y policial, que ocasionó la muerte de al menos una persona, 
mientras otras fueron heridas o detenidas”.  ( http:// 
WWWumss.edu.bo/Academia/centros/Ceplag/agua Manuel de la Fuente, la Guerra 
por el agua en Cochabamba: Crónica de una dolorosa victoria.) 
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Es importante destacar, que además de la movilización social se combinó con otro tipo 
de estrategias: la formación y participación de espacios de diálogo y propuesta, mecanismos de 
democracia directa, consulta popular, en este sentido es importante señalar lo que Omar 
Fernández señala: 
 “La guerra del Agua y la Coordinadora para la defensa del agua y de la vida, se 
convirtieron en escenarios donde la gente actuó no tanto de instrucciones desde 
arriba, sino de manera conjunta a partir de una iniciativa propia”. (Kruse, 2005, 
pág. 109) 
En general la suma de todas esas acciones logró el resultado esperado la terminación del 
contrato de concesión con “Aguas del Tunari”, y la reformulación de la ley 2029. 
Es así, que Bolivia se vuelve protagonista de uno de los procesos más importantes en 
defensa del agua, la denominada “Guerra del Agua” en Cochabamba en el año 2000, cuyo 
acontecimiento sienta las bases para resistencias  similares a lo largo del mundo en Sudáfrica, 
Ucrania, Eslovaquia, Filipinas, Indonesia, Argentina, Perú, Nicaragua y Uruguay  y en el 
Ecuador constituyó un precedente importante en los debates de la Asamblea Constituyente. “la 
potencialidad de este tipo de "conflictos" no tiene que ver sólo con la "desprivatización" del agua, sino 
con el empoderamiento de los actores que resisten” (Bartolomé, 1999), fue un llamado de atención 
para los organismos internacionales, los gobernantes nacionales y legisladores que han venido 
aprobando las leyes a favor de la privatización del agua. 
La guerra del agua expone los riesgos de una escasa prolijidad a los mecanismos de 
protección del Derecho Humano al agua, ya que al momento de celebrar una concesión, es 
deber del Estado precautelar y proteger a la población consumidora frente al proceder de los 
prestadores de los servicios y de las propias autoridades. La renta u/o venta garantizada, la 
inserción en el acuerdo de ejecución de un costoso proyecto adicional, y la carga de la deuda en 
moneda extranjera llevaron a aumentos de tarifas que hacían impagable los servicios para un 
gran número de pobladores y ese extremo resultó incompatible con el disposición de no 
discriminación que deviene de este derecho. 
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Reforma Constitucional 
 
Después de los acontecimientos y procesos socio políticos suscitados en Bolivia el 7 de 
febrero de 2009, luego de alcanzar un “61,43% de aprobación, contra un 38% que lo rechazaba” 
(Kruse, 2005, pág. 18).  Este país aprueba su nueva Constitución Política “tras un referéndum en el que 
participó un 90,24% del electorado”. ( Foro del Agua de las Américas Grupo Temático de Agua Potable 
y Saneamiento VI Foro Mundial del Agua , 2012)  Pág. 18. 
 
El marco constitucional abarca una gran cantidad de artículos referentes a los recursos 
hídricos a lo largo de las seis partes en que se subdivide, así como un capítulo específico sobre el agua en 
la cuarta parte.  
 
En la parte primera, sobre las “bases fundamentales del Estado, derechos, deberes 
y garantías” se encuentran los artículos 16 y 20 que reconocen el derecho humano 
al agua y al saneamiento; así como el carácter público y no lucrativo de los 
servicios de abastecimiento de agua potable y alcantarillado sanitario, impidiendo 
que los mismos puedan ser objeto de concesión o privatización, lo que se relaciona 
con los artículos 348 y 373 que establecen el carácter estratégico y público del agua 
y sus servicios conexos. 
 Además reconoce al agua como “un derecho fundamentalismo para la vida”. El Estado se 
compromete a promover el uso y acceso al agua sobre la base de los principios de solidaridad, 
complementariedad, reciprocidad, equidad, diversidad y sustentabilidad. Por otro lado, prohíbe 
las privatizaciones de los recursos hídricos y prohíbe las concesiones de estos recursos y de sus 
servicios. 
De las reformas enunciadas han continuado otros procesos de reformas constitucionales o de sus 
leyes en Colombia, Perú, Chile, Costa Rica y El Salvador. 
 Colombia frente al creciente proceso de privatización de los servicios de agua y 
saneamiento provocan situaciones de inequidad en el acceso a este bien, a fin de contrarrestar 
esta problemática varias organizaciones de usuarios, trabajadores, indígenas y 
medioambientales, conformaron varios Comités Nacionales de Defensa al Agua y de la Vida y 
lanzaron la iniciativa de realizar un referéndum para modificar la Constitución Nacional la 
propuesta de referéndum constitucional pretendía incluir en la Carta Política el acceso al agua 
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potable como un derecho humano, el mínimo vital gratuito, la obligatoriedad de la prestación de 
los servicios públicos por entidades del Estado y entidades comunitarias sin ánimo de lucro, la 
protección a los ecosistemas esenciales para el ciclo hídrico y el fortalecimiento de procesos 
organizativos en defensa del agua a nivel nacional. No obstante  dicha solicitud fue negada  por 
los miembros de la cámara al no alcanzar la mayoría calificada de la mitad más uno. 
Por su parte en Perú se lanzó en agosto del 2009 la campaña por el derecho humano al 
agua impulsando un referendo para conseguir su aprobación y en Chile el gobierno presentó una 
reforma a la ley de aguas en diciembre del 2009, fruto de la resistencia de diferentes 
organizaciones sindicales y ecologistas vienen planteando la nacionalización del agua. 
 
2.4. El Ecuador, procesos de privatización y proceso de Reforma Constitucional 
 
El proceso de privatización del agua en el Ecuador, se originó en décadas pasadas a 
través del monopolio y concentración del agua a favor de los grandes latifundistas, “herencia 
colonial de saqueo y despojo de la naturaleza,” (Buitrón, 2009, pág. 141), cuya actitud se mantiene y 
es preponderante, en razón de que los latifundistas son los que se benefician en gran magnitud 
de este recurso, perjudicando de tal manera a los pequeños productores, lo que ha ocasionado 
una distribución inequitativa del agua. En este punto cabe resaltar que en el Ecuador la 
distribución desigual deviene del Estado que han generado sistemas de riego, favoreciendo a los 
grandes terratenientes. 
 “La concentración del agua en pocas manos es notable. El Estado, a través de 
64.300 concesiones, ha entregado 2.240 m3/s de agua; un caudal superior en la 
realidad por la apropiación indebida del líquido vital. Las dos terceras partes de 
dicho caudal (74,28%) se registraron en el subsector eléctrico, con 147 
concesiones. El riego con 31.519 concesiones representa el 49,03% del total; es 
decir 19,65% del caudal. Las concesiones para el uso doméstico  del agua son 
numerosos, 21.281 (33,1%), pero representan apenas 1,22% del caudal 
concesionado.”  ( Acosta, A “Un derecho humano no es un negocio” ver 
http://inredh.net/index.php?option=com_content&view=article&id=339%3Aagua-
derecho-humano&Itemid=126) 
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La concentración del agua en el agro es notoria, el Estado ha beneficiado con varios 
sistemas de riegos a las tierras bajas en manos de grandes latifundistas. “Por ejemplo en el caso de 
Cuenca el 62% de los usuarios tiene solamente el 4% del agua y el 8% de la tierra, sin tomar en cuenta 
la zona de intervención del CREA y en el proyecto de riego Manuel J. Calle el 16 % de los usuarios 
tienen el 54% del agua y el 55% de la tierra.” (Buitrón R. , 2010) 
 
En el ámbito agropecuario, el uso del agua se concentra en el sector agroexportador 
cuyas exportaciones tienen un mayor contenido de agua de riego que la producción de alimentos 
para el mercado doméstico. Cabe decir que la producción de alimentos para consumo nacional 
se ha debilitado y que en el país inclusive se ha convertido en importador de algunos de ellos. 
Es decir los grandes consumidores, que no representan el 1% de unidades productivas, 
concentran el 67% del caudal. Mientras que la población campesina, sobre todo indígena, con 
sistemas comunales de riego, representa el 86% de los usuarios. Sin embargo, este grupo apenas 
tiene el 22% de la superficie regada y accede apenas al 13% del caudal. El acceso in equitativo 
al agua constituye una causa determinante de la inequidad social y máxima expresión del poder 
hegemónico.  
Otro ejemplo evidente es el de los “azucareros o las camaroneras, que pagan  un valor 
irrisorio por el agua utilizada. Los campesinos que cultivan arroz en la provincia del Guayas, por 
ejemplo, pagan un valor 120 veces superior por el acceso al agua del que pagan el ingenio San Carlos o 
la bananera REYBANPAC; los campesinos Toacazo en la provincia de Cotopaxi pagan 52 veces más y 
los de Licto en la provincia de Chimborazo pagan 35 veces más. Además estas grandes empresas se 
benefician del agua obtenida al margen de las disposiciones legales. Y hay por cierto concesiones 
desaprovechadas, pues los propósitos especulativos están a la orden del día”.  ( Acosta, A “Un derecho 
humano no es un negocio” ver 
http://inredh.net/index.php?option=com_content&view=article&id=339%3Aagua-derecho-
humano&Itemid=126) 
El caso de Esmeraldas es un referente que demuestra  la distribución preferencial por 
parte del Estado en la gestión del agua,  pues: 
 “Esmeraldas tiene una deficiente cobertura de agua potable que está en alrededor 
del 50%, sin tratamiento de aguas servidas, con una gestión administrativa 
deficiente que no es municipal sino dirigida por el Ministerio de Desarrollo Urbano 
y Vivienda (MIDUVI). Aun así los servicios en manos públicas marcan una 
diferencia fundamental con los servicios privatizados como los de las ciudades de 
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Guayaquil y Machala, deficientes en calidad de agua, cobertura, tarifas altas, falta 
de alcantarillado, etcétera  (Buitrón, 2009: 6)  
Por su parte el manejo del agua en el Ecuador se ha limitado casi exclusivamente al 
manejo de embalses, construcción de canales de riego, drenajes, obras de captación, sistemas de 
agua potable, y alcantarillado. Es decir, se han centrado en la provisión de agua para las 
diferentes actividades, concentradas en la cantidad de agua que se puede entregar a una 
determinada población o para una determinada actividad. 
Es notoria la escasa cobertura en sistemas de agua potable en el sector rural sobrepasa el 
60%, y aumenta el porcentaje cuando se habla de falta de cobertura en sistemas de saneamiento 
integral. Aunque la cobertura de agua potable en el sector urbano, ésta ha tenido un gran 
progreso en la últimos tiempos 
“Las grandes y medianas ciudades como Quito, Cuenca, Ambato e Ibarra han 
mejorado niveles de cobertura en agua potable y alcantarillado. Algunas de las 
consideradas mejores empresas de prestación de servicios de agua potable en 
Latinoamérica están en el Ecuador y además son públicas; entre ellas está la 
Empresa de Telecomunicaciones Agua Potable y Alcantarillado de la ciudad de 
Cuenca (ETAPA), que es un modelo de gestión en cuanto cobertura de agua 
potable, llega al 99%; un alto porcentaje en alcantarillado, sistemas de tratamiento 
de aguas y pionera en la protección de fuentes de agua; también la Empresa 
Municipal de Agua Potable y Alcantarillado de Quito (EMAAP-Q) sobrepasa el 
97% de cobertura de agua potable, y a ellas se suman empresas públicas que han 
logrado éxitos recientes en su servicio con índices muy buenos de cobertura y 
calidad, como la Empresa Municipal de Agua Potable y Alcantarillado de la ciudad 
de Ambato (EMAPA) y la Empresa de Agua Potable y Alcantarillado de la ciudad 
de Ibarra (EMAPA-I), sobrepasando el 96% de cobertura de agua potable. Estas 
empresas públicas demuestran que los servicios en manos públicas pueden 
brindarse con calidad y con buenos índices de cobertura”. (Buitrón R. , 2009, pág. 
140 y 141) 
La Amazonía presenta las cifras más críticas, de personas que acceden al agua potable y 
saneamiento “con apenas una de cada tres viviendas con acceso a agua entubada. Por su parte, la 
costa pasó del 33,5% al 41,8% (una mejora de 8 puntos) mientras que la sierra del 44,3% al 56,3% (una 
mejora de 12 puntos)”. (Fernández & Buitrón, 2010, pág. 212). 
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Por otra parte la contaminación es otro problema que ha venido acompañando a la 
inequidad en el acceso a las fuentes de agua y ha ocasionado la destrucción de la misma. 
“Según datos oficiales la mayoría de los ríos debajo de los 2.000 m están 
contaminados, alrededor del 92% de los municipios del país no tienen sistema de 
tratamiento de basura y de aguas servidas y éstas van a parar a los ríos. 
Contaminación por actividades extractivistas, petroleras en la Amazonía y mineras 
en el Sur son responsables del aumento de enfermedades asociadas a la 
contaminación por metales pesados. Existe así mismo un proceso de destrucción 
acelerado de las fuentes de agua, bosques y páramos.”  (Buitrón R. , 2010, pág. 
141) 
Si bien es cierto existen avances registrados en el Ecuador, no obstante existe una 
diferencia urbano-rural, por cuanto entre otros aspectos existe falta de inversión pública, en 
relación a la gestión del agua potable y saneamiento. 
La falta de acciones positivas en relación a la calidad del agua, entre otros puntos, ha 
dado lugar a que en las ciudades como Quito, no posea ningún sistema de tratamiento de aguas 
residuales de importancia, los que existen son muy pequeños o se encuentran al interior de 
algunas industrias. 
Lamentablemente esta situación no es exclusiva para la ciudad de Quito, casi todas las 
ciudades de tamaño mediano y grande en el Ecuador, con excepción de Cuenca y algunos 
sectores de Guayaquil, carecen de sistemas de tratamiento de agua. 
Como consecuencia, el deterioro de la calidad del agua se refleja en los altos índices de 
contaminación que se registran en los ríos Machángara, Guayllabamba y Monjas. Los esfuerzos 
para solucionar el problema en Quito no han dado sus frutos y a pesar de años de estudios, 
millones de dólares de inversión y actualizaciones de estudios, se estima que en el año 2018 
Quito podrá contar con sus primeros sistemas de trata miento de aguas residuales. 
Otro ejemplo se encuentra en la ciudad de: 
  “Esmeraldas que podría ser la muestra extrema en el caso de los servicios 
públicos manejados por el Estado, tiene una deficiente cobertura de agua potable 
que está en alrededor del 50%, sin tratamiento de aguas servidas, con una gestión 
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administrativa deficiente que no es municipal sino dirigida por el Ministerio de 
Desarrollo Urbano y Vivienda (MIDUVI). Aun así los servicios en manos públicas 
marcan una diferencia fundamental con los servicios privatizados como los de las 
ciudades de Guayaquil y Machala, deficientes en calidad de agua, cobertura, tarifas 
altas, falta de alcantarillado, etcétera”. (Buitrón R. , 2010, pág. 142) 
 
Una de las preocupaciones que actualmente tiene nuestro país tiene que ver con el 
ingreso de empresas mineras, petroleras, consumidoras de gran cantidad de agua que han 
provocado permanentes conflictos socio ambientales por la disponibilidad del agua y 
contaminación del líquido vital. 
  
“La contaminación ha sido otra forma de privatización, al privar a la población de 
acceso a agua limpia y por alterar la calidad de agua disponible por la 
implementación de procesos industriales, actividades extractivas intensivas 
petroleras y mineras, la producción intensiva y extensiva agrícola y de agro 
exportación, el crecimiento urbano con el progresivo aumento y acaparamiento de 
fuentes de agua y la generación incesante de residuos y descargas, la destrucción de 
los bosques y de los ecosistemas vitales para el mantenimiento del ciclo 
hidrológico”. (Buitrón R. , 2009, pág. 140) 
 
2.4.1. Privatización en el Ecuador  
Antes del proceso Constituyente llevado a cabo en el año 2008 el Ecuador con el marco 
constitucional vigente a la fecha se había abierto las puertas a un proceso de creciente de control 
privado de los recursos hídricos al establecer que el uso y aprovechamiento del agua 
correspondan al Estado o a quien obtengan estos derechos, esto significó que el Estado 
Ecuatoriano diera paso a la entrega del servicio de agua potable a empresas transnacionales. Por 
cuanto el Consejo Nacional de Modernización (CONAM), el Ministerio de desarrollo Urbano y 
Vivienda (MIDUVI) y a las empresas públicas de agua que tenían como finalidad el traspaso de 
los servicios de agua al sector privado, estos créditos se instituyeron para lograr reformas a la 
institucionalidad administrativa que faciliten la participación del sector privado en los sistemas 
de agua urbanos y rurales. 
“Mediante endeudamiento público se privatizó el agua de la ciudad de Guayaquil 
concesionando la prestación del servicio a la transnacional Interagua de la ciudad 
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de Guayaquil; a Aguas de Samborondón (AMAGUA) en Samborondón de la ciudad 
de Guayaquil; y a Triple Oro en la ciudad de Machala”  (Buitrón R. , 2009, pág. 
142 y 143) 
Para afianzar este proceso se crearon normas legales e institucionales que consagraron 
la inequidad del acceso al agua que viabilizó las condiciones para que el agua sea privatizada, 
 
“fueron tres cuerpos legales los que marcaron la nueva ruta para su gestión 
privada: el primero, la “Ley de Modernización del Estado, Privatización y 
Prestación de Servicios Públicos por parte de la Iniciativa Privada”, de 1992; el 
segundo, el decreto 2224, “Organización del Régimen Institucional de Aguas”, de 
1994 y, el tercero, la Constitución Política del Ecuador de 1998 que establece el 
marco para procesos de delegación a la empresa privada de los servicios de agua, 
saneamiento y riego. El Decreto Ejecutivo 2224, del 28.10.1994, reorganizó el 
marco Institucional de las Aguas, eliminó el Instituto Nacional de Recursos 
Hidráulicos (INERHI), creó el Consejo Nacional de Recursos Hídricos (CNRH), las 
Corporaciones Regionales de Desarrollo y transfirió a los usuarios los sistemas de 
riego estatales”  (Sindicatos por el Agua, (2010) “continua la Privatización del 
agua, las organizaciones sociales frente a la pretensión de renovar el contrato con 
“INTERAGUA” Pág. 3) 
La Ley de Modernización del Estado se expidió en el año de 1993 y consecuentemente 
se  creó el Consejo Nacional de Modernización (CONAM) a través del cual se comenzaron a 
materializar los proyectos de privatización  en el país, bajo el argumento que de que “lo público 
es ineficiente”, cabe destacar que estos procesos de privatización fueron condiciones impuestas 
por las Instituciones financieras Internacionales para el otorgamiento de créditos públicos. 
 
A partir de 1995 frente a diversas instancias, se promueve una nueva Ley de Aguas, la 
cual reafirmaba el marco jurídico privatizador, en tal virtud empiezan a generarse 
movilizaciones  en contra  de la privatización del agua mismas que estuvieron promovidas,   
 
“por organizaciones indígenas, campesinas y de usuarios de los sistemas de aguas 
que concurrieron en julio de 1998 al Congreso Nacional para presentar su rechazo 
a la privatización de los derechos de aprovechamientos de aguas, así como la 
conformación de mercados de los recursos naturales y respaldando a la propuesta 
de Ley de Aguas de la CONAIE presentada en 1996”. (Observatorio Ciudadano de 
los Servicios Públicos de Guayaquil “Impactos de la Privatización de los Servicios 
de Agua Potable y Saneamiento de Guayaquil caso “INTERAGUA” ) 
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No obstante se continuaron ejerciendo reformas legales como la denominada “Ley Trole 2 hacia 
fines de la década del noventa que contiene reformas a la Ley de Modernización y a la Ley Especial de 
CEDEGE (Comisión de Estudios para el Desarrollo de la Cuenca del Guayas)” (Observatorio 
Ciudadano de los Servicios Públicos de Guayaquil “Impactos de la Privatización de los Servicios de 
Agua Potable y Saneamiento de Guayaquil caso “INTERAGUA” ) Pág. 4,  en estas leyes no solamente 
se facultan la privatización de los servicios del agua potable sino que favorecen la privatización 
del agua de riego, para afianzar estas leyes se ampararon en el artículo 249 del marco 
Constitucional  en el cual manifestaba que “si bien los servicios de agua, riego y saneamiento, son 
responsabilidad del Estado, este podrá prestarlo de modo directo a empresas mixtas o privadas”. 
 
 
Finalmente me permito señalar que la privatización temporal del agua y alcantarillado 
fue como en otros países de la región en gran medida el resultado de la aplicación de las 
imposiciones del Fondo Monetario Internacional y del Banco Mundial, que en su momento 
condicionaron el refinanciamiento de la deuda externa y nuevos créditos, en su orden, a cambio, 
primeramente, de reformas legales que abran el camino a la privatización de los servicios 
básicos y, posteriormente, a la concesión a la firma Internacional Water, subsidiaria de la 
transnacional norteamericana Betchtel. 
 
2.4.2. Caso “INTERAGUA” 
 
En el año 1997, el Ecuador se sometió a una deuda de “cuarenta millones de dólares, con 
el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), para sentar las bases de privatización del agua en 
Guayaquil.” (Joyner & Aguita, 2007, pág. 33), cuyo préstamo devenía del Banco Interamericano de 
Desarrollo, el mismo que sostenía que la concesión debía permitir, 
 
“la renovación de equipos de bombeo en la planta de tratamiento de agua potable y 
en las plantas de bombeo de aguas residuales, la reparación de los colectores de 
aguas servidas en diversos sectores, particularmente en el centro de la ciudad; la 
construcción de canales de drenaje de aguas lluvias en la zona norte, la creación de 
una nueva plataforma de datos y sistema operativo en el área comercial, así como 
la renovación del centro de cómputo; el pago de indemnizaciones a los trabajadores 
liquidados y la campaña de propaganda que “mitigue los impactos sociales y 
políticos” de la privatización por 30 años de los servicios, la contratación de la 
firma BANQUE PARIBAS para que evalúe la situación de la empresa, elabore los 
términos de referencia para la licitación internacional de la concesión y promueva 
su materialización ante las firmas transnacionales”. (Observatorio Ciudadano de 
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los Servicios Públicos de Guayaquil “Impactos de la Privatización de los Servicios 
de Agua Potable y Saneamiento de Guayaquil caso “INTERAGUA” )Pág. 6. 
Durante el año 1998 se llevaron a cabo procesos licitatorios, el primero declarado 
desierto producto de  la inestabilidad política y económica de ese entonces, y las exigencias de 
las firmas transnacionales interesadas.  
Por esta razón y con el propósito de reducir los riesgos de inversión de estas, se elaboró una 
nueva estructura tarifaria,  y se ejecutaron nuevas inversiones que  aparentemente iban a mejorar  
las capacidades operativas de los sistemas, como también se redujeron las exigencias para las 
inversiones, así pues, 
“la reducción de la garantía de cumplimiento del contrato de 30 millones a 10 
millones de dólares, la eliminación de un volumen mínimo de inversión para el 
primer quinquenio, se garantizó la recuperación de “subsidios” y por ende la 
rentabilidad, se pospuso por diez años las exigencias de presión mínima de agua en 
la red, entre otros; de forma tal que para diciembre del 2000, en condiciones poco 
ventajosas, se adjudicó “la exclusividad” de la operación y mantenimiento por 30 
años de los servicios de agua potable, alcantarillado sanitario y alcantarillado 
pluvial a la firma Internacional Water Services Guayaquil, “INTERAGUA”, única 
firma ofertante”, (Observatorio Ciudadano de los Servicios Públicos de Guayaquil 
“Impactos de la Privatización de los Servicios de Agua Potable y Saneamiento de 
Guayaquil caso “INTERAGUA” ) es decir en el marco de la licitación se dio 
una serie de facilidades inauditas a las transnacionales para que asuman la 
concesión. 
Con estos antecedentes se dio inicio a la privatización del agua en el país, autorizando 
legalmente la creación de monopolios privados para su ejercicio.  
La firma del contrato de concesión entre el consorcio Internacional Water Service 
“INTERAGUA” y la Empresa Cantonal de Agua Potable y Alcantarillado de Guayaquil 
ECAPAG se llevó a cabo el 11 de abril del 2001, mediante endeudamiento público, cuya 
contratación incluía la prestación del servicio de agua potable, la recolección, tratamiento y 
disposición de aguas servidas y la recolección, conducción y disposición de aguas lluvias, cuyo 
el periodo de duración del contrato consistió en: 
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“30 años (desde 2000) a la empresa Internacional Water Cía. Ltda. 
(“INTERAGUA”) del servicio de agua potable y saneamiento de la ciudad de 
Guayaquil se denunció por los impactos de su gestión sobre la prestación de los 
servicios: mala calidad, poca accesibilidad y aumento de tarifas (…)". (Buitrón R. , 
2010) 
Cabe decir, que “INTERAGUA” es una concesionaria cuya base está en la multinacional 
International Water Services, consorcio que compone el grupo de la compañía estadounidense 
Bechtel, la cual protagonizó la antes referida “guerra del agua” en la ciudad de Cochabamba, 
por ser una empresa que se benefició también de la privatización del servicio de agua en la 
ciudad boliviana. 
Al concluir la primera fase de la concesión a “INTERAGUA” en el año 2006, se 
empezaron a ver los resultados de un diagnostico que entre otras cosas establece que el 70% de 
hogares guayaquileños no disfruta de todos los servicios públicos básicos, que incluyen agua 
potable, alcantarillado sanitario, energía eléctrica, servicio telefónico, convencional, recolección 
de desechos y servicios higiénicos. 
Esta misma investigación determinó que el 28.81% de hogares carecen del servicio de 
agua potable y el 51.46% de la población de la población guayaquileña carece de alcantarillado 
sanitario, mientras la tasa de estos servicios es 4.5% más alta que en 1990. Estas impresionantes 
deficiencias de cobertura de servicios impactan directamente en el derecho a la salud y la vida. 
Ante esta situación, en Guayaquil se conformó el Observatorio Ciudadano de Servicios 
Públicos OCSP, que ha denunciado públicamente estos hechos además de las condiciones de 
contrato, que se traducen en perjuicios a la población guayaquileña. Entre otras cosas el OCSP 
cuestiona los siguientes aspectos: 
 Falta de inversiones para mejorar y ampliar la cobertura de servicios de agua potable y 
alcantarillado sanitario y pluvial, lo que en parte se debe a la ambigüedad del propio 
contrato de concesión. 
 El incremento de cobro por alcantarillado sanitario en relación al consumo de agua por 
cada usuario/a, sin embargo y en forma paradójica las aguas servidas, desechos 
industriales, comerciales y domésticos son depositados en los ríos y esteros sin 
tratamiento adecuado. 
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 En sitios donde no se han colocado medidores, se cobran “valores estimado”. 
 La calidad del agua no es apta para consumo humano, lo que ha provocado brote de 
enfermedades como hepatitis. 
La contratación con “INTERAGUA” significó una concesión que no satisfacía las demandas 
de la ciudadanía por los servicios básicos de Guayaquil, por cuanto entre otros aspectos se 
había aceptado la única propuesta presentada. 
El Observatorio Ciudadano de Servicios Públicos, ha realizado varias acciones encaminadas a 
exigir la vigencia del derecho al agua, como una precondición para la vigencia de los demás 
derechos. Ha presentado acciones administrativas y judiciales, tanto a nivel nacional como 
internacional; así mismo ha acompañado procesos sociales que permanentemente colocan en la 
opinión pública, la problemática del agua en Guayaquil, y además generan conciencia de la 
importancia del derecho al agua. 
Concomitantemente el 20 de noviembre de 2008,  la Comisión de Auditoría Integral del 
Crédito Público
8
 (CAIC) realizó un informe en la cual concluye que la concesión así como el 
contrato de crédito que financió su implementación están viciados de ilegalidades e 
ilegitimidades, fruto de una variedad de condiciones inaceptables para el país e incumplimientos 
del contrato de concesión. Dicho informe señala en su parte final que ECAPAG debe declarar la 
caducidad del contrato de concesión con “INTERAGUA”,  
Otro aspecto importante es la falta de tratamiento de las aguas residuales y la 
contaminación al medio ambiente por parte de “INTERAGUA”, ha provocado problemas de 
salud pública. Así, en el año 2005, cuando se produjo un brote de hepatitis A, la Comisión de 
Control Cívico contra la Corrupción (CCCC) determinó que el agua potable de Guayaquil no 
era “apta para el consumo humano”. Pruebas adicionales de laboratorio realizadas en hogares del: 
                                                     
8
 El presidente Rafael Correa Delgado, mediante Decreto Ejecutivo 472, creó la Comisión para la 
Auditoría Integral del Crédito Público –CAIC-, el 9 de julio de 2007. La CAIC tiene como función 
principal “auditar el proceso de contratación de los convenios, contratos y otras formas o modalidades 
contractuales para la adquisición de créditos, obtenidos por el sector público del Ecuador, provenientes 
de gobiernos, instituciones del sistema financiero multilateral o de la banca y sector privado, nacional o 
extranjero, desde 1976 hasta el año 2006”. 
67 
 
“Guasmo Sur confirmaron estos hallazgos. Actualmente, Guayaquil sufre una crisis 
sanitaria por falta de agua potable y alcantarillado en sus barrios pobres. En este 
sentido según  Nora Fernández  en la ciudad de Guayaquil, “en el año 2009 solo el 
11% de las aguas residuales recibían depuración en sus lagunas de estabilización y 
los parámetros de cumplimiento de la normativa ambiental no eran aceptables.”. 
(Fernández & Buitrón, 2010, pág. 214) 
Consecuentemente la concesión otorgada a “INTERAGUA” no representa un 
mejoramiento notable de los servicios de agua potable y saneamiento en Guayaquil, a diferencia  
representa  un golpe en la población de bajos ingresos debido al aumento paulatino de tarifas, 
“(189% desde la concesión), ocasionado por una estructura tarifaria cuya finalidad 
es garantizar la rentabilidad del operador privado. Según reportes de ECAPAG, 
“INTERAGUA” cortó el servicio de agua a 32.204 familias guayaquileñas.  98.585 
familias no han podido pagar las deudas del agua.”  ( Acción Ecológica, (2009) Por 
la inmediata terminación del Contrato con “INTERAGUA” deuda ilegítima, 
concesión ilegítima, publicación 29 de Octubre de 2009) Pág. 1. 
Actualmente  la Constitución de Montecristi, en su transitoria XXVI, establece la 
necesidad de realizar auditorías a las empresas privadas que prestan los servicios de agua 
potable y saneamiento. Las auditorías se han realizado y reiteran el balance negativo en lo 
jurídico, en lo económico, en lo social y en lo ambiental, no obstante la concesión de 
INTERAGUA de Guayaquil no ha sido revertida al Estado como establece la antes mencionada 
disposición transitoria, como se verá más adelante.  
 
El MIDUVI, a fin de dar cumplimiento con el marco Constitucional, el 13 de octubre de 
2009 con informe Nº 4086 SAPSYRS‐MIDUVI‐2009, presenta la Auditoría a “INTERAGUA”  
en el cual señala “Los parámetros del cumplimiento de la Normativa Ambiental contractual no son aceptables. 
Para el año 8 (2009) de la Concesión sólo está programado llegar a tratar el 20% de las Aguas Servidas producidas. 
Para este 2do. Quinquenio las inversiones programadas son mínimas en comparación a las necesidades reales”  ( 
MIDUVI , pág. 18). 
El mencionado informe es incongruente, sus conclusiones y recomendaciones no tienen 
sustento técnico ni rigor, no hay coherencia en la presentación de conclusiones y 
recomendaciones con las observaciones realizada, pues:  
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“No analizan el informe del contrato de concesión, las empresas concesionadas, el 
traspaso de acciones de la concesionaria, la cobertura de agua potable y 
alcantarillado y además establecen conclusiones falsas. No se tomó en 
consideración los resultados del informe de auditoría de la Comisión para la 
Auditoria Integral del Crédito Público (CAIC), que fue el organismo competente 
que declaró ilegitimo el crédito recibido por el Estado y que entregó su informe a 
las instituciones de control como Fiscalía, Contraloría y Procuraduría para que se 
inicien las acciones correspondientes de acuerdo con las disposiciones legales”. 
(Buitrón R. , 2010, pág. 143) 
Sin embargo, de manera inentendible, el MIDUVI responsable de la auditoría 
recomendó renegociar el este contrato premiando una forma arbitraria y lesionando la soberanía 
nacional y contradiciendo el espíritu de nuestra Constitución garante de los derechos como el 
derecho humano al agua. 
Para concluir, si el artículo 318 de la Constitución de la República establece que “El 
agua es patrimonio nacional estratégico de uso público, dominio inalienable e imprescriptible 
del Estado, constituye un elemento vital para la naturaleza y para la existencia de los seres 
humanos, ¿entonces porque el  Municipio de Guayaquil no aplica esta norma constitucional?, es 
deber del Estado el velar por el cumplimiento de nuestra carta magna. Resulta absurdo que en la 
ciudad de Guayaquil no se aplique el marco constitucional y que para su cumplimiento tenga 
que esperar veinte años. Cuando termine el plazo de la concesión, pues el Estado Ecuatoriano 
debe prohibir toda privatización del agua y llevar adelante acciones positivas que conduzcan a 
su desprivatización y que conlleven a su reconocimiento como derecho humano al agua.  
2.1.4.1. Privatización del Agua Quito 
 
Empresa de Alcantarillado y Agua Potable de Quito, EMAAP-Q  
Desde los años 60 el Municipio de Quito ha tenido que enfrentar dos circunstancias 
problemas con respecto a la cobertura de servicios básicos, el acelerado ritmo de crecimiento 
poblacional, así como la ampliación del área habitacional. Por ello, los proyectos de 
abastecimiento de agua potable han estado encaminados a cubrir la demanda de una población 
en constante crecimiento, mediante la búsqueda de asesoramiento extranjero en el área de 
planificación, así como la captación de fuentes hídricas provenientes de regiones lejanas a la 
ciudad. 
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Durante los años  90 del siglo anterior, producto de la ola privatizadora que se venía 
dando en la región,  y en el país, en este contexto la Empresa municipal de agua potable 
(EMAP) entró en un proceso de transformación referente a las políticas de abastecimiento de 
agua y se fusionó con la Empresa Municipal de Alcantarillado “en un marco de desarrollo en 
defensa del medio ambiente”. Aunque la EMAAP-Q. 
El Municipio de Quito, a través de la Empresa de Alcantarillado y Agua Potable de 
Quito, EMAAP-Q comenzó en el año “2002, un proceso tendiente a la privatización de los servicios 
de agua potable y alcantarillado para las parroquias orientales de Quito”, que fue paralizado, por una 
campaña de denuncia y movilización social que pusieron en evidencia los potenciales perjuicios 
de este tipo de medidas. 
La privatización que impulsó el Municipio de Quito, se reafirmó gracias al marco 
institucional y normativo generado en los años noventa, como parte de las estrategias de 
“modernización del Estado”. 
Por su parte el Banco Interamericano de Desarrollo y el Gobierno ecuatoriano tienen un 
acuerdo de cooperación, para financiar consultorías especializadas con el objeto de agilizar los 
procesos de concesión y participación privada. 
En este contexto, “en junio de 2003, se celebró un convenio entre el Consejo Nacional de 
Modernización del Estado (CONAM) y la EMAAP-Q, por el cual se preveía llevar adelante la concesión 
de servicios de agua potable y alcantarillado de las parroquias orientales de Quito; y, la gestión 
comercial del 50% de la facturación de los servicios de agua potable y alcantarillado de la ciudad y la 
tercerización del otro 50%”. 
Todo este proceso se estaba llevando a espaldas de la ciudadanía, y salió a la luz por una 
denuncia realizada por varios trabajadores de la EMMAP-Q, a un periódico alternativo local 
llamado Tintají, mismo que señalaba que el proyecto se implementaría a través de la 
privatización de la Empresa Municipal de Alcantarillado y Agua Potable de Quito, que provee 
el servicio a la capital ecuatoriana. La publicación aseguró que el documento del BID no es solo 
un estudio o un préstamo para realizar un estudio, sino que es parte de un proceso orientado a la 
privatización del servicio público de agua potable.  
“El Tintaji habría llegado a conocer “que el proyecto tenía definido como zona de 
aplicación el sector de parroquias orientales conformadas por las poblaciones de 
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Cumbaya, Tumbaco, Puembo, Pifo, Tababela, Yaruquí, Checa, el Quinche y 
Guayllabamba”  (Buitrón R. , 2010, pág. 36) 
A partir de esta denuncia se comenzó a investigar estos hechos y a posicionar el tema. 
Posteriormente se conformó la Coalición por la Defensa del Agua, colectivo en que influyeron 
varias organizaciones sociales, de derechos humanos y personas, que promovieron una gran 
campaña en contra de la privatización del agua. La coalición realizó por un lado una labor de 
investigación y recuperación de los documentos (convenios, contratos, proyectos, etc.), que eran 
estudiados minuciosamente, al mismo tiempo que se denunciaba públicamente todo lo que se 
ponía en marcha para avanzar en la concesión. 
La Coalición de Defensa del Agua desde el año 2003 inició una campaña para denunciar 
el proceso de privatización del agua en la ciudad de Quito, iniciado por la Empresa Municipal 
de Agua Potable y Alcantarillado de Quito EMAAP-Q. Este proceso contemplaba la concesión 
del agua de la zona denominada Parroquias Orientales y del 50% de la Gestión Comercial de la 
EMAAP-Q. 
Uno de los principales argumentos del Municipio, era que un proyecto de 
abastecimiento de agua a las parroquias orientales de Quito, requería una inversión muy elevada 
de recursos que no disponía y por lo tanto se había decidido la concesión. Por su parte la 
Coalición por la defensa del Agua, no sostenía solamente un argumento político, sino que 
además técnicamente pudo demostrar que la concesión no era un negocio “rentable” para el 
Municipio, mientras que para la empresa privada era un muy buen  negocio. Además puso en 
evidencia otras consecuencias directas de la concesión, como la elevación de tarifas, de despido 
de trabajadores, etc. 
En marzo de 2007, el Municipio de Quito hizo pública su decisión de suspender 
definitivamente la concesión de los servicios de agua potable y alcantarillado en las parroquias 
orientales de Quito. 
En todo caso todos estos procesos de concesión no solamente han representado un mal 
negocio para las ciudades, sino resulto ser contrario al interés público y en los casos 
privatizados las empresas concesionarias no han cumplido con los montos de inversión, 
cobertura del servicio, calidad del agua, tratamiento de aguas servidas, no han construido 
infraestructura en sectores populares, y la inversión ha sido realizada con recursos de los 
municipios, de los gobiernos, mediante endeudamiento o tasas especiales que en la práctica han 
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subsidiado a estas empresas privadas. La mayor parte de servicio de agua en el sector rural lo 
realizan juntas de agua y comunidades campesinas o indígenas, que han construido, mantenido 
y administrado los sistemas de agua, al igual que los sistemas de riego.  
Finalmente del análisis precedente se demuestra que los procesos de privatización de la 
región especialmente del Ecuador han sido impulsados, tanto por el Banco Internacional de 
Desarrollo  como por  las grandes empresas transnacionales que han llegado a conformar los 
denominados mercados de agua, cuyos resultados son desbastadores tanto para los 
consumidores como para el medio ambiente, pues estas empresas con ánimo de lucro no han 
demostrado ser más eficientes que el sector público, 
“las inversiones se han quedado en promesas muy por debajo de lo previsto, sin 
extensión de redes hacia zonas no rentables; tarifas más elevadas; las empresas 
privadas de agua no han aportado nuevas fuentes de financiación y dependen 
fuertemente de las mismas fuentes de las que dispone el sector público (…); casos 
de corrupción tanto en la adjudicación de contratos como en la gestión de los 
sistemas.”. (Basteiro, 2012, pág. 14) 
En general la privatización del agua no ha proporcionado las inversiones prometidas, y lo peor 
es que los donantes internacionales (Fondo Monetario Internacional) han condicionado a los 
países de la región con la premisa de disminuir el gasto  en el sector público, lo que ha 
provocado que se disminuya el gasto en infraestructura entre ellas las del agua. 
 
Esto ha llevado a que los países de la región generen procesos de oposición y resistencia 
que han dado resultados positivos en nuestro país el reconocimiento del derecho humano al 
agua en el marco constitucional es el más grande logro, el reto del Estado Ecuatoriano está en 
lograr que esta norma constitucional tengan una debida coherencia con las leyes secundarias 
para que se pueda encontrar un verdadero reconocimiento del derecho humano al agua. 
  
2.1.4.2. Reforma Constitucional  
 
Debido a que  el tema de la constitucionalización del derecho al agua en el Ecuador será 
materia de un estudio más detallado en el capítulo siguiente, en este acápite solo nos remitimos 
a señalar que el Ecuador en el año 2008 con la nueva Constitución, logro ratificar las demandas 
de organizaciones y movimientos sociales, entre ellas; la del agua como derecho humano, 
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fundamental e irrenunciable, patrimonio estratégico de uso público, dominio inalienable, 
imprescriptible, inembargable del Estado. 
Uno de los actores que apoyaron este proceso constituyente fue el movimiento indígena 
ecuatoriano representado en la Confederación de Nacionalidades indígenas del Ecuador 
(CONAIE), presentó a la Asamblea Constituyente una propuesta que contemplaba entre otros 
los siguientes puntos: 
 Reconocimiento del agua como un derecho humano fundamental, absoluto e 
irrenunciable. 
 La prohibición de toda forma de privatización del agua y sus servicios. 
 Reconocimiento de los servicios de agua potable, riego y saneamiento como parte del 
derecho humano al agua y de responsabilidad del Estado. 
 La prelación delo derecho al agua, privilegiando el consumo humano y uso doméstico. 
Así  mismo algunas organizaciones sociales también llevaron a la Asamblea Constituyente, 
propuestas que estaban encaminadas en este mismo sentido, es decir que el agua sea reconocida 
como un derecho y que por lo tanto no sea un bien susceptible de privatizaciones. 
Enfoque 
 
Del análisis que precede se concluye que en la región especialmente en el Ecuador tanto 
los operadores públicos como comunitarios merecen mayor preocupación y apoyo, pues resulta 
urgente que la gestión pública restituya la capacidad de gestión y decisión  a los usuarios del 
agua entre ellos la gestión comunitaria así como lo determina el mandato constituyente en 
nuestro país; pues el sector público requiere de mecanismos de control a fin de lograr su 
eficiencia y calidad, cabe señalar que es sin lugar a duda la gestión pública y comunitaria 
representa una oportunidad para mejorar la gestión la distribución equitativa del agua. 
Es importante resaltar que la gestión privada en el manejo del agua no ha significado ser mejor 
que el Estado, pues tanto la gestión pública como la gestión comunitaria aun debilitadas, se han 
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visto obligadas a garantizar el acceso universal al agua en zonas donde la rentabilidad 
económica del sistema es más que difícil pero sustancial para la comunidad. Por estas 
circunstancias resulta necesario que la gestión del agua deba mantenerse en la gestión pública y 
comunitaria  sin injerencias del sector privado que tiene consigo ánimo de lucro. 
La gestión pública a fin de mejorar su funcionamiento tiene la necesidad de contar ayuda  
técnica y económica, así como con reformas administrativas y el refuerzo de los organismos 
reguladores y los marcos normativos. 
Cabe señalar que en los países en la región se han realizado vertiginosos cambios para 
democratizar el agua en muchos casos las reformas han partido de la participación ciudadana y 
de organizaciones preocupadas en el tema. Muchos de los retos que tiene la ciudanía se enmarca 
lograr cruzar la barrera de la burocracia, la corrupción, la carencia de institucionalidad  estos 
pueden ser la raíz de un deficiente servicio público para garantizar el derecho humano al agua. 
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TÍTULO III 
LA CONSTITUCIÓN ECUATORIANA Y EL DERECHO HUMANO 
AL AGUA 
 
En la actualidad, se admite que coexisten relaciones entre las destrezas de desarrollo y 
el contexto ecológico. Esta íntima vinculación en Latinoamérica y en particular en el Ecuador es 
notoria, por cuanto las economías preexistentes  han sido y son el resultado de la apropiación 
excedida de los recursos naturales, que dependen en gran magnitud de la exportación de los 
mencionados recursos. Es así que pensamientos, 
“simplistas donde las metas se colocaban en el crecimiento económico, 
asumiéndose que este generaría efectos de derrame hacia la sociedad. El motor de 
ese crecimiento era, por ejemplo, la exportación de recursos naturales, y todos los 
procesos se debían expresar en el mercado.” (Gudynas, 2011, pág. 92). Este 
escenario ha sido poco alentador en América Latina y el Ecuador y ha dado paso a 
cuatro décadas discusión de temas ambientales en el ámbito internacional y local, 
no obstante el resultado ha sido algunos cambios importantes, 
“estas transformaciones  encierran enormes potencialidades para un cambio de 
rumbo que permita proteger el acervo ecológico latinoamericano. Entre esas 
novedades, sin duda, se destaca la actual Constitución del Ecuador, donde se 
formaliza por primera vez los Derechos de la Naturaleza y, a la vez, se los articula 
con la original propuesta del Buen Vivir, como alternativa el desarrollo actual”. 
(Gudynas, 2011, pág. 83) 
Con la aprobación de la constitución, el Ecuador se convierte en un Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia, en el cual los derechos de las personas se encuentran superpuestos a las 
normas legales: 
“la ley pierde su posición de primacía y en las constituciones se incluyen principios 
materiales de justicia que desarrollan su influencia en todos y cada uno de los 
sectores del Ordenamiento Jurídico”  (Zagebelsky, 1992, pág. 5) 
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En  este  orden  el  derecho  humano  al  agua  se ha ido desarrollando en 
torno a  la  justicia  ambiental,  por lo tanto se  puede decir que, 
“(…) todos los seres humanos necesitan ciertos recursos naturales y una cierta 
calidad del medio ambiente para poder sobrevivir. Así, el medio ambiente se 
convierte en un derecho humano.” (Zagebelsky, 1992, pág. 6). La Constitución de 
la República reconoce al Estado ecuatoriano como un Estado plurinacional 
e intercultural esto no es de extrañarse por cuanto este hecho nació de la 
comprobación que solo en el reconocimiento de las variedades, de los 
pueblos indígenas y de nuestra procedencia diversa se puede cimentar un 
Estado incluyente. Uno de los espacios en donde la plurinacionalidad cobra 
más sentido es justamente en el manejo, cuidado y responsabilidad frente al 
agua, y esto implica resolver el acaparamiento del agua, la privatización y 
la necesaria desprivatización. 
Por su parte el nuevo marco constitucional realiza cambios significados en torno a la 
Pachamama y  el Sumak Kawsay, en este escenario las disposiciones constitucionales, efectúan  
varios cambios a través de la conceptualización del Sumak Kawsay en los niveles; político, 
jurídico, ambiental, económico social y cultural, esta nueva perspectiva del Sumak Kawsay 
apunta a alcanzar una relación armónica entre los propios seres humanos y de éstos con la 
naturaleza, siendo la primera la construcción de la igualdad y la segunda el respeto a la vida y la 
Pachamama. Pues, 
“La explicación del ser humano y de la comunidad a partir de la pachamama, del 
runa y de la armonía, nos alejan de categorías familiares, como son el universo, 
objeto de explotación y dominación; el individuo, como el ser abstracto de la 
filosofía de la ilustración, y de la justicia, como el dar a cada uno lo suyo entre 
seres aislados que para comprenderse a sí mismos y comprender a los demás, se ha 
fragmentado y los ha fragmentado en esencia y forma, en espíritu y materia, en 
cuerpo y alma”. (Silva, 2008, pág. 11) 
En otro contexto, el tema de los derechos ocupa un espacio muy importante en el marco 
constitucional y el tema del manejo del agua no escapa a esas consideraciones, así el artículo 3.1 
de la Constitución de la república establece que es deber del estado ecuatoriano el garantizar sin 
discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución. No 
obstante el artículo establece que de manera particular el Estado garantizará los derechos a la 
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educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y en particular el agua para sus 
habitantes. 
Entendiéndose como tal el respeto del Estado a favor de los ciudadanos, el mismo que 
deberá estar al servicio de los mismos no solo para hacer efectivos los derechos, sino también  
para hacerlos cumplir coercitivamente cuando no se respeten. 
  Dicho esto es muy importante señalar que constitucionalmente es responsabilidad del 
Estado garantizar a todos los habitantes de su territorio sean nacionales o extranjeros, el pleno 
goce y ejercicio de los derechos que le son reconocidos en la Constitución entre ellos, el 
derecho al agua en su estado puro y al agua potable, lo cual se traduce en salud individual y 
pública. 
Por su parte el reconocimiento constitucional de la naturaleza como sujeto de derechos 
constituye un cambio sumamente importante en el mundo jurídico, por lo que el Estado  debe 
garantizar los derechos  que se le reconocen a la naturaleza pues, 
“La Constitución ecuatoriana reconoce a la naturaleza como sujeto de derechos 
por tanto, le corresponde al Estado velar porque su núcleo esencial no sea 
restringido, ni por la normativa secundaria ni por la política pública o en casos en 
que pueda existir colisión con la aplicación de los derechos humanos. En este 
sentido, el Estado está obligado a respetar de manera integral su existencia y el 
mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos 
evolutivos, así como a garantizar el derecho de la naturaleza a la restauración 
independientemente de la obligación que tiene el Estado de indemnizar a los 
individuos y colectivos afectados por impactos ambientales y se fundamenta en la 
interrelación de los derechos por cuanto la realización de unos derechos significa la 
realización de otros”. (Constitución de la República, 2008, págs. Art. 71,72,73 y 74) 
En el presente trabajo de investigación se exploran algunos puntos destacados en las relaciones 
entre ambiente y desarrollo bajo el nuevo paradigma Sumak Kawsay establecido por la 
Constitución redactada en Montecristi. A su vez se realiza un breve análisis de la Constitución 
del Ecuador en el marco del reconocimiento del derecho humano al agua y su íntima relación 
con otros derechos. Así mismo la incorporación de los derechos de la naturaleza en el marco 
Constitucional. 
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3.1. Antecedentes a la aprobación de la Constitución 2008 
 
 Las contradicciones evidenciadas en el seno del entonces congreso nacional de 1998 
fue el resultado de las representaciones dominantes que prevalecieron en la época, donde 
predominaban los ejes económicos expresados en los partidos de derecha y centro, que 
provocaron que las élites políticas no generaran los cambios normativos e institucionales 
necesarios que exigía Constitución de 1998. 
Como consecuencia del elitismo político de la época, el Ecuador entre 1998 y el año 2007 se vio 
envuelto en la más difícil crisis política y económica de los últimos años, debido a la falta de 
compromiso de los gobernantes, y a la desconfianza generada por los organismos del Estado, 
pues, 
“El modelo neoliberal, la corrupción y mala gestión llevaron a una inestabilidad 
económica y crisis bancaria, que dio lugar al empobrecimiento de las mayorías, 
forzando a la migración a millones de ecuatorianos-as. El modelo de inspiración 
neoliberal aceleró la concentración de la riqueza y Ecuador pasó a ser uno de los 
primeros países más inequitativos del mundo”. (Guevara, pág. 5) 
Fruto de esta inconformidad de la sociedad ecuatoriana se instauro la creación 
estrategias de un movimiento social organizado y fuerte que originó varias acciones políticas y 
movilizaciones que culminaron con el derrocamiento de los gobiernos neoliberales de Abdala 
Bucaram en febrero de 1997, de Jamil Mahuad en enero de 2000 y de Lucio Gutiérrez en abril 
de 2005; y al llamado a nuevas elecciones presidenciales por medio del cual el Eco. Rafael 
Correa Delgado fue electo por votación popular. 
Por consiguiente al ser electo como presidente el Eco, Rafael Correa, acorde con su 
proyecto político mediante Decreto Ejecutivo No. 2, de 15 de Enero de 2007, convocó a 
Consulta Popular, con el fin de que el pueblo ecuatoriano se pronuncie sobre la convocatoria e 
instalación de una Asamblea Constituyente, la misma que tuvo lugar el “15 de abril de 2007 
obteniendo el 81,72%” ( Ver http://www.asambleaecuador.org/content/view/22/59/) de votos 
favorables de la ciudadanía. La Asamblea Nacional Constituyente se instaló el 29 de noviembre 
de 2007. “durante ocho meses” ( CONAIE, 2007, pág. 17), es así que “los y las |asambleístas 
nacionales constituyentes, en mayoría del bloque oficial y con participación e incidencia de actores de la 
sociedad civil, rediseñaron la Carta Magna la que fue aceptada el 28 de septiembre de 2008, como la 
nueva Constitución de la República (el “sí” obtuvo 63,93%)” ( Instituto de investigación y debate sobre 
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la Gobernanza, Programa “Legitimidad y arraigo del poder , Resultados innovadores de la nueva 
constitución ecuatoriana , 2010). Por lo que fue el resultado de una realidad de inequidad social, 
de exclusión de injusticia acentuada en los últimos años. 
Cabe señalar que es la primera vez que: 
 “se procede a la aprobación de una constitución  que se basa en concepciones de 
vida que no se basan exclusivamente en tradiciones occidentales. Hecho complejo e 
importante porque va más allá de los planteamientos que han sido hasta la fecha la 
matriz conceptual desde la que se ha procedido al diseño de discursos de 
“modernidad” en Ecuador”. (Cortéz, pág. 1) 
Como bien ya habíamos manifestado con anterioridad fueron los pueblos indígenas  
que, organizados en la Coordinadora de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), 
presentaron a la sociedad ecuatoriana y a la Asamblea Constituyente, en octubre del 2007, como 
eje de sus propuestas el “buen vivir” que debía ser tomado en consideración para el debate y 
elaboración de la nueva constitución ecuatoriana, es decir que implantaron una propuesta 
política integral que se fundamenta en concepciones ancestrales  
Es así que la Constitución de la República logró plasmar las demandas requeridas por 
los movimientos y organizaciones sociales, pues,   
“ésta plantea cambios a todo nivel: en lo social, lo económico, lo productivo y lo 
ambiental, e introduce la noción del “Buen Vivir”, como una pieza clave en la 
definición ideológica que orienta el nuevo marco constitucional de la gestión 
pública”. (Cortéz, pág. 11) 
Por cuanto clasifica a los derechos, en derechos del Buen Vivir, libertad, “de los 
pueblos”, participación, protección, de grupos vulnerables, por los derechos de las personas y 
los grupos de atención prioritaria. 
Así mismo la Constitución logró establecer el estatus del agua como un derecho 
humano fundamental e irrenunciable, patrimonio nacional estratégico de uso público, dominio 
inalienable, imprescriptible, inembargable del Estado y que constituye un elemento vital para la 
naturaleza y para la existencia de los seres humanos.   
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Es así que según Acosta A, uno de los puntos en que más se avanzó en la Asamblea 
Constituyente de Montecristi fue el relativo al tratamiento del agua y los recursos hídricos. De 
tal forma que, los logros en ese campo llevaron a que muchas personas se decidieron a votar por 
el SÍ en la consulta popular del 28 de septiembre del 2008, en la que se aprobó 
mayoritariamente la nueva Constitución. 
Pues en la Asamblea Constituyente se aprobaron los siguientes aspectos primordiales: 
“1.  El agua es un derecho humano. 
2.  El agua es un bien nacional estratégico de uso público.  
3.  El agua es un patrimonio de la sociedad, y  
4.  El  agua  es  un  componente  fundamental de la naturaleza, la misma que tiene 
derechos  propios  a  existir  y  mantener  sus ciclos vitales”.  (Acosta, 2010, pág. 
19) 
 
Lo dicho no es de extrañarse por cuanto el Ecuador es un país que cuenta con grandes 
recursos hídricos, en este sentido resulta necesario que este país, tenga una sociedad cada vez 
más consciente de la importancia vital del agua, por tal motivo se han elaborado las 
disposiciones considerados para algunos tratadistas como una de las constituciones más 
avanzadas del planeta para su protección y manejo. Sin embargo la interrogante que nos queda 
aún es por qué no existe una verdadera protección de este recurso. 
Bueno la presencia de un proceso de despojo masivo, simulado como procesos 
mercantiles que programaron los temas de tierra y agua, sería una de las causas para que todavìa 
no se concientice sobre el tema. Pues la sociedad ecuatoriana y sus gobernantes deben entender  
la  importancia  de  asumir  el  Sumak  Kawsay  como  perspectiva dirigida a la convivencia en 
razón del bien común y respetar a la naturaleza. 
En este proyecto de investigación, seguidamente es importante realizar un análisis en 
torno al sumak kawsay o Buen Vivir establecido en la Constitución Ecuatoriana, a partir de 
definir las circunstancias que originaron esta terminología.   
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3.2. Proximidad conceptual del Buen Vivir  
Vigente la Constitución de la República, el Ecuador empieza a vivir un estado de 
transición cuya conceptualización de calidad de vida se ha cambiado por el “Sumak Kawsay” o 
Buen Vivir”. 
Esta concepción nace como resultado de la crisis a nivel mundial por la insostenibilidad 
de los modelos de desarrollo el cambio climático, concentración de riqueza y agudización de la 
pobreza.  
Se origina dentro de la estructura de la sociedad indígena, cuya consolidación de vivir 
bien, radica en la permanente construcción y reproducción de la sociedad. Por cuanto dentro de 
la pluralidad de elementos a los que están convenidas las acciones humanas que propician el 
buen vivir, no son determinantes la obtención de bienes materiales. Existen otros valores en 
juego como por ejemplo:  
“el conocimiento, el reconocimiento social y cultural, los códigos de conductas 
éticas e incluso espirituales en la relación con la sociedad y la naturaleza, los 
valores humanos, la visión de futuro, entre otros. El buen vivir aparece como una 
categoría en la filosofía de vida de las sociedades indígenas ancestrales, que ha 
perdido terreno por efecto de las prácticas y mensajes de la modernidad 
occidental”. (Sampere, Acosta, Abdalla, & Orti, 2010, pág. 15) 
 Es decir que el Buen Vivir,  representa una forma de debatir el desarrollo convencional. 
Así mismo, existen tratadistas que mencionan que otra fuente de inspiración para 
promover el Buen Vivir (Sumak Kawsay) devino también de la cultura occidental los mismos 
que levantan cada vez  más voces que podrían estar, a su manera, en sintonía con esta visión 
indígena. 
Es decir que la definición del Buen Vivir no solamente tiene su origen histórico en el mundo 
indígena, su sustento también se localiza, “en algunos principios filosóficos universales aristotélicos, 
marxistas, ecologistas, feministas, cooperativistas, humanistas y otros”. (Acosta, “Vivir Bien Paradigma 
no capitalista”, 2011, pág. 190). Tomando en cuenta que la población en el mundo ha 
concientizado de los devastadores efectos de los cambios climáticos, para lo cual diseñan 
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cambios trascendentales que permitirán a la humanidad escapar de los graves peligros 
ecológicos y sociales. 
De tal forma que existen varios postulados en torno al tema, así tenemos que para (Ramírez, 
2008, pág. 10). “El “Buen Vivir” o “Sumak Kawsay”, es una categoría simbólica que denota en la 
cosmovisión de numerosos pueblos ancestrales, un equilibrio entre las comunidades y la 
naturaleza. Desde un punto de vista filosófico, el “Buen Vivir” se entiende como una meta que 
no se halla totalmente vinculada a lo económico. Esta concepción implica que la economía 
cobra una dimensión diferente al crecimiento económico y a la acumulación capitalista. El 
“sumak kawsay” o Buen Vivir irrumpe y cuestiona la lógica capitalista y su individualismo 
inherente”.  
Lo dicho nos lleva a pensar que tanto a la sociedad como al Estado ecuatoriano deben dar inicio 
a un enfoque económico alterno, donde el desarrollo económico no sea su principal sustento 
pues, el buen vivir significa que los ecuatorianos/as vivan en un ambiente sano, ecológicamente 
equilibrado y que garantice la sostenibilidad.  
Dicho de otra manera, significa que el Buen Vivir obliga al Estado Ecuatoriano a que dirija sus 
horizontes a otra alternativa diferente al extractivismo y la contaminación de las fuentes de 
agua. 
Sin lugar a duda el papel que tiene el Estado frente a esta nueva perspectiva deviene de 
una transformación total, que este profundamente democratizada, pues que si el Estado va a 
tener un papel en la economía requerimos de democracia financiera. Pues, 
“De qué sirve tener el Banco del Desarrollo del Brasil que es el mayor banco de 
inversión del mundo, si éste solo financia el agro negocio, la cría de ganado desde 
un punto de vista  capitalista. Las decisiones económicas del Brasil no pasan por la  
democracia, pasan por un  pequeño grupo,  junto con Lula, el Banco Central y el 
BNDES, esto no es democracia”. (Ramírez, 2008, pág. 17) 
En este punto es importante señalar que mientras me encuentro desarrollando el tema la 
Asamblea Nacional del Ecuador se encuentra tratando la Ley de Aguas es por eso que creo 
pertinente sugerir al Estado ecuatoriano socialice la Ley y tome en consideración las 
observaciones hechas por las organizaciones sociales defensores del agua. 
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Por su parte, (Acosta, Construcción el Buen Vivir- Sumak Kawsay, Línea de Fuego, 2013), 
manifiesta que estas expresiones se encuentran plasmadas tanto en la constitución del Ecuador 
como en la de Bolivia, 
“en el primer caso es el Buen Vivir o Sumak Kawsay (en kichwa), y en el segundo, 
en particular el Vivir Bien o Suma Qamaña (en aymara) y también Sumak Kawsay 
(en quechua). Existen nociones similares (mas no idénticas) en otros pueblos 
indígenas, como los Mapuche (Chile), los Guaranís de Bolivia y Paraguay, los 
Kunas (Panamá), los Achuar (Amazonía ecuatoriana), pero también en la tradición 
Maya (Guatemala), en Chiapas (México), entre otros”. 
Cabe resaltar que en Bolivia, la participación de los grupos indígenas mayoritarios 
promovieron la inserción de los denominados “principios ético- morales de la sociedad plural, entre 
ellos, el suma qamaña (vivir bien), ñandereko (vida armoniosa) o el teko kavi (vida buena)” y en el 
Ecuador como bien se había enunciado el Buen Vivir o (Sumak Kawsay). (Acosta, Construcción 
el Buen Vivir- Sumak Kawsay, Línea de Fuego, 2013) 
Efectivamente Bolivia y Ecuador lograron consagrar en sus constituciones el 
reconocimiento de la plurinacionalidad y la inserción de nociones entendidos como propios de 
la “filosofía andina” (Silva, 2008, pág. 113), diferente a la concepción occidental en varios 
aspectos, pues,  
“Su sentido no está en asegurar la mejor vida, sino en una vida buena. Tiene un 
toque de austeridad, y no es vivir mejor que otros ni a costa de otros” (Gudynas, 
2011, pág. 113) 
Puesto que el Buen Vivir no es solamente la defensa de la madre tierra, o la relación 
armónica de la madre tierra con los seres humanos, o de la relación de la humanidad con la 
tierra o de la sociedad en sí, tiene que ver con muchos aspectos, por cuanto 
“El buen vivir tiene que ver con el buen alimentarse, con el buen dormir, con el 
buen bailar o danzar, porque en el mundo andino, ancestralmente y hasta hoy en 
nuestras comunidades todos los trabajos lo hacemos bailando, porque el trabajo es 
una alegría y no un castigo como en la concepción occidental”. (Palacio) 
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Para (Boaventura de Souza Santos, 2010), la definición del Sumak Kawsay, deviene de la 
manifestación originaria y nativa, por lo que resulta trascendental que estas concepciones 
devengan de movimientos progresistas que hayan dado inicio a la utilización de lenguas no 
coloniales. 
Considerando que el empoderamiento del movimiento indígena es uno de los 
fenómenos sociales más importantes de América Latina puesto que llevo a la vinculación de sus 
prácticas ancestrales en el marco constitucional, en medio de un escenario en donde se 
consolidaban las políticas neoliberales, que provocaron el más grande, 
“fracasó en su intento de construir sociedades homogéneas y, en lugar de ello, dio 
paso a gobiernos que utilizaron al racismo hacia lo indígena como un dispositivo 
del poder y generaron sociedades excluyentes, en las cuales el rasgo común es la 
situación de desventaja de los pueblos indígenas en relación a otros sectores de la 
sociedad” (Silva, 2008, pág. 112). En este contexto el Buen Vivir podría entenderse 
como un “adelanto en la conformación de un Estado incluyente que comprende la 
perspectiva indígena en su proyecto político y, que responde a los cuestionamientos 
de los movimientos indígenas. 
“Se trata del Vivir Bien, un concepto de comunidad donde nadie puede ganar si su 
vecino no gana. La concepción capitalista es exactamente lo opuesto: para que yo 
gane, el resto del mundo tiene que perder. No hay ganancia sin pérdida: si vamos al 
tribunal alguien gana, otro pierde. Pero hay que intentar imaginar un modelo 
diferente de economía y de sociedad, con otra concepción de naturaleza”. 
(Boaventura de Souza Santos, pág. 13) 
Si bien es cierto la constitución ecuatoriana estableció los derechos de la naturaleza’, no 
obstante los debates antepuestos a este reconocimiento fueron intensos, ya que hasta allí la 
naturaleza era vista como un objeto, y un  recurso natural.  
Efectivamente según la concepción andina establecida en la constitución el concepto de 
derechos de la naturaleza tiene que ver con la Pachamama, a la Madre Tierra, pues tiene su 
analogía con la cosmovisión que se funda con la relación de la naturaleza con los seres 
humanos. Es por eso que los indígenas Sarayacu del Ecuador, manifiestan que “extraer el 
petróleo de sus tierras es extraer su sangre, o sea la sangre de la tierra ligada a la sangre de las 
personas”. (Boaventura de Souza Santos, 2010, pág. 16) 
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Gudynas por su parte enfatiza que el buen vivir o sumak Kausay es un: 
 “concepto en construcción y heterogéneo que, en cualquiera de sus variantes, 
implica cuestionar las ideas convencionales de desarrollo. Su carácter de 
alternativa al desarrollo debe fundarse en la incorporación y gestión real de una 
nueva ética ambiental en una perspectiva biocéntrica que introduzca la importante 
distinción entre la preocupación por el ambiente como mecanismo para mejorar la 
calidad de vida de las personas, y la preocupación por la naturaleza centrada en el 
ambiente en sí mismo”. (Farahá & Vasapollo, 2011, pág. 25) 
Lo dicho conlleva a definir al Sumak kawsay o el Buen Vivir y se refiere primeramente 
a la concepción de vida de las poblaciones indígenas de la región andina, pues es un modelo de 
vida, que requiere de la participación de los seres humanos con una estrecha relación, o también 
armonía, con la naturaleza, para así optimizar la calidad y la expectativa de vida de la población 
ecuatoriana. 
No obstante el Buen Vivir reconoce los valores culturales existentes en el país y en el 
mundo, y representa  un rompimiento conceptual con la noción de desarrollo, pues “desnuda los 
errores y las limitaciones de las diversa teorías del llamado desarrollo”. (Sampere, Acosta, Abdalla, & 
Orti, 2010, pág. 13) 
Significa que debe existir armonía entre los conceptos y discursos sobre Buen Vivir  y 
el ecosistema, por lo que el desarrollo económico del país no debería fundamentarse en políticas 
extractivistas  que conllevan a un deterioro del medio ambiente, fundamentalmente del agua. 
Significa que las “libertades, oportunidades, capacidades y potencialidades reales de los individuos se 
amplíen y florezcan de modo que permitan lograr simultáneamente aquello que la sociedad, los 
territorios, las diversas identidades colectivas y cada uno -visto como un ser humano universal y 
particular a la vez- valora como objetivo de vida deseable (Ramírez, R; 2008:12). 
Tiene que ver con otra forma de vida, con una serie de derechos y garantías sociales, 
económicas y ambientales. También está plasmado en los principios orientadores del régimen 
económico, que se  caracterizan por promover una relación armoniosa entre los seres humanos 
individual y colectivamente, así como con la naturaleza. En esencia busca construir una 
economía solidaria, al tiempo que se recuperan varias soberanías como concepto central de la 
vida política del país.  
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Finalmente existen quienes critican la inclusión de este concepto en la Constitución, 
porque entre otros cuestionamientos no hay una explicación clara que determine la viabilidad y 
las garantías que tendrán los derechos del Régimen del Buen Vivir.  
Toda vez, que dentro del debate constitucional, ha concebido una serie de definiciones e 
interrogantes sobre sus alcances en la aplicación de las normas constitucionales, pues el Buen 
Vivir involucra  entre otros puntos que en la Constitución del 2008 se establezca la construcción 
de una “nueva forma de convivencia”, o   implica que no  se convierta en una simple retórica o el 
inicio de un nuevo modelo de Estado. 
A estos cuestionamientos se intentado dar una serie de respuestas atribuyéndole al Buen 
vivir  (Sumak Kawsay) el “poder de construir un modelo alternativo de sociedad” (León, 2008, pág. 
138 y 139)  o es simplemente el “paradigma alternativo del nuevo siglo que recoge el reto del ius 
publicismo social progresista europeo” (Palacios, 2008, pág. 42)  , sin lugar a duda todos estos 
enfoques pone en la apogeo esta nueva estructura social, que conlleva a un proceso que implica 
un nivel de compromiso tanto de dirigentes del Estado, con la entrega de recursos; como de los 
ciudadanos quienes debemos conocer nuestros derechos para hacerlos y hacer cumplir. Pues 
desde la perspectiva indígena el mejoramiento social es una categoría en permanente 
construcción y reproducción. 
3.3. El Buen Vivir y el agua en el marco constitucional ecuatoriano 
Al ser el Buen Vivir un principio filosófico que mantiene un significado de gran alcance 
en donde el equilibrio significa vida plena, motivado gracias el pensamiento del mundo 
indígena y plasmado en la constitución de la República “cuyo origen no corresponde a las 
tradicionales fuentes del derecho (es decir a las prescripciones normativas de la Modernidad)”, (Ávila, 
2008, pág. 124) entonces significa que se instituyó en la Constitución un diferente y novedoso 
paradigma conceptual. 
Un aspecto importante que hay que recalcar que el marco constitucional desarrolla una 
formulación extensiva de los valores, principios y derechos constitucionales. Que caracteriza al 
Estado constitucional como de “derechos” y justicia”, entendiendo el universo de éstos, como 
instrumentos internacionales de derechos humanos y otros que garanticen la dignidad humana. 
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De tal manera que el Preámbulo de la Constitución de la República vigente desde el año 
2008 señala que “el pueblo ecuatoriano decide construir una forma de convivencia en diversidad y 
armonía con la naturaleza para alcanzar el buen vivir o sumak kawsay”  ( Preámbulo de la Constitución 
de la República ) este texto de forma reiterada y similar se señala en todo el marco constitucional, 
en distintas secciones. 
La Constitución  del Ecuador del año 2008 contiene al buen vivir principalmente en dos 
partes. La primera hace referencia a los “Derechos del buen vivir”, mientras que la segunda se 
denomina “Régimen del buen vivir”. 
Pues en el capítulo destinado a los Derechos del Buen Vivir, encontramos en primer 
lugar a los nuevos derechos al agua y a la alimentación; y luego el derecho al ambiente sano, el 
derecho a la comunicación e información; el derecho a la cultura y la ciencia; el derecho a la 
educación; al hábitat y vivienda; el derecho a la Salud; están íntimamente ligados al ejercicio 
del derecho al agua y a una vida digna.  
Se reconoce los Derechos de la Naturaleza, que garantizan el respecto integral a su 
existencia, al mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura y 
procesos evolutivos; derechos a su restauración y a la aplicación de medidas de 
precaución y restricción de actividades que puedan conducir a la destrucción de 
ecosistemas o alterar permanentemente sus ciclos naturales. (Constitución de la 
República, 2008) Art. 71 y ss. 
Además se vincula el derecho al agua, con el ejercicio de otros derechos, como el 
derecho a la salud, alimentación, a un ambiente sano. En relación al derecho a la soberanía 
alimentaria se establece la preferencia de la producción de alimentos para el consumo nacional. 
Estos derechos del buen vivir ocupan la misma jerarquía que otros conjuntos de 
derechos, tales como: personas y grupos de atención prioritaria, comunidades, pueblos y 
nacionalidades, libertad, de la Naturaleza, y protección. Y, a su vez, este conjunto tiene un 
correlato en una sección dedicada a las responsabilidades. 
Es decir pone a todos los derechos en igualdad de jerarquía, lo que significa que se 
elimina los derechos de primera, segunda y tercera generación, o el hecho de que unos derechos 
son más necesarios que otros. En este sentido, todos los derechos alcanzan la categoría de 
derechos trascendentales, ya que 
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“Todos los derechos constituyen la parte y el todo de los derechos humanos con una 
visión de protección y garantía amplia: universal de relación mutua e 
interdependiente”. (Trujillo, 2010, pág. 85) 
Con relación al régimen de desarrollo y el régimen del buen vivir la constitución indica 
visiblemente que el desarrollo debe servir al buen vivir. 
 El “régimen de desarrollo” es definido como “el conjunto organizado, sostenible y 
dinámico de los sistemas económicos, políticos, socio-culturales y ambientales, que 
garantizan la realización del buen vivir, del sumak kawsay” ( Constitución de la 
República) Art. 275. 
Es decir se demanda una directa vinculación entre las estrategias de desarrollo y el respeto a los 
hombres y/o mujeres con la naturaleza, pues  
 “buen vivir requerirá que las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades 
gocen efectivamente de sus derechos, y ejerzan responsabilidades en el marco de la 
interculturalidad, del respeto a sus diversidades, y de la convivencia armónica con 
la naturaleza” (art. 275). Este régimen de desarrollo debe atender una 
planificación participativa, y se expresa en las áreas del trabajo y de las soberanías 
alimentaria y económica. En paralelo, el régimen del buen vivir incluye (Acosta, 
“Vivir Bien Paradigma no capitalista”, 2011, pág. 234)  de inclusión y equidad (por 
ejemplo, educación, salud, vivienda, cultura, etc.), biodiversidad y recursos 
naturales”. 
En tanto que, la nueva constitución ha incorporado nuevos derechos fundamentales y 
una serie de garantías jurisdiccionales de protección a los mismos, las personas, comunas, 
comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos son sujetos de los derechos garantizados en 
la constitución y en instrumentos internacionales; y, de manera inédita en el constitucionalismo 
mundial se reconoce al agua como titular de derechos.    
Consagra el derecho al agua, desde dos espacios, como derecho humano y como 
derecho de la naturaleza, por lo que, el Estado ecuatoriano está obligado a garantizarlo y 
respetarlo. Cuya garantía de respeto a estos derechos se da a través de la adopción de acciones 
de toda índole que permitirá a las personas comunidades, pueblos y nacionalidades y colectivos 
hacer efectivos dichos derechos. 
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2.4. El agua como derecho humano en la Constitución del Ecuador 
Como producto de las demandas legítimas de las organizaciones y movimientos sociales 
durante la última década, con la aprobación de la nueva Constitución de la República del 
Ecuador en el año 2008, se incorpora importantes avances en materia del derecho al agua; en 
este sentido, la carta política reconoce al agua como un derecho humano fundamental e 
irrenunciable, patrimonio nacional estratégico de uso público, dominio inalienable, 
imprescriptible, inembargable del Estado, se establece que el agua constituye un elemento vital 
para la naturaleza y para la existencia de los seres humanos.  
Pues al definirla al agua como patrimonio nacional, se entiende que “el agua está dentro 
del derecho público, que pertenece a un bien colectivo, propiedad de toda la sociedad; por tanto, 
no puede ser negociado. 
Siendo así el Estado ecuatoriano a través de la Ley de Aguas que se encuentra en debate en la 
Asamblea Nacional, debería contemplar la reversión de concesiones en los casos en que se ha 
demostrado el incumplimiento de los contratos, además de graves lesiones a los derechos 
fundamentales, como el caso de la Empresa INTERAGUA donde el Estado ha realizado varios 
estudios técnicos cuyos datos respaldan la caducidad del contrato con dicha empresa. 
En tanto que el agua ya no es conceptualizada como un bien, o como un recurso; el agua es un 
patrimonio estratégico, por lo que  supone un manejo responsable en el presente para garantizar 
su uso a las generaciones futuras, puesto que,  
“Al ser el agua un patrimonio nacional estratégico, imprescindible para la vida y el 
desarrollo del país, se debe garantizar que su uso y gestión estén en manos del 
Estado. Por ello se prohíbe categóricamente su privatización”. (Acosta, “Agua un 
derecho humano Fundamental”, 2010, pág. 193). Ya que al considerarla al agua 
como un bien de dominio inalienable e imprescriptible e inembargable significa que 
el Estado tiene la potestad de planificar la prestación del servicio, la gestión de los 
recursos hídricos que se destinarán al consumo humano y el riego, que garantice la 
soberanía alimentaria en todo el territorio. 
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Es necesario señalar que el marco constitucional prohíbe expresamente toda forma de 
privatización del agua y establece además que la gestión del agua será exclusivamente pública o 
comunitaria, que el servicio público de saneamiento, el abastecimiento de agua potable y el 
riego serán prestados únicamente por personas jurídicas estatales o comunitarias, que la 
naturaleza será sujeto de aquellos derechos que le reconozca la constitución, la protección del 
ciclo hidrológico y de conformidad al artículo 318 de la Carta Magna este marco jurídico se 
establece un orden de prelación para la utilización del agua señalando que primero es para el 
consumo humano, segundo para el riego que garantice la soberanía alimentaria, cuarto para el 
caudal ecológico y finalmente, para las actividades productivas. Además, el Estado está 
obligado a garantizar que la soberanía energética no afecte el derecho al agua ni se la alcance en 
detrimento de la soberanía alimentaria. 
 
 
Finalmente en la nueva constitución se establecen diferentes disposiciones transitorias 
que deberían modificar la situación de inequidad en la distribución y acceso al agua existentes, 
realizar la condonación de deudas de agua a usuarios de extrema pobreza, la elaboración de la 
nueva ley de aguas y la auditoria de las concesiones de servicios públicos de agua y 
saneamiento realizadas a empresas privadas para de acuerdo al nuevo marco constitucional 
definir su vigencia, renegociación o terminación de los contratos. 
Para el real cumplimiento de estos derechos la constitución dispone en el artículo 3.1 
que, dentro de los elementos constitutivos y principios fundamentales del Estado es deber 
primordial del Estado entre otros:  
“Garantizar, sin discriminación alguna, el efectivo goce de los derechos humanos, 
establecidos en la Constitución y en los convenios y más instrumentos 
internacionales vigentes, en especial el agua para todos sus habitantes entre otros 
derechos.” 
Es decir que es responsabilidad del Estado ecuatoriano garantizar a todos los habitantes 
de su territorio sean nacionales o extranjeros, el pleno goce y ejercicio de los derechos que le 
son reconocidos en la Constitución entre ellos, el Derecho al Agua, lo cual se traduce en salud 
individual y pública. Por tal motivo,  
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“El Estado al brindar el servicio de agua potable a todos los sectores poblacionales 
para hacer efectiva la garantía constitucional, deberá subsidiar los sectores de 
extrema pobreza, ese subsidio puede ser cubierto solidariamente por el cobro de 
una tarifa mayor a los sectores ricos aplicando el principio de solidaridad como 
una forma de financiamiento directo o mediante asignación directa del Presupuesto 
Estatal.” (Guanopatin, 2008, pág. 259) 
Por su parte el reconocimiento del agua como un derecho humano significa la  
obligación de que las normas legales y políticas públicas garanticen el acceso amplio al 
aprovechamiento del agua y a los sistemas de riego. Por tanto, el Estado ecuatoriano está 
obligado a garantizar que la tenencia y distribución del agua no se encuentre en pocas manos, 
sino que sea de fácil acceso para las personas y comunidades en general. 
3.5 Vinculación del derecho al agua con otros derechos 
Significa que la realización de unos derechos significa la realización de otros. El agua es 
un derecho humano cuyo ejercicio y goce permite el ejercicio de otros derechos la soberanía 
alimentaria que garantiza el derecho de la alimentación, la salud, la cultura; el derecho a un 
ambiente sano; a construir y mantener la identidad cultural; a un hábitat seguro y saludable; y a 
una vida digna. 
2.4.1. El agua para consumo humano y doméstico 
En este contexto es importante mencionar que las personas, comunidades, pueblos, 
nacionalidades y colectivos gozan del derecho a disponer de forma continua y 
suficiente de agua salubre, accesible y asequible para el consumo personal y 
doméstico”. ( Artículo 12 de la Constitución de la República y Párrafo 2 de la 
Observación General No. 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales.) 
En este sentido el Estado debería establecer un mínimo vital gratuito. 
Por su parte, el derecho humano al agua no se circunscribe al agua para consumo  humano. El  
derecho al agua implica también el derecho a una vida digna, que implica la salud y el 
saneamiento.  
91 
 
2.4.2. El agua y la salud  
El artículo 32 establece que: 
 “La salud es un derecho que garantiza el Estado, cuya realización se vincula al 
ejercicio de otros derechos, entre ellos el derecho al agua, la alimentación, la 
educación, la cultura física, el trabajo, la seguridad social, los ambientes sanos y 
otros que sustentan el buen vivir. 
El Estado garantizará este derecho mediante políticas económicas, sociales, 
culturales, educativas y ambientales; y el acceso permanente, oportuno y sin 
exclusión a programas, acciones y servicios de promoción y atención integral de 
salud, salud sexual y salud reproductiva. La prestación de los servicios de salud se 
regirá por los principios de equidad, universalidad, solidaridad, interculturalidad, 
calidad, eficiencia, eficacia, precaución y bioética, con enfoque de género y 
generacional”. 
Así también el artículo 66 de la carta Magna establece: 
 “se  reconoce  y  garantizará  a  las  personas:  
2.  El  derecho  a  una  vida  digna,  que  asegure  la salud,  alimentación  y  
nutrición,  agua  potable, vivienda, saneamiento ambiental (…)”  
Resulta contradictorio pues la política extractivista que tiene como prioridad el gobierno 
conlleva a que: 
 “Las instalaciones de almacenamiento de residuos mineros que generan ácidos 
pueden tener efectos graves sobre las aguas de superficie y subterráneas y sobre la 
vida acuática, pues la combinación de acidez y contaminación disueltos mata casi 
todas las formas de vida acuática, esterilizando los ríos y haciendo que el agua sea 
inadecuada para el consumo humano”. (Yupari, pág. 12) 
Así mismo es importante señalar que, 
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“Las aguas residuales industriales son generadas por la separación del crudo y el 
agua de formación y contaminan constantemente el ambiente  en  las  piscinas  
abiertas  que  evacuan  sin control alguno al sistema acuífero de la región  
amazónica.  Las  aguas  de  formación  han sido reinyectadas en la zona Tiyayaku, 
que es un gran acuífero de agua dulce, lo que contamina los acuíferos superiores y 
por cierto el agua de consumo  humano  pues  mucha  gente  consume agua de 
pozo”. (Acosta, “Agua un derecho humano Fundamental”, 2010, pág. 12). Por lo 
tanto toda norma o política pública que aborde el derecho al agua deberá 
garantizar que ésta sea salubre y libre de contaminación.  
2.4.3. El agua para riego 
"En el Ecuador se estima que existen alrededor de 3’140.000 de hectáreas 
cultivables (datos de Senagua de 2009), de las cuales aproximadamente  939.000  
cuentan  con  infraestructura  de riego; se estima que el 22% se beneficia de riego 
estatal diseñado, construido, operado y administrado por el sector público; 
mientras que el 78% es regada mediante sistemas de riego particular en donde se 
encuentran minifundistas, campesinos e indígenas. De esta superficie, 
aproximadamente el 50% es el riego campesino manejado por las comunidades 
campesinas e indígenas y el 50% es el riego comercial manejado por propietarios 
medianos y grandes fincas que principalmente destinan su producción para la agro 
exportación”. (Acosta, “Agua un derecho humano Fundamental”, 2010, págs. 67 - 
68) 
Por su parte los sistemas comunitarios de riego se han desarrollado, siempre al margen 
de los planes y programas de los gobiernos, más se han ido estableciendo bajo la premisa de sus 
propias necesidades y fortalezas, en este escenario se han  ido instituyendo varios modelos de 
organización y distintas modalidades de distribución de las aguas lo que ha implicado una gran 
complejidad  para  el  reconocimiento de los derechos.  
 
Adicionalmente es importante señalar que los conflictos entre las comunidades que comparten 
un mismo canal o fuente han constituido un verdadero obstáculo para que se legalice el derecho 
de uso del agua por parte de los campesinos. El funcionamiento de los sistemas de riego 
comunitarios  es  básico  para la producción de alimentos para la  dieta familiar, comunitaria y 
de la ciudad, pero también es importante para el fortalecimiento de la organización comunitaria, 
pues el agua es un elemento que aglutina y que siempre es de sumo interés para todos. También 
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es la base fundamental de un sector económico del país que depende de la producción y 
productividad, aspectos que están íntimamente ligados con el acceso y gestión del agua de riego. 
En consecuencia el Estado debe establecer un mínimo gratuito de agua para riego que asegure la 
pequeña y mediana producción destinada a garantizar la soberanía alimentaria.  
2.4.4. Usos culturales del agua 
El artículo 13 establece que: 
 “Las personas y colectividades tienen derecho al acceso seguro y permanente a 
alimentos sanos, suficientes y nutritivos; preferentemente producidos a nivel local y 
en correspondencia con sus diversas identidades y tradiciones culturales. "El 
Estado ecuatoriano promoverá la soberanía alimentaria”. 
“la consideración del agua como un bien cultural debe entenderse como el 
reconocimiento de las diversas dimensiones socioculturales de la relación de las 
personas con el agua, como las relativas a la identidad, la herencia cultural y el 
sentido de pertenencia”  (UNESCO, 2009, pág. 4) 
Es así que la gestión que se haga del agua no solamente debe enfocarse en términos de 
eficiencia económica, por el contrario, debe entenderse que tiene un significado social cuya 
peculiaridad es el considerarse como elemento estratégico para la vida de las personas como 
sucede con las implicancias ambientales que pueda tener o la incidencia en las relaciones y 
estructuras sociales dentro de los mismos pueblos indígenas, así como considerar los valores 
culturales en él implícitos, permitirá valorar de mejor manera los efectos que una determinada 
acción u omisión estatal tenga sobre dicho derecho, y por tanto si se viola o no en tanto derecho 
humano. 
En efecto las instituciones del Estado están obligados a tomar en consideración al momento de 
emitir las normas legales y las políticas públicas el valor que tiene el agua para los pueblos y 
nacionalidades indígenas, por tanto, deberán contemplar los usos culturales como aquellos 
relacionados con ritos agrícolas y medicina tradicional, así como la existencia de lugares 
sagrados como, lagunas, cascadas, entre otros. 
94 
 
En consecuencia la Constitución dispone que el ejercicio del derecho al agua surge desde que el 
agua está en fuentes y que su protección debe ir a partir de la revisión de caracteres de cantidad 
y calidad que permitan al ser humano tener acceso a ella en calidad de derecho, para sus 
diferentes usos, además de que el Estado tenga la responsabilidad de participar en las fases de 
uso, acceso, conservación, gestión 
Lo dicho nos lleva a entender que a medida de que el derecho al agua es amplio, no se refiere al 
derecho sobre el agua potable o de consumo, sino a todas aquellas formas en las cuales el no 
tener acceso al agua, impida por ejemplo, tener acceso a riego de la producción en los campos, 
el agua para la vida de los peces, etc. El derecho al agua por lo tanto es regido por los siguientes 
principios:  
“- El primero, es el derecho a disponer de una cantidad suficiente para consumir de 
agua potable. 
-  El segundo, es que el agua debe cumplir con los estándares máximos para ser 
consumida.  
- El tercero, consiste en que el centro de abastecimiento debe estar próximo a la 
residencia y de fácil acceso. 
-  El cuarto y último, es que el hecho de acceder al agua no puede significar 
renunciar al consumo de otros bienes vitales. En tal caso el acceso al agua debe ser 
enteramente gratuito”.                                             ( 
http://www.inredh.net/index.php?option=com_content&view=article&id=176%3Al
os-impactos-de-la-explotacion-petrolera-en-relacion-al-derecho-humano-al-
agua&Itemid=126) 
En cuanto al tema de soberanía alimentaria los artículos 281 y 282 de la 
Constitución establecen la promoción de políticas redistributivas en relación a la tierra 
y al agua, se prohíbe el latifundio y la concentración de la tierra, el acaparamiento o 
privatización del agua y sus fuentes. El estado regulará el uso y el manejo del agua de 
riego para la producción de alimentos.  
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2.5. El agua como derecho de la naturaleza 
Empezaré señalando que la Constitución Ecuatoriana de 2008 es la primera en el mundo 
en reconocer derechos a la naturaleza. Pues  
“Los Derechos de la Naturaleza responden a una nueva –de hecho antigua– visión 
en torno a la vida. Surgen de una matriz social, cultural y cognoscitiva distinta en la 
relación de los seres humanos con la Naturaleza” (Acosta & Martínez, “Agua un 
derecho humano Fundamental”, 2010, pág. 9 y 10) 
Parte de una visión diferente, por cuanto se considera que hay un valor intrínseco que va 
más allá de la utilidad para los seres humanos o del valor que el ser humano le otorgue, según lo 
expone en su artículo Eduardo Gudynas. 
El derecho a la naturaleza sienta sus bases en las luchas por el territorio, por el agua, y por la 
soberanía alimentaria. Así mismo la incorporación de este derecho es el resultado de las luchas 
contra el extractivismo. 
Es así que el artículo 71 y siguientes, de la Carta Magna se incorporan una serie de garantías 
para la conservación del ciclo hidrológico, la protección de las fuentes de agua, la calidad del 
agua; así también se establecen derechos a la restauración de la naturaleza, medidas para 
precautelar y restringir actividades que alteren los ecosistemas, así, 
“El  mantenimiento  y  regeneración  de  los ciclos vitales de la naturaleza, entre 
ellos uno de  los más  importantes, el  del  agua,  no  implica  solamente  el  cuidado  
y  gestión  sustentable  de  ecosistemas  fundamentales  para  el agua, como los 
páramos, bosques y humedales; sino también el manejo integral del agua en sus 
diversos usos, desde la captación hasta la  descarga,  una  vez  que  el  agua  es  
utilizada. Esto  implica  incorporar  cambios  profundos en  el  uso  y  tratamiento  
del  agua  en  sectores urbanos, en la agricultura, en la industria, en la minería, en 
la industria petrolera”. (Acosta & Martínez, “Agua un derecho humano 
Fundamental”, 2010, pág. 190) 
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La inclusión de los derechos de la naturaleza, en consonancia con el derecho al agua 
abre una doble dimensión en torno a la protección del derecho al agua, en tanto y en cuanto, el 
líquido vital se lo reconoce como un derecho fundamental y al mismo tiempo es parte esencial 
de la naturaleza; ello implica un esfuerzo por construir una normativa adecuada y políticas 
públicas que viabilice el ejercicio del derecho. Es importante mencionar que por primera vez en 
la historia del constitucionalismo, se incorpora a la naturaleza como sujeto de derechos, el agua 
es un componente fundamental de la naturaleza, la misma que tiene derechos propios a existir y 
mantener sus ciclos vitales. 
3.5.1. Caudales ecológicos  
“En el Ecuador, el concepto de caudales ecológicos, como  una  cantidad  de  agua  
que  debe  quedar  en  el  río,  fue  introducido  de  forma  aislada  y en  
concordancia  con  la  gestión  sectorizada  del  agua en el Acuerdo Ministerial 
No.155 (R.O. 41 del 14 de marzo de 2007) como Norma Técnica Ambiental  para  la  
Prevención  y  Control  de  la Contaminación  Ambiental  para  los  sectores  de 
infraestructura: eléctrico, telecomunicaciones y transporte (puertos y 
aeropuertos)emitido por el Ministerio de Ambiente (MAE) e implementado por  el  
Consejo  Nacional  de  Electrificación, CONELEC,  como  autoridad  ambiental  de 
aplicación  responsable.  El  objetivo  fue  el  de  regular  y  mitigar  los  impactos  
ambientales  de las centrales hidroeléctricas que ya estaban en  funcionamiento,  
considerando  como  criterio, en  su  momento,  el   10%  del  caudal  mínimo 
promedio anual; porcentaje y metodología que la luz de los avances y 
conocimientos actuales es  conveniente  revisar  y  reformular”. (Arias, 2012, pág. 
2) 
No obstante el caudal ecológico tiene que ver con la cantidad de agua necesaria que  
debe existir en un determinado cuerpo de agua para garantizar su funcionalidad eco sistémica. 
Es decir, que: 
“la dinámica ecológica de  un  ecosistema  se  mantenga  en  equilibrio, tanto en 
composición y estructura de especies, como  en  condiciones  hidrológicas,  
facilitando de esta manera la disponibilidad de condiciones físicas del hábitat para 
el adecuado crecimiento y  desarrollo  de  las  especies  que  dependen  del cuerpo 
de agua para cumplir su ciclo vital”. (Arias, 2012, pág. 6) 
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La Constitución de la República en el artículo 411, sección sexta hace referencia al agua 
y manifiesta que: 
 
 “El  Estado  garantizará  su  conservación, recuperación, y manejo integral de los 
recursos hídricos, cuencas hidrográficas y de los caudales ecológicos asociados al 
ciclo  hidrológico”.  
Así mismo, dispone que se deberá regular toda actividad que pueda afectar la calidad y 
cantidad de agua y el equilibrio de los ecosistemas, dando un enfoque ecosistémico al recurso. 
El Estado garantizará la conservación, recuperación y manejo integral de los recursos hídricos, 
cuencas hidrográficas y caudales ecológicos asociados al ciclo hidrológico. “Además se establece 
que la sustentabilidad de los ecosistemas y el consumo humano serán prioritarios en el  uso y 
aprovechamiento del agua”.  
En el caso del derecho al agua, hay que destacar que la Constitución realiza un avance 
al establecer que la sustentabilidad de los ecosistemas y el consumo humano tendrán prioridad 
en el uso y aprovechamiento del agua.  
En efecto la Constitución de la República, en fundamento al principio filosófico del 
Sumak Kawsay  ha establecido que la autoridad debe garantizar los derechos de la naturaleza al 
mismo tiempo que el derecho humano al agua es así que, 
“el agua para fines productivos, puede verse legítimamente limitado frente a las 
prioridades mencionadas anteriormente. Adicionalmente, el artículo 71 también 
garantiza la regeneración de los ciclos vitales. Por tanto, la autoridad tiene la 
obligación de garantizar tanto el acceso al agua de forma continua y a futuro 
manteniendo los niveles de sostenibilidad del ecosistema para el propio bienestar y 
consumo del ser humano”. (Arias, 2012, pág. 3) 
En este contexto, el artículo 85 numeral 2, de la Constitución establece que  las 
instituciones están obligadas a conciliar los derechos en conflicto, pues:  
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“En el caso de conflictos entre el uso del agua para sustentabilidad de los 
ecosistemas y el uso para consumo humano, habría que determinar múltiples 
aspectos tales como el impacto ambiental y el impacto social en el caso específico, 
la existencia de tecnologías sustentables, la posibilidad de fuentes de agua 
alternativas, etc. Solo una evaluación a nivel específico y criterios técnicos pueden 
proveer la ponderación y efectivización de derechos”. (Arias, 2012, pág. 3) 
En este sentido la Constitución de la República con la sección denominada Régimen del 
Buen Vivir nos transporta al reconocimiento de los derechos de la naturaleza pues es, 
“una oportunidad y a la vez un reto para poner en práctica la visión biocéntrica y 
pionera en el país para una verdadera gestión integral de recursos hídricos”.  
(Arias, 2012, pág. 4) 
Es importante señalar que aparte de la Constitución y la norma 155 para 
hidroelectricidad no existe una norma expresa, que regule de forma directa ni relevante para la 
determinación y evaluación de caudales ecológicos. A partir de la Constitución se estipula que 
es la autoridad del agua quien regulará los caudales ecológicos, la gestión del agua, su 
planificación, regulación y control, cooperando y coordinando con la autoridad ambiental para 
garantizar el manejo del agua con un enfoque ecosistémico, según lo determina el artículo 412 
de la propia Constitución.  
3.5.2. El agua como sector estratégico 
En cuanto a los temas relacionados a los sectores estratégicos, servicios y empresas 
públicas, la norma constitucional reconoce el carácter estratégico del agua, así como su 
importancia vital para la naturaleza y para los seres humanos. Prohíbe su privatización y 
establece la exclusividad para su manejo en manos públicas y comunitarias. Así el artículo 313 
establece que  el Estado se reserva el derecho de administrar, regular, controlar y gestionar los 
sectores estratégicos, de conformidad con los principios de sostenibilidad ambiental, 
precaución, prevención y eficiencia... El agua es considerada como uno de los sectores 
estratégicos del Estado.  
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No obstante, más adelante en el Art. 316, Párr. 2), se establece serías contradicciones a 
lo dicho al posibilitar que los sectores estratégicos incluido el agua “de forma excepcional, pueda 
delegarse a la iniciativa privada y a la economía popular y solidaria, el ejercicio de estas actividades, en 
los casos que establezca la ley.” Abriendo de esta manera la puerta para futuras privatizaciones del 
agua. 
Por su parte el artículo 314 establece que: 
 “El Estado será responsable de la provisión de los servicios públicos de agua 
potable y de riego....” El artículo 318 establece que “El agua es patrimonio 
nacional estratégico de uso público, dominio inalienable e imprescriptible del 
Estado, y constituye un elemento vital para la naturaleza y para la existencia de los 
seres humanos. Se prohíbe toda forma de privatización del agua”. “La gestión del 
agua será exclusivamente pública o comunitaria. El servicio público de 
saneamiento, el abastecimiento de agua potable y el riego serán prestados 
únicamente por personas jurídicas estatales o comunitarias”. “El Estado 
fortalecerá la gestión y funcionamiento de las iniciativas comunitarias en torno a la 
gestión del agua y la prestación de los servicios públicos, mediante el incentivo de 
alianzas entre lo público y comunitario para la prestación de servicio”. “El Estado, 
a través de la autoridad única del agua, será el responsable directo de la 
planificación y gestión de los recursos hídricos que se destinarán a consumo 
humano, riego que garantice la soberanía alimentaria, caudal ecológico y 
actividades productivas, en este orden de prelación. Se requerirá autorización del 
Estado para el aprovechamiento del agua con fines productivos por parte de los 
sectores público, privado y de la economía popular y solidaria, de acuerdo con la 
ley”. 
Dicho esto es importante señalar que en el artículo 318 la constitución pone de manifiesto la 
intención del Estado de recuperar la soberanía en el manejo del agua, revirtiendo los viejos 
postulados establecido en la Constitución de 1998, que abrió las puertas a la privatización, 
mediante la entrega al sector privado de los servicios de agua potable y de riego. 
Cabe señalar que el artículo 249 de la Constitución Política de la República del 
Ecuador del año 1998, establecía que el agua potable y de riego así como los 
servicios relacionados con su utilización son responsabilidad del Estado, que 
“podrá prestarlos directamente o por delegación a empresas mixtas o privadas, 
mediante concesión, asociación, capitalización, traspaso de la propiedad 
accionaría o cualquier otra forma contractual. 
100 
 
Sin embargo, pese a la expresa prohibición de privatizar el agua, establecida en el Art. 318, más 
adelante se menciona que “la autoridad única del agua, podrá otorgar autorización para el 
aprovechamiento del agua con fines productivos a los sectores público, privado y de la economía popular 
y solidaria, de acuerdo con la ley”, disposición que de no ser regulada adecuadamente podría ser 
objeto de múltiples interpretaciones que podrían restringir el derecho al agua y abrir la puesta a 
la delegación del agua a la iniciativa privada.  
3.6. El extractivismo es una amenaza para las fuentes de agua?  
En casi todos los países que conforman América Latina, incluido el Ecuador, se ha 
experimentado un incremento significativo de la inversión privada internacional para la minería 
a gran escala, recursos provenientes principalmente de Canadá, Europa y últimamente de China. 
El Ecuador históricamente ha sido dependiente de la producción y exportación de 
productos mineros durante los últimos cuarenta años, pues  la economía de nuestro país ha se 
fortificado de la producción del petróleo. Sin embargo, Los costos ambientales y sociales que 
lleva consigo la actividad minera pasan a ser mayores que los ingresos anunciados y ello antes 
de considerar el destino y aprovechadores de los mismos. 
No obstante de la gran apertura económica, para actividades extractivas y 
particularmente para la minería, en el Ecuador no se han dado cambios significativos que 
impacte de manera positiva en el crecimiento económico o el incremento del PIB; es decir, la 
ubicación de la minería en las estadísticas económicas sigue siendo marginal. En este sentido el 
Ministerio de Energía y Minas del Ecuador (MEM) ha estimado que, 
“el aporte de la minería al PIB en los últimos siete años no ha superado el 0,35% y 
que ha declinado desde esta cifra en 2001 a 0,25 en 2007 (MEM, 2007, 11). En 
cuanto a la generación de empleo, la minería a gran escala generó en 2004 unas 
4.871 plazas de trabajo frente a las 84.280 que reporta la minería a pequeña escala 
en 2006 (MEM, 2007).” (Cisneros, 2008, pág. 5). Con respecto al agua existen 
grandes industrias extractivas que se confrontado constantemente con las 
poblaciones aledañas, toda vez que convierten al agua en una razón suficiente de 
conflictos sociales visibles en todo el continente y que se expresan en el Ecuador 
cada vez con más ímpetu.  
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Dentro del marco constitucional a la naturaleza se le considera como sujeto de derechos 
en tal virtud el Estado ecuatoriano está obligado a garantizar que los ecosistemas y zonas de 
recarga de agua permanezcan libres de contaminación. En tanto que de conformidad, al artículo 
395.1 de la Constitución de la República, 
 “el Estado tiene la obligación de garantizar un modelo sustentable de desarrollo 
que conserve la capacidad degeneración natural de los ecosistemas; así como a 
establecer los mecanismos efectivos de prevención y control de la contaminación. 
Así mismo, el Estado está obligado a regular la conservación, manejo, uso 
sustentable y recuperación de ecosistemas frágiles, por ejemplo páramos, 
humedales, bosques nublados, bosques tropicales (secos y húmedos), manglares y 
ecosistemas” (Garbay, Nasimba, & Cárdenas, pág. 16) 
Siguiendo el mismo enfoque constitucional es importante señalar que el Art. 313 
dispone que los recursos naturales no renovables, la refinación de hidrocarburos, la 
biodiversidad y el patrimonio genético, el espectro radioeléctrico y al agua entre otros, 
constituyen sectores estratégicos del Estado. 
Cabe señalar que los sectores estratégicos son  los que por su trascendencia y 
magnitud tienen decisiva influencia económica, social, política o ambiental, y 
corresponderán orientarse al pleno desarrollo de los derechos y al interés social  
Art. 313 Párr. 2. Constitución de la República del Ecuador 
Estos sectores estarán sujetos a la decisión y control exclusivo por parte del Estado. En 
el tema de la protección de  los ecosistemas, el Art. 261 constitucional expresa que el Estado 
central tendrá competencias exclusivas sobre las áreas naturales protegidas y los recursos 
naturales, entre otros ámbitos. Asimismo, el Art. 406 del mismo cuerpo legal señala que: 
 “El Estado regulará la conservación, manejo y uso sustentable, recuperación y 
limitaciones de dominio de los ecosistemas frágiles y amenazados; entre otros, los 
páramos...”.  
Frente a estos temas, regulados por la Constitución existe una gran preocupación por 
parte de los diferentes sectores sociales en especial los grupos campesinos, indígenas afectados 
por actividades extractivas que se han manifestado en contra del Gobierno. Ya que dicho texto 
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constitucional presenta serias contradicciones en los temas relacionados a sectores estratégicos y 
protección de los ecosistemas.  
Así, para el caso de los sectores estratégicos en el Art. 316, Párr. 2) Manifiesta que 
estos sectores, podrán ser delegados de forma excepcional a la iniciativa privada y 
a la economía popular y solidaria, para el ejercicio de estas actividades, en los 
casos que establezca la ley.” Así también preocupa, lo establecido en el  Art. 407 de 
la Constitución, que en primera instancia prohíbe la actividad extractiva de 
recursos no renovables en las áreas protegidas y en zonas declaradas como 
intangibles, incluida la explotación forestal. Y luego prescribe que de forma 
excepcional dichos recursos se podrán explotar a petición fundamentada de la 
Presidencia de la República y previa declaratoria de interés nacional por parte de 
la Asamblea Nacional, que, de estimarlo conveniente, podrá convocar a consulta 
popular. (CRE) 
Los mencionados artículos posibilitan, por un lado la delegación a la iniciativa privada 
de los sectores estratégicos, como el agua y la explotación de los recursos no renovables y por el 
otro que se explote recursos no renovables en las áreas protegidas y en zonas declaradas como 
intangibles como los páramos, humedales, manglares, ecosistemas marinos y marinos-costeros. 
Es decir se puede implementar un proyecto extractivo sea minero petrolero y otros en las 
indicadas zonas previo a la declaratoria de interés nacional por parte de del órgano legislativo, 
vulnerando de esta manera el derecho al agua, la soberanía alimentaria; y, lo expuesto en el 
mandato minero, establecido en la Asamblea Nacional Constituyente, que revirtió al Estado 
múltiples concesiones mineras al margen de la ley; que prohibía la explotación de minerales en 
fuentes o nacimientos de agua, áreas protegidas y otras. 
Finalmente es necesario mencionar que la visión respecto del agua como un bien no ha 
sido completamente superada, tanto el Estado como la propia población en determinados 
espacios de la institucionalidad del Ecuador todavía se sigue viendo al agua no como un 
elemento de ejercicio de derechos que además permite el ejercicio de otros derechos, sino como 
un servicio simplemente que se presta a la ciudadanía y que, también, podría ser un servicio 
voluntario. 
Cierto es  que la debilidad de las políticas ambientales en el país tampoco no permite incorporar 
de manera integral los derechos de la naturaleza, quedando los mismos en la retórica de una 
Carta Magna adelantada.  
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“No somos un país con un desarrollo industrial al punto que podamos decir que 
vamos a tratar de incentivar las exportaciones. Se han hecho esfuerzos en la 
recaudación de impuestos, en la mejor negociación de la extracción del petróleo 
(que tiene el 50% de nuestra economía); sin embargo, sigue faltando plata, entonces 
recurres a fuentes, a otras cosas y te encuentras en la encrucijada. El proceso 
constituyente es importantísimo, pero tiene que ser aterrizado a un tema financiero 
urgente, porque todos los derechos tienen su costo; bordar los derechos de la 
naturaleza en la categoría que se propuso en Montecristi es imposible, porque no es 
sostenible hacerlo y se vuelve contradictorio; sí marca una ruta del camino a 
seguir, pero hay que tener la sapiencia y la capacidad de planificación para ir 
desmontando lo otro”  (López & Balarezo, 2012, pág. 11) 
Enfoque  
Es importante señalar que el Ecuador con la Constitución de la República de 2008 consagra al 
agua como parte del derecho humano y como parte de los derechos de la naturaleza en 
consecuencia el agua se encuentra concebido como un derecho que debe ser protegido y 
respetado por lo tanto el estado ecuatoriano tiene la obligación de evitar posibles daños de los 
ecosistemas vinculados con el agua y promover su restauración. Pero no es suficiente que exista 
un marco jurídico amplio y extenso se requiere que la población ecuatoriana lleve a la práctica 
aquello que se encuentra consagrado en la Constitución. 
Se requiere un modelo económico político alterno del gobierno, donde su fuente de desarrollo 
económico no sea el extractivismo, donde la renta no obedezca a la política minera, del petróleo, 
por cuanto estas circunstancias proyectan sistemas de inequidad en la distribución del agua y 
con ello devienen problemas sociales y ambientales que ponen en riesgo el ejercicio del derecho 
humano al agua en la población Ecuatoriana. 
De no existir comprensión por parte del gobierno sobre las necesidades de las 
poblaciones afectadas y prefieran eludir el debate documental, usando deliberadamente 
conceptos descalificativos en contra de quien o quienes no piensan igual, estos conflictos 
pueden crecer de manera acelerada y agudizarse ante el tratamiento negativo que reciben por 
parte de las autoridades. 
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TÍTULO IV  
REGIMEN DEL MARCO LEGAL ECUATORIANO, EN 
RELACION AL DERECHO HUMANO AL AGUA EN EL 
ECUADOR. 
En nuestro país el modelo de desarrollo establecido en los años 90 dio paso a la 
liberalización de los mercados, lo que permitió que se priorice a la propiedad privada de los 
grandes productores y se centre en la explotación irracional de la naturaleza; cuyos impactos de 
la vigencia de este modelo se relaciona con una reducción fuerte de las atribuciones y de la 
institucionalidad del Estado.  
Este modelo de desarrollo generó la desaparición de las capacidades de regulación y 
organización del Estado afectando en gran magnitud a diversas áreas y sectores económicos y se 
reflejó también en todo lo relativo a los recursos naturales, y el Estado Ecuatoriano perdió la 
capacidad de gestión en cuanto a la administración de los recursos hídricos. 
A su vez, la discrecionalidad en la toma de decisiones, consecuencia de los intereses  
presidencialistas del sistema político ecuatoriano, ha permitió que se evidencie: 
“múltiples entidades relacionadas con la gestión del agua, en diversos niveles 
administrativos, generándose así una tendencia a la dispersión sectorial y local de 
los sistemas de  información  y  evaluación  de  los  recursos  hídricos”, que hasta el 
día de hoy se mantiene. (Terán, 2005, pág. 206) 
Como consecuencia ha provocado que el Ecuador cuente con un marco legal de 
recursos hídricos, disperso en diferentes disposiciones legales, esto a su vez  ha generado 
contradicciones y vacíos jurídicos en la aplicación de la norma,  lo cual ha provocado escasa 
regulación y control del agua en asuntos significativos.  
A partir de la aprobación de la Constitución de la República en el año 2008 se incorpora 
un nuevo modelo constitucional, desde una corriente progresista, que agrupo a movimientos y 
organizaciones sociales ambientalistas entre otros, esto  permitió que el derecho al agua, se 
enfoque desde dos perspectivas como “derecho humano y como derecho de la naturaleza”. 
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(Cárdenas, Garbay, & Nacimba, pág. 12). Las reformas impuestas intentan concluir con las 
“llamadas políticas del “ajuste hídrico” orientadas  por  las concepciones de la economía neoliberal, 
que entre otros aspectos impulsaron una reforma institucional que debilitó y desmanteló la capacidad del 
Estado, y fortaleció el rol del sector privado en la gestión del agua”.  (Fernández & Buitrón, 2010, pág. 
210) 
Es así que, la Constitución de la República en la Disposición transitoria primera señala que: 
 “En el plazo máximo de 360 días se aprobará la ley que regule los recursos 
hídricos, usos y aprovechamiento del agua, que incluirá los permisos de uso y 
aprovechamiento, actuales y futuros, sus plazos, condiciones, mecanismos de 
revisión y auditoría, para asegurar la formalización y la distribución equitativa de 
este patrimonio”,  
Cabe señalar que las concepciones de las comunidades indígenas de los recursos 
naturales, el dominio y la propiedad del agua, la inequitativa distribución del recurso, la 
seguridad alimentaria, la prelación de los derechos de aprovechamiento, han sido objeto de 
análisis frecuentes, en varios foros nacionales, durante los últimos años. Con el fin de plasmar 
sus inquietudes, los movimientos indígenas, campesinos y afro ecuatorianos de Ecuador 
elaboraron una propuesta de actualización de la Ley de Aguas que incluyó tres niveles de 
demandas:  
“a) Económico: relativo a la amenaza de privatización, la distribución del recurso, 
la relación en el uso del agua y la creación de un  fondo  para  riego;  b)  Derechos  
culturales  y  sociales:  en  los  temas  de  aguas  sagradas, manejo comunitario de 
conflictos; c) Institucional: propuestas de cambio institucional y de inserción 
directa de las organización de las organizaciones”. (Palacio, 2002, citado en Iza; 
Rovere, 2006: 272).      
Para continuar con este trabajo de investigación es importante tomar en consideración la 
historia, en el marco legal ecuatoriano, la institucionalidad en relación al manejo de los recursos 
hídricos en el Ecuador a fin de entender el porqué de la inequidad en la distribución del agua. 
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4.1. Reseña histórica del marco legal ecuatoriano en relación al derecho humano al 
agua 
 
El agua en la época colonial fue propiedad exclusiva de los hacendados lo cual 
perjudico de gran manera a los indígenas, quienes perdieron el derecho al uso de este recurso. 
Esta forma de expropiación fue reforzada con la primera norma “Ley de Indias, siglo XVI hasta 
parte del XVII”. (Sánchez, 2007, pág. 9). Cuya norma establecía que los derechos de agua, se 
mantuvieran en manos españolas y parcialmente con los indígenas; no obstante en la práctica, el 
incumplimiento de las normas legales dio origen a que continuara existiendo una repartición 
desigual entre las comunidades y los hacendados. 
En este punto es importante señalar que a inicios del: 
 “Siglo XX, en 1927 se organizaron los sindicatos de El Inca en Pesillo, y más 
tarde, Tierra Libre de Moyurco, Pan y Tierra de La Chimba, todos en el sector de 
Cayambe, provincia de Pichincha. Estos sindicatos se formaron en su mayoría por 
huasipungueros, arrimados y yanaperos, y reivindicaban su derecho a la tierra, al 
agua y los pastos, al salario y al cese de abusos. ( CONAIE, 2007, págs. 10 - 11) 
La primera Ley de Aguas durante la época republicana, se originó en el año 1832, la 
misma permitía transportar el agua a través de terrenos ajenos y fue dispuesta por el: 
 “Congreso Constitucional el 15 de octubre de 1832 bajo el imperio de la 
Constitución del Estado del Ecuador (norma expedida en la ciudad de Riobamba el 
14 de junio de 1830). La presidencia de la república era entonces ejercida por el 
general venezolano Juan José Flores”. (Vallejo, 2008, pág. 99) 
La Ley regulaba la distribución de aguas y acequias comunes, incrementando la 
construcción de acequias, así como también tomaba en cuenta la urgencia de optimizar la 
productividad de los campos mediante su regadío proveniente de ríos y quebradas. 
 “El objetivo central de la norma consistía en regular la extracción de agua 
proveniente de ríos, lagos y otras fuentes públicas o comunes mediante la 
imposición de  servidumbres de acueducto”.  (Vallejo, 2008, pág. 100) 
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La mencionada Ley protegía en gran magnitud a la propiedad privada, pues el 
simplemente considerarse poseedor, le permitía la atribución para el uso y goce de este recurso, 
además que contemplaba el impedimento absoluto el acceso a terceros. Ni las aguas que corren 
por cauces naturales podían ser consideradas como bienes nacionales.  Pero el aspecto más 
crítico que acontecía con esta ley fue el hecho de que no definió claramente qué debía 
entenderse por aguas públicas ni comunes, aspecto que marcó una historia legislativa plagada de 
problemas entre consumidores. 
A partir del año 1860, inspirados en el Código Civil chileno el Ecuador, expide el nuevo 
“Código Civil”   ( Código Civil, Decreto Legislativo S/N, publicado en el Registro Auténtico Nacional, el 
3 de diciembre de 1860. Fuente Secundaria: Sistema Integrado de Legislación Ecuatoriana (SILEC)), el 
cual instituyo uno de los referentes más relevantes en la historia legislativa ecuatoriana.  Su 
influencia en las prácticas administrativas e incluso judiciales fue impetuosa de tal manera que 
llego a reemplazar por completo a la Ley de Aguas vigente a la fecha. 
Del análisis efectuado a la jurisprudencia que Aníbal Montenegro recogió en su obra, se 
demuestra que desde 1980 hasta 1944, los jueces otorgaban al código civil la preeminencia 
sobre la Ley de Aguas, a pesar que en 1936 se haya expedido una nueva normativa hídrica.  
El aporte sustancial del Código Civil fue la incorporación de percepciones más claras 
sobre Bienes Nacionales, cuyas conceptualizaciones continúan vigentes, más aún constituyen el 
fundamento de las regulaciones modernas sobre la gestión de los recursos hídricos.  
Así, el Art. 575 del mencionado cuerpo legal declaraba que los bienes nacionales de uso 
público, o simplemente bienes públicos, eran aquellos cuyo dominio pertenecía a la nación toda 
y cuyo uso correspondía a todos los habitantes de ella. En relación, al Art. 581 que señalaba 
que: “Los ríos y todas las aguas que corren por cauces naturales, son consideradas bienes nacionales de 
uso público.” 
No obstante la, introducción de un título referido al dominio público en una ley de 
carácter privado, implicó que el tratamiento legal del recurso hídrico se enmarque en este 
contexto; y, en efecto, se aborde al agua como un bien jurídico privado, el cual en la mayoría de 
los casos afectado a las comunidades y pequeños consumidores.  
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En el año 1936, durante la dictadura de Federico Páez se llevó a cabo la segunda “Ley de Aguas en 
el Ecuador” ( Ley de Aguas, Decreto N° 289 publicado en el Registro Oficial N° 242 de 17 de julio de 
1936) las disposiciones de esta ley fueron más claras y prácticas sobre todo en lo que tiene que 
ver en los accesos y usos del agua, así,  
“Los usos garantizados por la ley debían referirse específicamente a riego, usos 
domésticos, abrevadero de animales y generación de fuerza eléctrica y motriz (…). 
El aprovechamiento de aguas fue más eficaz, pues se instituyó la obligación de 
construir las obras necesarias (puentes y canales principalmente) para el servicio 
del predio gravado con la servidumbre, entre otros aspectos importantes”. ( Ley de 
Aguas, Decreto N° 289 publicado en el Registro Oficial N° 242 de 17 de julio de 
1936) Pág. 104. 
Sin embargo, existieron algunas contradicciones en el “Código Civil”, ( Codificación del 
Código civil publicada en el suplemento del Registro Oficial N° 352 de 20 de junio de 1930),  puesto 
que las expresiones empleadas en esta ley manifestaban que: “los bienes públicos son aquellos 
“...cuyo dominio pertenece a la nación toda”, lo cual puede considerarse como una expresión que alude 
a la titularidad del pueblo; mientras que, según la Ley de Aguas “La propiedad de las aguas que corren 
por cauces naturales corresponde al Estado...”. 
Así mismo, la ley de aguas ratificó otra forma de poderío y dominio ya existente en la ley de 
1832:  
“la propiedad común. Esta apareció regulada como copropiedad: a) sobre los 
derechos de goce respecto del agua; y, b) sobre los derechos de servidumbre 
respecto de las acequias” (Vallejo S. , 2008, pág. 106) 
En el año de 1960 se promulgó la ( Ley de Aguas, Suplemento del Registro Oficial 1202 de 20 de 
agosto de 1960 ), esta ley constituyó un cambio importante en relación a la ley de 1936, por 
cuanto se transformaron en ley algunas normas y reglamentos de menor jerarquía así mismo se 
introdujeron algunas disposiciones que se encontraban establecidas en otras leyes. 
 
Con relación a la propiedad y manejo del agua en esta legislación instauró un enfoque privado y 
estatal toda vez que, 
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“las aguas del mar territorial continuaron considerándose como bienes públicos, 
aunque expresamente quedaron sujetas a las disposiciones del Código Civil (Art. 
1°). Según el Art. 6, en cambio, las aguas de los ríos y las que corrían por cauces 
naturales fueron nuevamente consideradas como bienes públicos, no ya como 
bienes fiscales, pero también fueron remitidas de forma expresa a la propia 
legislación civil. También fueron incorporadas, a la propiedad pública, las aguas 
lluvias que ocasionalmente recorrían caminos públicos o quebradas secas; y a las 
aguas  subterráneas. Estas últimas, a pesar de no haber sido categorizadas 
expresamente, podían considerarse como tales dada la regulación jurídica que 
autorizaba su alumbramiento, como una forma precaria de concesión de uso-figura 
jurídica utilizada para la administración de bienes nacionales de uso público”, 
(Vallejo S. , 2008, pág. 110) 
Así mismo el manejo de las aguas termales, minerales y medicinales se consideró como 
de gestión privada. 
En general la ley permitió reformular el manejo administrativo del agua, por cuanto consistía 
que se pueda clasificar a los recursos hídricos según su propia naturaleza jurídica. 
No obstante la recopilación de las normas en esta ley no fue suficiente para lograr soluciones en 
cuanto a las competencias administrativas en materia de recursos hídricos, toda vez que durante 
la época y hasta entonces se ha convertido en un verdadero problema, 
“Existían no menos de siete normas legales que regulaban y asignaban 
competencias administrativas a distintas entidades públicas sobre cuestiones de 
agua. Entre ellas, se contaban la propia ley de la materia y las demás leyes conexas, 
pero también otras de carácter especial, como los códigos civil y de procedimiento 
civil, la Ley de Caminos, la Ley General de Minería y la Ley de Pesca”  
(Montenegro, 1960, pág. 210) 
Con el propósito de solucionar la dispersión institucional existente “en el año de 1966 se 
crea el Instituto Ecuatoriano de Recursos Hidráulicos INHERI” (Ley de Creación del Instituto 
Ecuatoriano de Recursos Hidráulicos, Decreto Ejecutivo N° 1551, Publicado en el Registro Oficial N° 
158, de 11 de noviembre de 1966), fue el resultado de la fusión entre la Caja Nacional de Riego y 
la Dirección de Recursos Hidráulicos del Ministerio de Agricultura y Ganadería. Cuyo 
organismo tuvo como meta principal la regulación del riego y saneamiento. 
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El INERHI, teniendo como objetivo la regulación de los recursos hídricos, se unió al Instituto 
Ecuatoriano de Obras Sanitarias IEOS  (MIDUVI, 2002), el mismo que fue creado un año antes con 
la finalidad de regular aspectos relacionados con la gestión del agua potable y saneamiento 
básico. 
La estructura institucional impulsada por el INERHI, lamentablemente no generó los 
resultados anunciados por cuanto a estas instituciones se fueron agrupando otras nuevas que 
perjudicaron el sistema provocando una dispersión de responsabilidades sectoriales 
institucionales y regionales sin que las autoridades hayan podido solucionar hasta la actualidad. 
Por su parte, como fruto de la recopilación de la Comisión Legislativa del Congreso 
Nacional en el año de 1960 se da origen a la ( Ley de Condominios de Aguas, Publicada en el 
suplemento del Registro Oficial N° 1202 de 20 de agosto de 1960 ), la ley tubo como finalidad la 
regulación de la propiedad comunal existente sobre los canales de riego. 
Cabe decir que los condóminos debían superar el número de ocho para así crear un 
Directorio de Aguas y estos a su vez serían los encargados de administrar dicho canal. 
A los condueños se les consideraba accionistas e integrantes de la Junta General cuyas 
atribuciones se referían especialmente a la elección de los Directorios, la designación del 
personal administrativo encargado de vigilar  la  acequia;  y,  la aprobación del presupuesto del 
Directorio.  
Esta forma de asociación fue de alguna manera similar a la conformación de una compañía 
anónima, lo que generó a una forma de gestión privada del agua, con una visión corporativa. 
Seguidamente en el año de 1972 el General Guillermo Rodríguez Lara, mediante 
decreto supremo, permitió la expedición de la ( Ley de Aguas, Decreto Supremo N° 369, publicado 
en el Registro Oficial N°69 de 30 de mayo de 1972), esta ley declara a las aguas como bienes 
nacionales están fuera de comercio y su dominio es inalienable e imprescriptible.  
La Ley instauró un modelo de gestión estatal a la propiedad del agua por cuanto cerró toda  
posibilidad de ejercer propiedad  privada  sobre  las fuentes  y cauces naturales.  
“Incluso, estableció expresamente que todas las aguas de propiedad particular, 
existentes hasta entonces, debían  revertir al dominio público. Esta modificación 
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convirtió a los propietarios originales en meros titulares de derechos de 
aprovechamiento”. ( Ley de Aguas, Decreto Supremo N° 369, publicado en el 
Registro Oficial N°69 de 30 de mayo de 1972) Art. 3. 
No obstante el derecho de aprovechamiento de aguas le concedía el Estado a través de 
un simple acto administrativo definido como “autorización administrativa del INHERI”. ( Ley de 
Aguas, Decreto Supremo N° 369, publicado en el Registro Oficial N°69 de 30 de mayo de 1972) Art. 5. 
La Ley establecía la concesión para el aprovechamiento del agua bajo un orden de 
prioridades, este ordenamiento no hace diferencias de valores de oportunidad de acceso al agua 
en diferentes lugares del país, lo cual ha ocasionado varios conflictos entre los pobladores de las 
zonas urbanas y los usuarios de riego.   
El órgano encargado de emitir la autorización era el INHERI, misma que adjudicaba las 
concesiones previa solicitud del peticionario dentro de la jurisdicción donde se originaban las 
aguas a través de una resolución meramente administrativa. En caso de existir algún conflicto el 
demandado o demandante podían apelar la decisión del Jefe de Agencia en primera instancia, el 
mismo luego del correspondiente análisis técnico y jurídico emitía la resolución respectiva el 
cual sería ejecutado y en caso de existir inconformidad entre las partes estos podía apelar al 
Tribunal contencioso administrativo como tercera y última instancia. 
De esta manera la asignación del agua se convertía en un acto administrativo que 
dependía del funcionario encargado de la distribución  de este bien vital, es decir que se 
aplicaba el criterio de manejar al agua como una mercancía escasa y que representaba un gran 
beneficio económico. 
Por su parte el INHERI, priorizó su trabajo en la realización y diseño de sistemas de 
riego, dejando de lado la administración del agua y otros aspectos importantes como la 
definición de políticas, planes y programas de desarrollo. 
En general la Ley estaba dirigida al riego del agua, no obstante se  trató de una gestión 
incipiente y débil del sistema hídrico, con carencia total de políticas, sin miramientos 
ambientales y casi sin ninguna actividad normativa y reguladora para su administración. 
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Once años más tarde se ejecuta una reforma a la ley en la cual se crea el “CNRH” ( 
Decreto Ejecutivo N° 2224, publicado en el Registro Oficial N° 558 de 28 de octubre de 1994)  , el cual 
remplazó al INHERI, esta entidad, 
“Fue el resultado de la reforma institucional de 1994, mediante la cual asumió 
todas las facultades legales que correspondían al INERHI, excepto en materia de 
ejecución de proyectos de riego y drenaje, las cuales fueron asignadas a las 
Corporaciones Regionales de Desarrollo (CRD)”  (Vallejo S. , 2008, pág. 196)    . 
Nace .como  un  esfuerzo  por  reestructurar la institucionalidad del régimen de 
recursos  hídricos  que  se  encontraba  bastante debilitado”. (Vallejo S. , 2008, 
págs. 114 , 115) 
Sin embargo los resultados alcanzados fueron incipientes, por cuanto la entidad no logró 
mantener una posición sólida y ni tampoco garantizo la eficiencia y prestigio, pues en la práctica 
fue una entidad subordinada administrativamente del Ministerio de Agricultura.   
Entidades como los Concejos Provinciales, tomaron decisiones propias, sin al menos 
consultar al CNRH, peor aún  solicitaron permiso alguno lo que dejo ver la falta de liderazgo 
del CNRH, el mismo que había sido creado como un organismo regulador que debía precautelar 
los intereses de los ciudadanos que tenían la necesidad de contar con este recurso humano. 
4.2. La Ley de Aguas (2004) 
4.2.1 Análisis 
La Ley de aguas fue promulgada durante la presidencia del Coronel Lucio Gutiérrez, la 
misma fue considerada como una mera reproducción de la Ley de 1972, no obstante se 
diferencia por las  modificaciones que presentó en relación al texto original. 
Las modificaciones tomadas en cuenta fueron consecuencia de un intento por armonizar 
la legislación vigente en la materia pues, varios artículos de la “Ley de Desarrollo Agrario antes de 
su codificación” ( Ley de Desarrollo Agrario, Codificación N°2, Publicada en el Suplemento del Registro 
Oficial N° 315 de 16 de abril de 2004), se adhirieron a la mencionada Ley, Así,  en el “Art.5 de  la Ley 
de Aguas se agregaron los antiguos Arts. 42 y 44 de la Ley de Desarrollo Agrario”  (Vallejo S. , 2008, 
pág. 115), mismos que se relacionan con el traspaso del derecho de aprovechamiento de aguas en 
los asuntos en que existe transferencia de dominio de los predios que se sirven de ella.  
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Esta reforma representa una incongruencia con el principio constitucional debido a que 
la Ley se contempla el traspaso automático de la concesión del derecho de aguas al comprador 
de la tierra, "en forma total o proporcional a la superficie vendida, al nuevo titular" ( Ley de desarrollo 
Agrario) Art. 42. La transferencia se opera "automáticamente" con la simple presentación del título 
de propiedad.  
La Ley de Desarrollo Agrario se refiere entonces también a otro tipo de transferencia de 
concesión que no se produce automáticamente, para lo cual se requiere la "autorización" del 
CNRH. 
 En consecuencia, otras alternativas de transferencia del derecho de aprovechamiento de 
aguas (diferentes de la transferencia automática proporcional a la superficie de la tierra), con la 
debida "autorización del CNRH" podrían contemplarse en la normativa que expida el mismo 
CNRH.   
En virtud de los problemas que se habían evidenciado hasta incluso antes de 
reestructuración del régimen administrativo de aguas en 1994, cuyas falencias se relacionaban 
con la construcción de infraestructura principalmente con la infraestructura de riego, puesto que 
los resultados sobre estas actividades han determinado que estas construcciones han funcionado 
con plazos y costos excesivos; con situaciones coligadas de:  
“a) asignación ineficiente de recursos para infraestructura; y b) insuficiente 
recuperación de las inversiones. Finalmente, la penuria fiscal ha limitado la 
ejecución de proyectos de infraestructura o la conclusión de los existentes. Las 
recomendaciones principales sobre este punto se refieren a dos aspectos: 1. 
Traspaso del manejo y mantenimiento de los sistemas a los usuarios; y 2. 
Posibilidad de que los mismos usuarios o inversionistas privados construyan los 
sistemas necesarios y recuperen la inversión mediante los pagos correspondientes 
de los usuarios”. (Pérez, 2001, pág. 5) 
La Ley de Aguas no contempla la construcción de infraestructura de usos de aguas por 
cuenta de los usuarios o de inversionistas privados y la consiguiente recuperación de las 
inversiones. 
Por su parte, en el Art. 20 de la Ley de Aguas se agregó el tercer inciso del antiguo Art. 
43  de  la  Ley  de  Desarrollo  Agrario,  el cual dispone consideraciones respecto de las  
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concesiones  y planes de manejo de las fuentes naturales y cuencas hidrográficas, aquellos 
aspectos culturales  relevantes  para  las  poblaciones  indígenas y locales. Este cambio se 
establece un avance significativo puesto que permite la ejecución práctica  de los derechos 
colectivos de los pueblos indígenas, contemplados en la constitución de 1998.  
Así mismo en el  Art. 22 de la referida Ley de Aguas se incluye la posibilidad de 
plantear acción popular para denunciar los hechos relacionados con la contaminación. La base 
originaria de esta disposición puede localizarse en el inciso tercero del Art. 91 de la 
Constitución Política de 1998, que establecía que cualquier persona natural,  pueden ejercer 
acciones establecidas por la ley para proteger el medio ambiente. 
En efecto del análisis efectuado a la referida ley se deviene que las disposiciones están 
dirigidas al control deficiente del riego, no obstante carece de normas claras para la 
administración y regulación del sector del agua potable y saneamiento y oros sectores. Así 
mismo carece de disposiciones para regular las actividades de preservación de la calidad del 
agua y para el control de la contaminación; no cuenta con disposiciones para el control de 
inundaciones y seguridad de obras hidráulicas; finalmente no cuenta con normas que regulen la 
formación de concejos de cuencas, manejo de áreas especiales etc. 
4.3. La institucionalidad para la gestión del Recurso Hídrico en el Ecuador 
La institucionalidad es uno de los elementos más relevantes para la obtención de 
políticas eficientes, y estrategias de una gestión. Constituyese un conjunto de entidades u 
organismos con competencias, recursos y responsabilidades, políticas públicas e instrumentos 
legales y reglamentarios, con lo que la Administración Pública permite poner en marcha y 
sostener las actividades necesarias para actuar en un determinado ámbito. 
 
El concepto de institucionalidad incluye, además, dentro de esas reglas de juego, las 
formas de organización formal e informal, y con ello, los modos de regulación de una sociedad, 
sus acuerdos, sus compromisos, sus roles y competencias.  
Más en el caso de la institucionalidad de los recursos hídricos, el debilitamiento 
institucional del estado, produjo la carencia de vigilancia legal y eficaz del suministro de agua. 
Sin que exista un real control a la formación de monopolios los mismos que mediante 
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adquisiciones y fusiones, es mayor, aumentando así la dependencia respecto de inversores 
extranjeros que, invariablemente, se esmeran en hacer recaer en otros los riesgos de sus 
negocios, pues 
“La privatización al ser un instrumento del mal llamado “libre mercado” antepone 
el interés económico, no de las mayorías, sino de los grupos accionarios, a las 
necesidades de conservación de los recursos naturales, y de su gestión sostenible. 
Pone en peligro los ciclos locales del agua al enviar a grandes distancias 
cantidades excesivas de agua y socava el interés de la gente por la protección y  la 
conservación del ambiente natural.”  (Galarraga, 2000, pág. 14) 
Cabe decir que la gestión del agua en el Ecuador, se ha dado lugar en virtud de las 
necesidades sectoriales esto es el riego, agua potable en las ciudades; el saneamiento por 
alcantarillado; la investigación e información meteorológica e hidrológica y los usos 
hidroeléctricos. En este contexto se han ido formándose organismos técnicos en cada uno de los 
componentes de las gestiones de cada sector, así; 
“1944-1966 Caja Nacional de Riego; 1962-1996 Instituto Ecuatoriano de 
Electrificación INECEL 
1966-1994 Instituto Ecuatoriano de Recursos Hídricos INHERI; 1970-1992 
Instituto Ecuatoriano de Obras Sanitarias IEOS; desde 1970 Instituto Nacional de 
Meteorología e Hidrología INAMHI; desde 1994 Consejo Nacional de Recursos 
Hídricos CNRH; desde 1996 Concejo Nacional de Electricidad CONELEC”  
(CEPAL, 2003, pág. 8) 
La gestión de riego en el Ecuador estuvo a cargo de la Caja Nacional de Riego, en 1944, 
que fue convertida en 1966 en el Instituto Ecuatoriano de Recursos Hidráulicos (INERHI). Este 
organismo unificó las funciones de planificar, construir, operar y mantener obras de riego, 
drenaje y control de inundaciones con las de evaluación, manejo, protección y concesión  de 
derecho de uso de los recursos hídricos. 
Del manejo del sector agua potable y saneamiento, durante la década de 1950, se 
instituyó el Servicio Cooperativo Interamericano de Salud Pública, el cual se encargó de la 
elaboración de programas de saneamiento y del diseño, construcción y operación de sistemas de 
116 
 
agua potable y saneamiento.  Esta institución posteriormente se  convirtió en el Instituto 
Ecuatoriano de Obras Sanitarias, IEOS, conservando prácticamente las mismas funciones. 
En 1962 la energía hidroeléctrica empezó a ocupar un espacio en el sistema institucional 
ecuatoriano, con la creación del Instituto Ecuatoriano de Electrificación, INECEL. Esta 
institución estuvo encargada de la formulación del Plan Maestro de Electrificación.  
“Esto dio a lugar al nacimiento  de una especialización funcional, que generó 
prácticas de orden técnico-administrativo y legal desarticuladas en lo que se refiere 
a la administración y manejo del agua como recurso hídrico. Es importante señalar 
que este sistema institucional dio más importancia a la construcción de 
infraestructura y a las actividades operativas, con detrimento de los aspectos 
normativos y reguladores que estaba obligado a ejercer”. (CEPAL, 2003, pág. 9) 
En lo que tiene que ver con los sectores de la actividad social y económica del país, 
como por ejemplo la pesca, piscicultura, actividades turísticas y recreativas y navegación, la 
estructuración institucional para el aprovechamiento y uso del agua ha sido prácticamente 
inexistente. Es así que, 
“Las principales actividades de estos subsectores están organizadas en diferentes 
entidades como la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Industrias, Comercio 
Integración y Pesca; la Dirección de Marina Mercante, dependiente del Ministerio 
de Defensa (navegación marítima y fluvial, etc.)A esta diseminación de funciones se 
puede agregar que la entidad encargada de la obtención procesamiento y 
divulgación de la información  hidrometeorológica, INAMHI, es dependiente del 
Ministerio de Energía y Minas”. (CEPAL, 2003, pág. 9) 
Para finalizar es necesario mencionar que a estas instituciones se unieron la 
representación de otras entidades con jurisdicción en algunos espacios territoriales del país, “las 
Corporaciones Regionales de Desarrollo (CEDEGE, CREA, PREDESUR y CRM) encargadas de 
múltiples funciones, (CEPAL, 2003, pág. 9)  no obstante dedicaron la mayor parte de su presupuesto a la 
actividad de la construcción de infraestructura hidráulica.” 
Como ya habíamos manifestado anteriormente a partir del Decreto 2224 y sus reformas 
posteriores se modificó el marco legal e institucional para el manejo y gestión del agua en el 
Ecuador. En efecto a través de este decreto se suprimió al INHERI y se establecieron el CNRH, 
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y cinco Corporaciones Regionales de Desarrollo en adelante (CRDs), que se sumaron a las 
cuatro existentes. 
Dichas reformas permitieron que al CNRH se le asigne nuevas funciones establecidas 
en el Decreto 2224. De esta manera se trató de concentrar las funciones reguladoras y 
normativas en un organismo rector de los recursos hídricos, y delegar a los organismos 
regionales la responsabilidad de su desarrollo.  
Entre las funciones que tuvo el CNRH se encuentra: “(i) formular y aprobar el Plan 
Nacional de Riego y Drenaje; (ii) regular la administración de los sistemas de 
riego, normar la transferencia de esos sistemas a los usuarios; y, (iii) establecer las 
políticas de recuperación de costos y tarifas”, no obstante  hasta el día de hoy no 
existe una política de riego apropiada”. (CEPAL, 2003, pág. 11) 
Cabe señalar que la conformación del CNRH como entidad reguladora no tuvo una 
posición fuerte, decisiva y de prestigio. En realidad  fue una entidad subordinada al Ministerio 
de Agricultura.  
Por su parte la responsabilidad nacional sobre el riego quedó dispersa entre otros aspectos, por 
cuanto  las Corporaciones Regionales de Desarrollo (CRDs), no fueron las únicas instituciones 
encargadas del manejo otras instituciones también eran las encargadas del manejo, lo que fue 
otra circunstancia para que exista falta de homogeneidad entre las distintas CRDs. 
 Aunque Las CRDs tenían a su cargo la construcción de las obras de riego, su operación 
y mantenimiento y el cobro de las tarifas, salvo en los sistemas transferidos; así como, velar por 
el buen funcionamiento de las Juntas Generales de Usuarios (JGUs).  Las CRDs demandaron 
insistentemente del confortamiento de una verdadera coordinación.  
Por tal razón la gestión de los recursos hídricos no logró la solidificar los nuevos roles 
de las entidades nacionales, de las entidades regionales, ni seccionales.  
“Tampoco se llegó a conformar y consolidar un marco legal que reoriente la 
gestión de los servicios. Así, al carecer de reglas claras, la incipiente participación 
privada y el proceso de descentralización de funciones se entorpecieron. Esta 
situación provocó inseguridad en las inversiones y un debilitamiento del rol del 
Estado en su papel regulador. Se utilizaron modelos normativos sin políticas claras, 
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o se crearon entidades reguladoras sin las condiciones necesarias para un 
funcionamiento eficiente. Es decir, se realizaron cambios significativos sin el debido 
soporte legal que se adaptara a las nuevas condiciones institucionales”. ( CEPAL, 
2005, pág. 39) 
Cabe decir que estas condiciones de manejo, bajo a una estructura orgánica y funcional 
deficiente, conllevaron a finales de la década de los noventa a una situación crítica en los 
recursos de agua y en los servicios, la cual puede resumirse en los siguientes: 
 (i) una alteración perceptible del régimen de escurrimiento en algunas cuencas 
hidrográficas, con acentuación de los problemas ocasionados por las crecientes y agravamiento 
de los procesos erosivos; (ii) una contaminación generalizada de los ríos y otros cuerpos de agua 
por efecto de aguas residuales urbanas e industriales y por actividades de explotación de 
petróleo y minerales; (iii) servicios de  energía eléctrica, riego y agua potable y saneamiento 
altamente subsidiados, desfinanciados e  ineficientes; y (iv) varias obras hidráulicas para riego 
inconclusas. 
Adicionalmente al debilitamiento institucional se suma otro aspecto mencionado al inicio de 
este capítulo que es el contener varias leyes y normas que se encuentran dispersas, y que 
incluyen al recurso del agua como parte fundamental delas mismas, lo que ocasionado 
contradicciones legales, 
“a tal punto que son 27 normas legales entre leyes, reglamentos y decretos que, de 
manera directa o indirecta, regulaban los recursos hídricos en el país; por lo que, a 
raíz de la nueva Constitución, es necesario contar con un marco jurídico integral, 
coherente, moderno y acorde con el conjunto de políticas sociales de equidad, 
solidaridad y respeto al ambiente”. (Sivisaca, Loaiza, & Salinas, pág. 15) 
Para contrarrestar esta problemática desde los años 90 las organizaciones sociales 
dieron inicio a un debate social en torno al derecho humano al agua, así también, 
“El  marco  normativo  e  institucional  de  las  aguas,  empiezan  a  ser materia de 
análisis, discusión y generación de propuestas entre las organizaciones campesinas 
e indígenas de Loja, Morona Santiago, Manabí, Carchi, El Oro, Sucumbíos, Los 
Ríos… en todas  las provincias del país”. (SIPAE - Sistema de Investigación sobre 
la Problemática Agraria en el Ecuador, 2010, pág. 44) 
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Así en el año de 1996 por vez primera en la historia del país, un movimiento indígena, 
la CONAIE, presenta un proyecto de Ley de Aguas. En el año 2001, por iniciativa de 
organizaciones campesinas y de usuarios de agua, y organizaciones sociales, etc., se dio origen 
al Foro de los Recursos Hídricos, mismo que ha venido realizado un trabajo valioso para 
comprender la necesidad  de democratizar la gestión del agua, en este punto cabe manifestar 
que, 
“Las comunidades, pueblos y nacionalidades  indígenas se han involucrado 
fuertemente en la defensa de la naturaleza, ambiente, educación, organización, et. 
Por lo que se presencia una fuerte oposición a la intervención de las empresas 
mineras, petrolera y madereras, como también han manifestado rechazo en contra 
de la Ley Minera, Aguas y de Educación”. (Defensoría del Pueblo del Ecuador, 
2010, pág. 15) 
Pues estos análisis, estudios, proyectos de reforma legal, revelan una nueva 
institucionalidad desde los intereses de los que históricamente han sido excluidos al uso y 
aprovechamiento del agua toda vez que los esfuerzos encaminados han sido una constante desde 
los inicios del Foro, y alcanzó su mayor relevancia con la publicación de un estudio 
denominado “El despojo del agua y la necesidad de una transformación urgente (2008)”. (SIPAE - 
Sistema de Investigación sobre la Problemática Agraria en el Ecuador, 2010, pág. 37) 
 Según el  SIPAE, estos estudios permitieron que la Asamblea Nacional Constituyente tome en 
consideración al momento de elaborar  la  nueva Constitución, lo que dio como resultado que 
estos temas del acaparamiento y concentración de las aguas hayan tenido un análisis concreto en 
el texto Constitucional aprobado en el año 2008.  
Para criterio de (Acosta A), con la aprobación de la nueva Constitución  la gestión  del  
agua se abrió un nuevo horizonte en el cual  la gestión será exclusivamente pública  y 
comunitaria pues, 
“Este principio es muy importante por dos razones: la primera, porque recupera la 
prestación de servicios de agua por parte de las entidades públicas (las empresas  
municipales de agua) e impide que estos servicios se privaticen. La segunda, porque  
reconoce y fortalece a las juntas de agua de consumo y riego, que hasta ahora  
estuvieron ignoradas. Estas juntas han sido fundamentales e imprescindibles para 
garantizar el acceso al agua, sobre todo en zonas rurales, pero no han recibido 
prácticamente ningún apoyo del Estado. En la medida en que se han sostenido 
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gracias al trabajo comunitario (mingas) y a sus propios  recursos, muchas  de ellas 
tienen problemas en cuanto a la administración, operación y mantenimiento de sus 
sistemas, pero constituyen una vigorosa forma de organización autónoma que debe 
ser fortalecida por el Estado. 
 A muchas de estas juntas, sobre todo a las más  grandes,  los  municipios pretendieron  
absorberlas cuando el Banco Mundial impulsó, a través del MIDUVI, estrategias de 
municipalización que llevarían posteriormente a la privatización de los servicios de agua. Pero la 
Constitución establece que los gobiernos locales tienen la responsabilidad de apoyar a los sistemas 
comunitarios y de establecer alianzas público-comunitarias para fortalecer sus capacidades”. 
4.4. LA SENAGUA  
Ahora bien, el nuevo marco constitucional del año 2008 constituyó una “evolución 
jurídico-legal del derecho humano al agua” (López & Balarezo, 2012, pág. 5) y dispuso en el artículo 318  
que  “(…)” El Estado, a través de la autoridad única del agua, sea el responsable directo de la 
planificación y gestión de los recursos hídricos que se destinarán a consumo humano, riego que 
garantice la soberanía alimentaria, caudal ecológico y actividades productivas, (…)”, por lo que a fin 
de dar cumplimiento a esta norma constitucional el Gobierno Nacional de Rafael Correa creó la 
Secretaria Nacional del Agua “SENAGUA” ( Decreto Ejecutivo 1088, del 15 de mayo de 2008 
(reorganización del CNRH-SENAGUA)) como entidad de derecho público, adscrita a la Presidencia 
con rango ministerial. Institución encargada de ejercer la rectoría nacional en la gestión y 
administración del agua; no obstante en la práctica se ha caracterizado por una estructura 
vertical que no cuenta con mecanismos de participación ciudadana para la toma de decisiones.  
En virtud de su función reguladora la SENAGUA ha creado “nueve demarcaciones 
hidrográficas”( Acuerdo de la Secretaría Nacional del Agua N° 2010-66 de 20 de Enero de 2010 ), las 
mismas tienen la finalidad entre otros aspectos el otorgar las autorizaciones o permisos para el 
uso y aprovechamiento del agua. Este enfoque requiere de la conformación de los consejos de 
cuenca que, aún no se encuentran establecidos toda vez que para su funcionamiento se requiere 
que los consejos, las demarcaciones hidrográficas tengan que coordinar acciones con 
organismos como: 
“direcciones provinciales del MAE y los gobiernos autónomos descentralizados 
(GAD) ya que son quienes tienen competencias desconcentradas en la materia. El 
MAE mantiene su autoridad ambiental a nivel nacional contemplada en la misma 
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Constitución que manda a que haya coordinación entre la SENAGUA y el MAE en 
temas relativos al agua. Asimismo se rige por la Ley de Gestión Ambiental–
codificada en el 2004- y sus reglamentos y normas técnicas contempladas en el 
Texto Unificado de Legislación Ambiental Secundaria TULAS del MAE. 
Básicamente, en lo que agua respecta, el Libro VI del TULAS sobre calidad 
ambiental regula el tema sobre contaminación de agua. Para el otorgamiento de 
licencias ambientales es el MAE quien tiene la competencia para emitir dichas 
licencias previa realización de estudio de impacto ambiental y un plan de manejo 
ambiental”.  (Arias, 2012, pág. 5) 
Es así que aún a pesar de su función reguladora, la SENAGUA todavía no cumple 
totalmente con esta función, pues además de la SENAGUA existen otras instituciones con 
competencias sobre uno o varios sectores de la gestión del agua, entre los cuales se encuentra, 
“el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda (MIDUVI), el Ministerio del 
Ambiente (MAE), el Ministerio de Salud Pública ( MSP), el Instituto Nacional de 
Riego INAR, las Municipalidades y los Consejos Provinciales”, (Buitrón R. , 2009, 
pág. 216) 
Pues estas instituciones han tenido que elaborar políticas con una insipiente 
coordinación institucional de tal manera que la institucionalidad en el manejo del agua se 
caracteriza por una, 
“superposición de políticas, objetivos, funciones y responsabilidades así como 
duplicidad de acciones en la elaboración de  estudios;  diseño  de  sistemas  de  
información  geográficos;  obras  de  inversión  y construcción  de  infraestructura  
de  sistemas  de  riego,  agua  potable  y  saneamiento ambiental;  control  de  la  
calidad  de  agua  potable  y  de  la  contaminación;  manejo y protección de 
cuencas”. (Fernández & Buitrón, 2010, pág. 71) 
Es así, que tanto desde la administración central, todas las instituciones laboran con los 
gobiernos locales o Municipios estos por su parte son los que ejercen la provisión del servicio 
de agua potable.  
En este contexto es importante ejemplificar el caso del INAR, cuyas políticas de riego, 
emitidas a través de este organismo se da considerándose como, 
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 “ente rector y ejecutor de la política  nacional,  el  MAE,  la  SENAGUA  y  el  Ministerio  de  
Agricultura,  Ganadería, Acuacultura y  Pesca (MAGAP) también realizan inversiones  y  
construyen  sistemas  de riego” (Fernández & Buitrón, 2010, pág. 216), sumado a todas estas 
circunstancias, cabe dilucidar que todas las instituciones antes referidas realizan 
capacitaciones a los municipios y  campañas de educación,  sin haberse coordinado una 
metodología común. 
A pesar del reconocimiento del agua como un derecho humano y a pesar del 
reconocimiento constitucional, todavía el Ecuador carece de una política clara para el 
saneamiento ambiental integral, pues en el proyecto de Ley de Aguas emitido por el ejecutivo 
define al saneamiento como un sistema de agua potable, alcantarillado sanitario y  pluvial,  y  de 
tratamiento  de  aguas  servidas,  sin  incorporar el tratamiento de residuos sólidos; de tal forma 
se sostiene la desintegración de la política, gestión y control de residuos sólidos. Dicho proyecto 
será motivo de estudio en el siguiente tema. 
A esta circunstancia se añade otro aspecto, la nueva Constitución no estableció como 
parte del saneamiento la prestación pública exclusiva del servicio de manejo y tratamiento de 
desechos sólidos, lo cual da lugar a que el abastecimiento de dicho servicio siga siendo un 
negocio, por lo que en varias ciudades del país, éste se mantiene en manos privadas en 
desmedro de la calidad del servicio y de una política pública de saneamiento ambiental que debe 
ser prioritaria.  
“Adicionalmente, tanto el MIDUVI como el MAE tienen entre sus planes y 
programas el manejo  de  residuos  sólidos  en  coordinación  con  los  municipios”. 
(Fernández & Buitrón, 2010, pág. 217) 
Sin embargo, en cuanto al control de calidad del agua  la SENAGUA monitorea el 
acatamiento de las normativas para el sistema de aguas residuales; así también,  
“El MIDUVI,  el  MSP  y  las  empresas  de  agua  potable  y  saneamiento  tienen  
sus  propios programas de control de calidad de agua, algunos de ellos basados en 
normas nacionales, elaboradas para el sector agua y saneamiento por el MIDUVI, 
el Instituto Ecuatoriano de Normalización (INEN), el Ministerio de Salud Pública, 
MSP, así como en guías de calidad publicados por la Organización Panamericana 
de la Salud/Organización Mundial de Salud (OPS/OMS) y otras normas regionales 
elaboradas por la Asociación Andina de Empresas e Instituciones de Servicio de 
123 
 
Agua Potable y Alcantarillado (ANDESAPA)”. (Fernández & Buitrón, 2010, pág. 
219) 
Actualmente a pesar de la problemática identificada y exteriorizada todavía no se evidencia una 
transformación institucional  del  agua  y  el  saneamiento  ambiental, peor aún se ha elaborado 
una política nacional clara que englobe todo el sector  y que garantice la democratización del 
agua a los sectores vulnerables del Ecuador. 
En virtud del mandato constitucional la política nacional del agua en nuestro país debe ir 
encaminada a la participación real por parte de la gestión comunitaria. Pues según evaluaciones 
de  la  SENAGUA, 
“ la  misma  que es  realizada  por  9.952 sistemas comunitarios reconocidos por el 
MIDUVI, el MIES, el MSP y otros organismos gubernamentales, que se distribuyen 
de la siguiente manera: 6.603 de agua para consumo, 124  de  agua  potable  y  
3.225  de  sistemas  de  riego.  De  acuerdo  a  datos  de  las  Juntas 
Administradoras  de  Agua  Potable  y  Riego  del  Ecuador  (JAAPRE),  estos  
sistemas comunitarios abastecen de agua para el consumo doméstico a 
aproximadamente el 25,9% de  la  población,  ubicada  fundamentalmente  en  el  
área  rural  y  periurbana del  país”. (Fernández & Buitrón, 2010, pág. 219) 
Según (Fernández & Buitrón, 2010), en el  período  2007-2010,  el  MIDUVI  es la  
entidad con  mayor inversión ejecutada en el sector de agua potable y saneamiento, utilizando 
para ello fondos fiscales, financiamiento externo o del Banco del Estado. 
Entre los programas de inversión del MIDUVI llevado a cabo durante los últimos 3 años, se 
encuentran los siguientes: (Fernández & Buitrón, 2010, págs. 219 - 220) 
 El Programa de Agua Potable y Saneamiento para pequeños municipios y comunidades 
rurales (PRAGUAS), con el apoyo del Banco Mundial. Este proyecto fue ejecutado hasta el 
año 2008. 
 El Programa de Agua y Saneamiento para Ciudades Intermedias (PRASCI) para apoyar el 
mejoramiento del desempeño de las Empresas Prestadoras de Servicios de Agua Potable y 
Alcantarillado-(EPS), en las ciudades de población entre 100.000 y 300.000 habitantes. Este 
programa, financiado por el BID, fue ejecutado hasta el año 2008. 
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  Proyecto de actualización de Ley del Fondo Nacional de Saneamiento Ambiental 
(FONASA)  
 El Programa de Agua Potable y Saneamiento (Subvención Fiscal). 
 El Programa Estudios y Diseños de Agua Potable y Saneamiento a Nivel Nacional con el 
objetivo del desarrollo de estudios y diseños. 
 Construcción de sistemas de agua potable e infraestructura sanitaria con recursos de la 
Cuenta Especial de Reactivación Económica, Productiva y Social (CEREPS) alimentado 
por los ingresos del Estado provenientes del crudo pesado. Programa ejecutado hasta el año 
2008. 
 El PROMADEC, orientado a dotar de servicios básicos como agua potable, saneamiento y 
buen manejo de Residuos Sólidos en zonas que se encuentran en los tres primeros quintiles 
de pobreza. Los proyectos del PROMADEC son analizados técnicamente por la  
Subsecretaría de Agua Potable Saneamiento y Residuos Sólidos antes de ser remitidos al 
Banco del Estado para su financiamiento. La ejecución es realizada por los municipios. 
  Programas como el Programa de Agua y Saneamiento para el Sector Rural PRAGUAS y el 
Programa de Agua Potable, Saneamiento y otras acciones en Ciudades Intermedias PRASCI 
fueron concebidos por las agencias multilaterales Banco Mundial y Banco Interamericano 
de Desarrollo con el fin de facilitar la privatización del sector.  
 El Programa Socio Agua y Saneamiento Rural (SA y SR) que  financia acceso a agua 
potable y saneamiento y adopción de hábitos y prácticas sanitarias. 
 Plan de Prevención y Mitigación Sectorial, prevención de riesgos a nivel andino. 
 El Programa de Mejoramiento de Barrios Socio Comunidad. 
Estos datos denotan que existe  un gran avance en torno a la inversión pública en la 
gestión del agua lo que sin lugar a duda significa un gran adelanto en lo que tiene que ver con la 
infraestructura la misma que responde a la necesidad de la población en el acceso al agua 
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potable y saneamiento, sin embargo aún con el alto apoyo económico del Estado aún persiste la 
carencia de  una  política  nacional hídrica o entidad rectora que coordine organice y planifique 
la intervención interinstitucional.  
“no se traduce per se en programas que provean servicios públicos permanentes y 
de calidad, o que contribuyan efectivamente a mejorar las condiciones de vida y la 
reducción de la pobreza”. (Acosta & Ponce, 15 a 21 de noviembre de 2010) 
Por su parte, en cuanto a la aprobación de la ley que regula los usos y aprovechamientos 
del agua, el Gobierno a través de la SENAGUA ha elaborado su propuesta de ley, sin contar con 
la participación real de los usuarios del agua y con un verdadero proceso dirigido a recoger las 
propuestas de las organizaciones. Por lo que, dicho  proceso como la propuesta de ley de aguas 
en si contienen varios elementos que han provocado el rechazo y la movilización de las 
organizaciones sociales.  
Fruto de la falta de voluntad política por parte de oficialismo para acoger las propuestas 
sociales en el tema del agua. 
Es necesario aclarar que la institucionalidad pública, vinculada a los recursos hídricos, no es 
homogénea, existiendo también “islas desarticuladas” con un estilo de gestión del pasado. Esto 
es ejemplificado en las tensiones que los diferentes Ministerios y los GAD han introducido en el 
proyecto de Ley de Aguas para tener poca “intromisión” en su gestión, políticas, planes 
4.5. Demandas sociales 
Las perspectivas generadas en la población ecuatoriana luego de haberse aprobado la 
nueva constitución, fueron gigantes más aún en lo relacionado a la gestión del agua, por cuanto 
fue la primera vez las demandas de los que habían sido excluidos al acceso al agua fueron 
tomadas en cuenta, pues, 
Con este reconocimiento se había logrado, que se “reconozca  la  necesidad  de desmonopolizar el 
control ejercido por las fracciones agroempresariales de la tierra y agua para la producción  agrícola”.  
(SIPAE - Sistema de Investigación sobre la Problemática Agraria en el Ecuador, 2010, pág. 44) 
Según Acosta, los contenidos del derecho humano al agua nacieron 
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 “de una reflexión de larga data, de personas y movimientos de diversa índole que 
estaban preocupados por el tema del agua. En el Ecuador, el agua refleja la 
estructura inequitativa en extremo. Cifras de concentración del agua, procesos de 
privatización, no muchos pero sí importantes, como la privatización [de la 
prestación de servicios] del agua en las ciudades de Guayaquil y Machala, es un 
proceso en disputa permanente, y era entendible que la gente comience a reclamar 
el agua como un derecho humano fundamental porque eso es muy sentido para los 
sectores populares, no tanto en ciudades como Quito, ciudades como Guayaquil 
donde la escasez y la privatización te organizan; es el hecho de tener el agua más 
cara porque recibes del tanquero, es otra cosa. Aquí en la ciudad de Quito como 
que la ciudadanía se acostumbró a que el agua llegue por la llave, uno no piensa de 
dónde viene y todo el proceso vital que eso implica, entonces yo creo que eso 
también explica porque en unas zonas es más fuerte que en otras”  (López & 
Balarezo, 2012, pág. 6 y 7) 
Por su parte Carlos Pérez manifiesta que la lucha de los sectores sociales se ha dado por 
la defensa del agua para consumo humano y riego, ya que los yacimientos auríferos se 
encuentran exactamente en el lugar donde nacen las aguas. 
 “Si se permite el ingreso de la empresa minera, no solo que el agua se va a 
contaminar sino que se va a entrar en competencia desleal por el presido líquido 
vital. Las comunidades nos encontramos en un enfrentamiento abierto contra las 
multinacionales, que pretenden extraer el oro, mientras que las comunidades 
queremos preservar el agua.”  
Cabe dilucidar que las organizaciones y movimientos sociales, ecologistas, etc., han 
tenido que enfrentar una fuerte batalla en contra de un modelo extractivista de los recursos 
naturales como el petróleo, que siempre ha afectado notoriamente las fuentes de agua, 
esencialmente en la Amazonía Ecuatoriana. Estas incansables discusiones han provocado “un 
movimiento social organizado y atento a las políticas y propuestas generadas en el debate y redacción de 
la nueva Constitución de 2008 en Ecuador y la propuesta de Ley de Recursos Hídricos.” (López & 
Balarezo, 2012, págs. 7 , 8), pues 
“El Movimiento Indígena Ecuatoriano representado por sus principales 
organizaciones CONAIE, FEINE y FENOCIN se trazó un objetivo común, el de 
exigir al  estado la incorporación y  ejecución de políticas públicas para las 
Nacionalidades y Pueblos indígenas como una acción indispensable para hacer 
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realidad un estado Plurinacional y una sociedad Intercultural”. (French, 2012, pág. 
43) 
Actualmente el Gobierno Nacional del Ecuador de la mano con el marco constitucional 
ha dado inicio a un cumulo de transformaciones en torno a la gestión del agua, 
 “la discusión  sobre  la nueva Ley del Agua y la construcción de la nueva 
institucionalidad del agua, la creación de la Secretaría Nacional del Agua, y 
reformas para modificar la rectoría sobre los sistemas de riego”  (Acosta A. , 
“Agua un derecho humano Fundamental”, 2010, pág. 156), fueron los momentos 
que dieron lugar a varios debates y también levantamientos sociales en defensa del 
agua. 
Toda vez que el plan económico de este gobierno está nuevamente “enfocado en políticas 
extractivas basadas en la minería y el petróleo, que atentan contra las fuentes de agua y afectan a todo el 
ciclo ecológico del agua, lesionando los derechos de la naturaleza y el derecho humano al agua”, 
(López & Balarezo, 2012, pág. 8) es decir violentando el principio constitucional de 
irrenunciable e imprescindible del agua. 
La propuesta oficial realizada por la SENAGUA de la ley de aguas fue el punto de 
partida para el descontento de los movimientos sociales en especial del movimiento indígena, 
CONAIE, puesto que esta ley no contiene dispositivos que permitan la participación de los 
usuarios del agua y sus organizaciones, en los temas relacionados a la elaboración de políticas y 
la toma de decisión en la gestión del agua, al igual que las juntas de agua potable y de riego, que 
son vistas como meros usuario y se diluyen en los Consejos de Cuenca. En cuanto al tema 
control ambiental, calidad del agua, y la contaminación, la Autoridad Única del Agua pierde 
competencias encargándose el Ministerio del Ambiente del control de la calidad del agua, de la 
gestión del agua en áreas protegidas. 
No se prevé sanciones por contaminación, ni control de la calidad del agua. 
 Se posibilita la afectación de las fuentes de agua y modificar las prelaciones de uso 
por actividades mineras. Respecto al tema del derecho humano al agua se lo limita 
exclusivamente al acceso al agua potable y de uso doméstico sin considerar la 
estrecha relación que existe con la salud, la soberanía alimentaria y la cultura. El 
Estado no contempla políticas integrales de saneamiento ambiental, no se 
consideran mecanismos para establecer un fondo de agua, etc.  
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A juicio de Ricardo Buitrón,  
“la propuesta de ley del Ejecutivo enviada a la Asamblea Nacional contenía 
elementos privatizadores, como que se transfiera el uso del agua con el dominio de 
la tierra y el uso para la industria o negocio a otros destinos, que la infraestructura 
hidráulica sea propiedad de los particulares, que las aguas superficiales retenidas -
humedales- sean parte integrante de los predios, que vía servicios ambientales se 
mercantilice el agua, que se puedan convertir en empresas mixtas las empresas 
concesionadas a transnacionales para el servicio público de agua y, algo 
fundamental, no contiene elementos desprivatizadores que afecten el acaparamiento 
de agua y que reviertan las concesiones del servicio de agua potable.” (Buitrón R. , 
2010) 
Frente al desconocimiento de estas demandas sociales en relación a la propuesta de la 
ley de agua de las organizaciones, se produjeron varias movilizaciones a nivel nacional en 
rechazo a la ley de aguas, abriéndose un proceso de debate que modifica parcialmente la 
propuesta oficial, pero las demandas fundamentales de los movimientos sociales no fueron 
introducidas, y quedan intactos los temas contradictorios correspondientes al  embotellamiento 
de agua, aguas termales, reversión de las concesiones a empresas transnacionales. 
Uno de los momentos lamentables evidenciados en el marco de la protesta, es el hecho, 
que cobro la vida del profesor Shuar Bosco Bisuma, es así que el Gobierno llamó al diálogo al 
movimiento indígena, para luego establecer una serie de acuerdos en distintas materias, 
convenios que posteriormente son desconocidos por el Gobierno y la Asamblea Nacional lo que 
ocasiona el rompimiento del dialogo. El rompimiento del dialogo entre Gobierno y la dirigencia 
indígena principalmente se dio por tres factores determinantes, la falta de voluntad política del 
gobierno por no aceptar las demandas ciudadanas, el desconocimiento del acuerdo que 
contemplaba la realización de una ley de aguas que recoja las propuesta de la CONAIE como 
del Ejecutivo, y la permanente campaña de descrédito del presidente Correa en contra de la 
dirigencia indígena.   
 
“el año 2007, el Gobierno alienta la estigmatización de campesinos, indígenas, 
ecologistas y activistas sociales, al tacharlos de extorsionadores y terroristas, 
saboteadores, secuestradores, violadores de la ley, de promover la asociación ilícita 
para delinquir, falsos defensores de derechos humanos. Durante el  2010, los 
reclamos sociales y ambientales fueron convertidos en amenazas por lo que 
desencadenaron demandas civiles y penales. El  disenso, la oposición, la defensa de 
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las tierras y territorios fueron transformados en crímenes. Así, los miembros de 
comunidades y líderes sociales tuvieron que concentrarse en la defensa legal de 
acusaciones diversas; e inclusive, en varios casos,   se han visto obligados a 
silenciar su voz o a esconderse por temor.” (Chicaiza, 2010, pág. 231) 
El rechazo de los movimientos sociales a la ley del de aguas no son meros 
apasionamientos inconsistentes, desvelan concepciones distintas de cómo mirar el nuevo 
modelo de desarrollo, la reforma del Estado y el estado plurinacional, y la participación, en 
contraposición a las viejas ideas del gobierno que mantiene rezagos del modelo neoliberal.  
Históricamente, las demandas del movimiento indígena y campesino se han centrado 
por las reivindicaciones en torno al acceso al agua y a la tierra. Por tal razón, en las últimas 
décadas las organizaciones sociales han luchado en contra del modelo neoliberal imperante que 
promovía la privatización del agua, mirando este elemento de la naturaleza como un bien 
económico susceptible de apropiación, organizaciones que para enfrentar estas políticas han 
hecho varias propuestas, entre ellas una ley de aguas. 
Los avances constitucionales en materia de agua es el esfuerzo de año de luchas y 
propuesta por parte de amplios sectores sociales. La conquista del derecho humano al agua y la 
prohibición de privatizarlo en el marco de la Asamblea Nacional Constituyente fue una dura 
pelea con quienes defendían el agua como un derecho humano fundamental y quienes actúan 
por sus intereses particulares incluso ciertos asambleístas oficialistas y uno que otro funcionario 
de gobierno, que ahora en la discusión de la propuesta de ley de aguas son quienes ponen trabas 
para incluir las demandas de los movimientos y las organizaciones sociales.  
4.6. Nudos críticos de la Propuesta de Ley 
La Asamblea Legislativa en el momento que se encontraba en la elaboración y 
discusión de la Ley de Recursos Hídricos y en la última etapa de este proceso de aprobación de 
la ley, tuvo que paralizar el tratamiento y aprobación de la mencionada propuesta legislativa 
hasta que se cumpla con la denominada consulta pre legislativa regulada en el artículo 57, 
numeral 17 que expresamente señala lo siguiente: “Ser consultados antes de la adopción de una 
medida legislativa que pueda afectar cualquiera de sus derechos colectivos.” 
Sin embargo, dicha paralización del tratamiento de la iniciativa legislativa de aguas, es 
mucho más compleja y responde a una serie de acciones políticas por parte de las 
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organizaciones sociales frente al desconocimiento de su participación en la elaboración de 
iniciativas legislativas, políticas públicas y la consolidación de megaproyectos de desarrollo 
como la explotación minera y petrolera, que han ocasionado el incremento de los conflictos 
socio ambientales entre las comunidades que resisten y el Estado que criminaliza la protesta 
social. 
En relación al tema que nos ocupa la Confederación de Nacionalidades Indígenas del 
Ecuador CONAIE, por varias ocasiones en el año 2009 y 2010  habría convocado a una serie de 
marchas a nivel nacional debido a la falta de voluntad política del Estado y de la Asamblea 
Legislativa para incorporar sus propuestas en torno a la discusión y debate de la Ley de Aguas, 
en tal sentido en este último tramo de aprobación de la ley, las organizaciones sociales y 
usuarios del agua demandaban la discusión en el interior de la Asamblea de varios elementos 
fundamentales a los cuales los denominaron los nudos críticos de la Ley de Recursos Hídricos.    
A continuación intentare resumir los principales elementos aportados por las 
organizaciones sociales que necesariamente debieron ser tomados en cuenta en la nueva Ley de 
Recursos Hídricos para asegurar el ejercicio pleno del derecho humano al agua consagrado en la 
Constitución de 2008: 
 
El Ecuador, en la Constitución aprobada en el año 2008, consagra el derecho humano al 
agua en el Art. 12, además de determinar que el agua constituye patrimonio nacional estratégico 
de uso público, inalienable, imprescriptible, inembargable y esencial para la vida, derecho que 
se encuentra en íntima relación con el goce de otros derechos fundamentales como la soberanía 
alimentaria que garantiza el derecho de la alimentación, la salud, la cultura; el derecho a un 
ambiente sano; a construir y mantener la identidad cultural; a un hábitat seguro y saludable; y a 
una vida digna. 
Son derechos colectivos de las comunas comunidades, pueblos y nacionalidades 
indígenas, que incluye a los pueblos afroecuatorianos y montubios, conservar la propiedad de 
sus tierras comunitarias; mantener la posesión de sus tierras y territorios ancestrales; participar 
en el uso, usufructo, administración y conservación de los recursos renovables que se hallen en 
dichas tierras; conservar y promover sus prácticas de manejo de la biodiversidad y entorno 
natural; mantener, proteger y desarrollar sus conocimientos colectivos en cuanto a saberes 
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ancestrales, medicina tradicional, ritos y lugares sagrados; y mantener y desarrollar su 
patrimonio cultural e histórico,  
Si bien es cierto la Constitución solo posibilita la consulta previa libre e informada 
sobre planes y programas de prospección, explotación de recursos no renovables que se 
encuentren en sus tierras y que puedan afectarles ambiental o culturalmente; no deja de ser 
cierto que este mismo cuerpo legal a más de garantizar los derechos constitucionales también es 
responsable del efectivo ejercicio de los derechos establecidos en instrumentos internacionales y 
los que se deriven de la dignidad de la persona, al respecto se debe atender a los dispuesto en el 
Convenio 169 de la OIT y la Declaración de Pueblos Indígenas de Naciones Unidas en relación 
al consentimiento previo libre e informado.    
Por otro lado, la Constitución reconoce como sujeto de derecho a la naturaleza o 
pachamama y como tal se desprende la obligación de respeto integral de su existencia y el 
mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos. 
Se ha reconocido también el derecho a su restauración independientemente de la reparación 
integral a las personas por impactos ambientales. 
En este sentido es necesario crear un cuerpo normativo, cuyas disposiciones se adecuen 
a los avances en materia del agua materializados en la Constitución, para lo cual las 
organizaciones sociales, los usuarios de agua y en especial el movimiento indígena ecuatoriano 
presentaron las siguientes observaciones al  "Proyecto de Ley de Recursos Hídricos, Usos y 
aprovechamiento del Agua" los mismos que al momento de su aprobación no fue tomada en 
cuenta. 
4.6.1 Servicios Ambientales.  
Es necesario recalcar que la norma constitucional, en el Art. 318 en concordancia con el 
Art. 282, expresamente prohíbe toda forma de privatización del agua, la misma que tiene una 
amplia connotación, pues ésta no se limita a los servicios públicos, sino a otras formas de 
mercantilización. De forma oculta se puede realizar a través de la venta de "servicios 
ambientales". Figura que se ampara en la necesidad de conservar los bienes de la naturaleza, a 
cambio de una retribución económica. Para ello se ha creado un mercado en donde se oferta y se 
compra los bines de la naturaleza.  
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Esta concepción a más de contradecir el derecho al agua, vulnera los derechos de la 
naturaleza, así como los derechos colectivos de pueblos, nacionalidades y comunidades, 
privándoles de su derecho tradicional al uso de sus territorios y el aprovechamiento del agua 
para fines ancestrales, culturales, medicinales y otros. Pues la utilización de la figura de 
servicios ambientales permite la privatización del agua (páramos, bosques, humedales, pantanos 
y fuentes de agua). 
4.6.2 Prelación, destinos y función del agua 
Para el caso de los usos productivos del agua (hidroeléctricas, minería, industrial), la ley 
debe respetar lo establecido en el Art. 15 de la Constitución que establece que la soberanía 
energética no se alcanzará en detrimento de la soberanía alimentaria, ni afectará el derecho al 
agua.  
Lo dicho supone que la conservación de las fuentes de agua como elemento vital de los 
ecosistemas, su consumo humano y el riego para la alimentación se priorizan por sobre la 
explotación o extracción de recursos (renovables o no) para la producción de energía y aquellos 
otros usos productivos del agua que vulneren el contenido esencial de este derecho. Por lo tanto 
no se puede priorizar bajo ningún concepto el destino del agua para actividades productivas si 
no se ha garantizado previamente el derecho al agua y su contenido, ni siquiera bajo el 
argumento de garantizar el interés nacional o el cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo, 
pues uno de los deberes primordiales del Estado, y por tanto de las leyes y políticas públicas que 
promulgue, es garantizar el ejercicio de los derechos en este caso al agua (tanto en la dimensión 
del derecho humano como en la dimensión de los derechos de la naturaleza) y su 
interdependencia con otros derechos humanos. 
4.6.3 Derechos de la naturaleza, contaminación y vertidos. 
En la población ecuatoriana aún se mantiene una concepción del agua sólo como 
recurso y/o servicio, esta circunstancia obstaculiza el ejercicio y la implementación real del 
derecho humano al agua y los derechos de la naturaleza que permita incorporar la visión 
ecosistémica del agua y tome en cuenta el ciclo ecológico del agua. 
Resulta notorio que las concepciones del agua para los de la ciudad y del campo son diferentes, 
“la situación del agua no está tan clara. Por ejemplo, en Quito, la preocupación de la gente 
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mestiza urbana está en tener el dinero para pagar la luz, el agua, pero no tienen presente de 
dónde llega el agua, cómo se instala. No hay esa conciencia para apoyar, ayudar a cuidar, a 
mantener el lugar de donde viene el sistema. 
4.6.4 Fondo del agua.  
La ley debe contemplar un fondo de agua dentro del presupuesto de la Autoridad Única del 
Agua, con el propósito de contar con los recursos económicos suficientes para garantizar el 
derecho humano al agua. Además esto permitiría que los sistemas comunitarios tengan los 
medios necesarios para asegurar la gestión comunitaria del agua.  
4.6.5 Institucionalidad del agua. 
Desde la visión del Estado, la SENAGUA refiere que: 
“Aún existen los planes enfocados a infraestructura, pero el tema de la rectoría del 
agua es más complejo, toma en cuenta el nuevo enfoque de los derechos de la 
naturaleza, economía del agua, mantener los caudales, la redistribución de las 
concesiones y aterrizar en el derecho humano al agua (…) No han habido 
suficientes recursos para canalizar esa rectoría; las mediciones ambientales, los 
caudales ecológicos, los estudios de valoración para determinar oferta y demanda 
hídrica, son temas a los cuales se les ha asignado pocos recursos. Estamos en un 
momento crítico en que se ha vivido un poco la acumulación de experiencias 
negativas para concluir con un plan adecuado que vaya en la vía de lo que manda 
la Constitución y las leyes” (López & Balarezo, 2012, pág. 8) 
La SENAGUA concede la concesión de las fuentes de agua, pues se la entrega 
gratuitamente al municipio, a la junta parroquial, a la junta cantonal, obedeciendo de los niveles 
de desagregación de los gobiernos seccionales y ellos tienen que hacer el tema de la 
distribución. En este sentido la SENAGUA está facultada simplemente en lo referente a todo el 
ciclo hidrológico, excepto cuando entra a las ciudades, no obstante, lamentablemente, es donde 
pueden originarse mayor contaminación.  
“Si seguimos el esquema del ciclo, vemos que donde más se genera impacto, la 
SENAGUA no lo controla, entregamos agua de buena calidad o de calidad 
aceptable, dependiendo del uso, pero lo que nos entrega la ciudad, lo que va al río 
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es altamente contaminado (…) La ley va a perjudicar a los grupos monopólicos, la 
ley les impediría el modelo de concesión que se tiene en Machala y en Guayaquil e 
históricos”. (López & Balarezo, 2012, pág. 9) 
De la propuesta de ley del gobierno se desprende que todos los sistemas pasen a ser manejados 
por el gobierno provincial, disolviendo así los sistemas de las comunidades. No obstante se 
evidencia que existe falta de iniciativas por parte del Estado para el fortalecimiento de las 
organizaciones de usuarios.  
Definitivamente existe un afán del gobierno por mantener el control absoluto en la gestión, por 
tal motivo otras instancias como, 
“las empresas municipales de agua potable se constituyen como otro elemento de amenaza de 
funcionamiento de los pequeños sistemas comunitarios de agua. Estas empresas quieren 
expandir sus redes, pese a que la Constitución dice que deberían fortalecerse las alianzas 
público comunitarias, pero la práctica dice otra cosa” (López & Balarezo, 2012, pág. 10) 
Además, existe preocupación sobre el tema de gestión, la cual pone en peligro a los 
sistemas comunitarios si se sigue la lógica del desarrollo y producción, donde el rol de las 
empresas públicas es controlar el manejo mediante el uso tecnológico. Se corre el riesgo de 
expropiar a la gente del área rural y a las comunidades de su “capacidad de la gestión y manejo de 
su agua y su propio entorno. Esta nueva concepción de lo público, que se enfrenta al tema comunitario, 
cuyo argumento se basa en quien puede mejorar y potabilizar el agua, no es un argumento de mejora del 
servicio sino que se convierte en un argumento para quitarle el manejo a la gente, porque aparentemente 
no tienen ni la tecnología ni la capacidad para asumir la gestión del agua”  (López & Balarezo, 2012, 
pág. 9) 
El tema del control en la gestión sigue siendo el centro de la polémica: por cuanto el 
Estado a pesar de que el Artículo 318 de la Constitución establece que la gestión del agua será 
exclusivamente pública o comunitaria, en la práctica se puede evidenciar que lo comunitario 
está siendo invisibilizado debido a la falta de involucramiento y participación de las 
comunidades en la gestión, debido a la complejidad del nuevo ordenamiento institucional del 
agua, y las comunidades, que han gestionado el agua de manera propia y han construido 
organizaciones políticas fuertes alrededor del agua, se niegan a ceder su propiedad 
preguntándose si, en los hechos, el Estado va a ser capaz, a través de un manejo responsable, de 
ejecutar la redistribución para acabar con la inequidad actual e incluir políticas que respondan a 
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sus demandas históricas. Lastimosamente, resulta evidente el reducido concepto que se posee 
actualmente desde el gobierno central y desde los GAD acerca del significado de una 
participación real. 
Los principales involucrados en el tema del agua, como se dijo anteriormente, explican 
que el gobierno central carece de una institucionalidad fuerte en este aspecto y que las 
competencias son poco claras, lo que le impide ser un garante real para el derecho humano al 
agua. Las organizaciones sociales manifiestan que existe contradicción entre el discurso y la 
implementación de políticas para el agua, por tanto, la debilidad en las instituciones estatales y 
la falta de claridad  continúa favoreciendo a ciertos grupos e intereses. 
La Defensoría del Pueblo por su parte ha receptado casos específicos de violación del 
derecho humano al agua y a la naturaleza casos, que connotan las limitaciones en el marco de 
sus competencias para controlar, sancionar, prevenir, de la SENAGUA pues todavía existen 
grandes beneficiados los cuales siguen siendo quienes usufructuaron del sistema anterior, las 
empresas privadas. 
Cumpliendo lo dispuesto en la Constitución de la República en los Arts. 318 y 85, 
numeral 3 respectivamente, que dicen que la gestión del agua será pública o comunitaria y que 
en la formulación, ejecución, evaluación y control de políticas públicas y servicios públicos se 
garantizará la participación de las personas, comunidades y pueblos; la ley de recursos hídricos 
debe establecer que la conformación de la autoridad única del agua, así como las decisiones 
sobre este tema, aseguren la participación efectiva de las personas, comunidades, pueblos y 
nacionalidades.  
4.6.6  Desprivatización, acaparamiento y redistribución.  
Actualmente no se ha logrado la desprivatización de las empresas de agua que siguen 
bajo concesión (INTERAGUA en Guayaquil y Triple Oro en Machala), haciendo de lado el 
mandato Constitucional, el cual, en su artículo 318, explica que no se reconoce ningún tipo de 
acaparamiento ni privatización del agua, siendo de exclusividad pública o comunitaria la gestión 
del agua y en donde, asimismo, el servicio público de saneamiento, abastecimiento de agua 
potable y el riego, será prestados únicamente por personas jurídicas estatales o comunitarias, la 
cual se encuentra más explícita y contundente en varias secciones y artículos del COOTAD. 
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Es un compromiso que quedo pendiente por cuanto, se acordó  hacer una revisión de 
todos los contratos de agua y hay una regulación que se ha incluido en la Ley de Aguas 
(propuesta por el gobierno); el problema surge por cuanto la ley se encuentra estancada, 
mientras no sea aprobada, sigue vigente la normativa anterior que ampara esas concesiones. 
Pues, 
“Triple Oro e INTERAGUA son socios, pertenecen al mismo grupo empresarial 
internacional que maneja el agua, y el municipio es quien otorga la concesión a 
estas empresas. No hemos podido llegar a acuerdos por las razones políticas; 
ambos municipios son administraciones social-cristianas y simplemente no sueltan 
el tema de la concesión” 
Se puede decir que, en el Ecuador, lo que está en disputa es el control del agua desde su 
concepción como recurso estratégico en la Constitución, facultando al Estado a ser el único 
encargado del cuidado patrimonial para su protección.  
4.7 Aprobación Ley de Aguas 
Antes de empezar el análisis es necesario señalar que al término de este trabajo de 
investigación se aprobó la ley de aguas, no obstante creí necesario realizar una breve 
investigación del tema.  
Ahora bien tras el proceso de diálogo realizado por la Asamblea Nacional en las 22 consultas 
prelegislativas se dio fin a las consultas prelegislativas y con ello se envió dicho proyecto a la 
resolución y aprobación de la Asamblea. El 25 de  Junio de 2014 la Asamblea Nacional con 103 
votos a favor y 21 en contra aprobó la  ley de Aguas o Recursos Hídricos, cabe señalar que el 
proyecto de ley estuvo paralizado en la Asamblea Nacional durante cuatro años.  
Durante su debate en las afueras de la Asamblea varias marchas se desarrollaron en favor y en 
rechazo al contenido de dicha normativa,  pues 
“Cientos de indígenas y campesinos llegaron a Quito para, por un lado, respaldar 
la aprobación de la ley. Pero del otro lado de la calle decenas de miembros de la 
Confederación de Nacionalidades Indígenas (Conaie), con una bandera y un 
megáfono gritaban consignas contra la norma, mientras en el medio los policías 
separando a ambos bandos. Este fue el ambiente con el que las agrupaciones 
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esperaban el resultado del debate en la Asamblea Nacional”. ( 
http://www.eluniverso.com/tema/ley-aguas) 
Es importante manifestar que previo a su aprobación el 21 de junio de 2014 se inició la 
marcha organizada por la CONAIE denominada por el agua y la vida la cual partió desde el 
Pangui cantón de Zamora Chinchipe llegó el 1 de julio de 2014 a la ciudad de Quito dentro de 
los  planteamientos que consideraron  fueron: 
“1 Una ley de aguas para vida.- Se preserve la vida extinguiendo, previniendo, 
prohibiendo y sancionando a toda concesión extractiva que este en fuentes de agua 
y zonas de recarga hídrica. Termine con toda forma de privatización y 
acaparamiento del agua para su inmediata redistribución para el pueblo. Se 
conforme el Consejo Plurinacional del Agua, como autoridad única y rectora con 
participación y decisión comunitaria. Se respete la autonomía en la gestión 
comunitaria del agua; y la creación del fondo nacional del agua “agua para el 
mañana” para la protección de fuentes de agua e infraestructura comunitaria del 
agua.2. Por el ejercicio del Sumak kawsay y los derechos de la Pachamama se 
conserve el petróleo bajo tierra del ITT- Yasuni, y se preserve los sagrados 
territorios amenazados por la mega minería en la región amazónica y andina 
(Cordillera del Cóndor, Fruta del Norte, Pananza, Kimsakocha, Río Blanco, Jeco, 
Aguarongo, Fierro Urco, Jatun Kañar, Pacto-Nanadel-Nanadelito, Intag, San Luis 
de Pambil, San Pablo de Amalí), entre otros proyectos extractivos que amenazan la   
vida”. (PachakutiK) 
Por su parte, Lourdes Tibán asambleista de Pachakutik en la entrevista realizada en el programa 
televisivo de ecuavisa señaló que la nueva Ley de Aguas no recoge las peticiones de las 
organizaciones sociales más lleva consigo definiciones confusas que conllevan a que los jueces 
a tomar cualquier decisión. 
“Nosotros cuestionamos el artículo 1, porque en el anterior proyecto que fue a 
consulta prelegislativa, decía: el estado, los gobiernos seccionales y los sistemas 
comunitarios, hoy eliminaron a los sistemas comunitarios y pasan al artículo 8, que 
señala que es de exclusiva competencia del Estado ecuatoriano y en lo que 
corresponda coordinará con los gobiernos seccionales... Incluso le quita 
competencias a los prefectos y alcaldes porque no será competencia del consejo 
provincial el tema del riego, además eliminaron definitivamente los derechos 
colectivos y los sistemas comunitarios, los ponen en un rincón en el título 3". 
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Con relación a la explotación minera donde existan fuentes de agua señalo que: 
 “esta es una ley tramposa, porque en el informe de la semana pasada, según 
Miguel Carvajal (presidente de la Comisión de Soberanía Alimentaria), decía: hay 
consenso para poner esa normativa, que donde hay fuentes de agua no se autorice 
desde el estado las concesiones mineras. En esta ley se debía decir que todas las 
concesiones que se han dado en cuanto a las vertientes de agua deben ser 
derogadas, pero nada dice, por eso nosotros respaldamos la marcha que está en 
camino, por eso decimos que quien miente es el gobierno”. 
“Creemos que se debe eliminar el artículo 7, donde establece excepciones sobre la 
privatización. Por eso votamos ayer en contra porque seríamos cómplices de salir a 
aprobar una ley que por excepción se va a privatizar el agua o se va a tomar en 
cuenta las iniciativas privadas”, recalcó la asambleísta. 
No obstante Miguel Carvajal asambleísta y presidente de la Comisión de Soberanía 
Alimentaria mediante comunicado manifestó que el objetivo de la ley, es garantizar el derecho 
al agua, así como regular y controlar la autorización, gestión, preservación, conservación, 
restauración de los recursos hídricos. 
  
“La ley prohíbe toda forma de privatización del agua por su trascendencia para la 
vida, la economía y el ambiente, por lo que no puede ser objeto de ningún acuerdo 
comercial y señala que su gestión será exclusivamente pública o comunitaria.  
La Autoridad Única del Agua, según la normativa, será la entidad que dirija un 
sistema nacional en la materia, cuyo titular será designado por el Presidente de la 
República y tendrá rango de ministro, añade el texto de la Asamblea. 
 El cuerpo legal determina el derecho humano al agua para garantizar que todas 
las personas puedan disponer de "agua limpia, suficiente, salubre, aceptable, 
accesible y asequible para el uso personal y doméstico en cantidad, calidad, 
continuidad y cobertura.  
Además, garantiza la aplicación de las formas tradicionales de gestión y manejo del 
agua practicadas por comunidades y pueblos indígenas y afrodescendientes, con 
respeto a los usos y costumbres de reparto interno y distribución de caudales”. ( 
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http://www.ecuavisa.com/articulo/noticias/actualidad/68901-asamblea-aprueba-ley-
recursos-hidricos) 
Cabe manifestar que la Asamblea Nacional al momento de aprobar la ley de aguas no 
tomo en cuenta las propuestas elaboradas por la CONAIE  y estableció los siguientes 
parámetros: 
1 La autoridad única del agua  
El texto de ley aprobada por la Asamblea Nacional habla de la necesidad de crear una 
autoridad única. Esta autoridad está íntimamente ligada al Ejecutivo, a través de la SENAGUA.  
En este sentido la propuesta de los sectores sociales fue la creación de un Consejo Plurinacional, 
en concordancia con el reconocimiento del Estado en la Constitución, en tal virtud se aprobó la 
creación de un Consejo Intercultural y Plurinacional que tendrá voz, pero no voto y que estará 
conformado por representantes de varios sectores involucrados con el agua. 
El cuerpo legal aprobado establece en el artículo 17 que “La Autoridad Única de! Agua es la 
entidad que dirige el sistema nacional estratégico del agua, es persona jurídica de derecho público. Su 
titular será designado por la Presidenta o el Presidente de la República y tendrá rango de ministra o 
ministro de Estado. Es responsable de la rectoría, planificación y gestión de los recursos hídricos. Su 
gestión será desconcertada en el territorio”. Y el 
Artículo 18.- Competencias y atribuciones de la Autoridad Única del Agua: a) 
Dirigir el Sistema Nacional Estratégico del Agua; b) Ejercer la rectoría y ejecutar 
las políticas públicas relativas a la gestión integral de los recursos hídricos;; c) 
Coordinar con la autoridad ambiental nacional y la autoridad sanitaria nacional la 
formulación de las políticas sobre calidad del agua y control de la contaminación 
de las aguas; d) Elaborar el Plan Nacional de Recursos Hídricos y los planes de 
gestión integral e integrada de recursos hídricos por cuenca hidrográfica; y, 
aprobar la planificación hídrica nacional; e) Establecer y delimitar las zonas y 
áreas de protección hídrica; f) Definir la delimitación administrativa de las 
unidades hidrográficas; g) Otorgar las autorizaciones para todos los usos, 
aprovechamientos del agua; h) Otorgar las autorizaciones para el cambio de uso o 
aprovechamiento del agua y las renovaciones de autorización cuando hubiere 
lugar; i) Otorgar personería jurídica a las juntas administradoras de agua potable y 
a las Juntas de Riego y drenaje; j) Mantener y actualizar el registro público del 
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agua; k) Declarar de interés público la información sobre la disponibilidad de 
aguas, superficiales, subterráneas y atmosféricas; I) Establecer mecanismos de 
coordinación y complementariedad con los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
en lo referente a la prestación de servicios públicos de riego y drenaje, agua 
potable, alcantarillado, saneamiento, depuración de aguas residuales y otros; m) 
Emitir informe técnico de viabilidad para la ejecución de los proyectos de agua 
potable, saneamiento, riego y drenaje; n) Conocer y resolver sobre las apelaciones 
y otros recursos que se interpongan respecto de las resoluciones emitidas por la 
Agencia de Regulación y Control; o) Asegurar la protección, conservación, manejo 
integrado y aprovechamiento sustentable de las reservas de aguas superficiales y 
subterráneas;  p) Fijar mediante la aplicación de criterios técnicos y actuariales las 
tarifas para el uso y aprovechamiento productivo del agua; q) Ejercer la 
jurisdicción coactiva en todos los casos de su competencia; r) Formular, gestionar y 
supervisar el plan anual de prioridades en infraestructura hidráulica, equipamiento, 
drenaje e inundaciones; y, administrar la infraestructura hidráulica de propósito 
múltiple; s) Implementar un registro para identificar y cuantificar tos caudales y las 
autorizaciones de uso o aprovechamiento productivo cuando se trata de caudales 
que fluyen por un mismo canal o sistema de riego; t) Concienciar a usuarios y 
consumidores sobre el uso responsable del agua para el consumo humano; u) 
Autorizar excepcional y motivadamente el trasvase de agua desde otras 
demarcaciones hídricas; v) Aprobar la delimitación concreta de las cuencas 
hidrográficas y su posible agrupación a efectos de planificación y gestión así como 
la atribución de las aguas subterráneas de la cuenca que corresponda; y, w) Dictar 
las medidas necesarias para el ejercicio de sus funciones y competencias. 
Es decir que la Autoridad Única del agua tiene 23 atribuciones, pues se trata de una 
entidad cuyo titular será nombrado por el Presidente de la República. Su ámbito de acción 
abarca desde dirigir el Sistema Nacional Estratégico del Agua, elaborar el Plan Nacional de 
Recursos Hídricos hasta fijar tarifas no obstante La ley tradujo un Consejo Intercultural y 
Plurinacional del Agua, la cual tiene ocho atribuciones Ninguna de ellas habla de incidir 
directamente en la gestión. 
Artículo 20. Atribuciones del Consejo Intercultural y Plurinacional: 1. Control 
social sobre la garantía y el ejercicio del derecho humano al agua y su distribución 
equitativa; 2. Participar en la formulación, evaluación y control de las políticas 
públicas de los recursos hídricos; 3. Participar en la formulación de las directrices 
y seguimiento del Plan Nacional de Recursos Hídricos; 4. Generar debates 
públicos. 5. Participar en el fomento sobre la difusión de los saberes ancestrales. 6. 
Rendir cuentas a la ciudadanía sobre su gestión; 7. Contribuir y propiciar la 
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resolución de controversias y conflictos que se susciten entre los usuarios del agua; 
8. Las demás que determine la Ley. 
2 Desprivatización del agua 
Según Carlos Pérez, "El 64% del total del caudal de agua está en manos del 1% de propietarios 
privados. La privatización está en marcha". 
Las actuales concesiones del agua se modificarán en autorizaciones. Estas serán de 
plazo indefinido para el consumo humano. Para riego y abrevadero de animales el plazo será de 
diez años. 
Las autorizaciones para actividades productivas consideradas en la soberanía alimentaria se 
entregarán para ocho años y las autorizaciones ocasionales se entregarán para dos años. 
 
3 No a la minería a gran escala 
Las concesiones mineras, según líderes indígenas como Pérez, causan graves daños en las zonas 
en las que hay fuentes de agua. "Un millón de hectáreas están concesionadas a multinacionales 
mineras. Sabemos que la presión es fuerte". El líder, también con procesos judiciales en su contra 
por el mismo tema, recordó nombres como Quimsacocha, Cóndor Mirador, Ruta del Norte... 
Cholango por su parte manifiesta que: "Tiene que estar prohibida al minería a gran escala. La ley 
está detenida 6 años por falta de voluntad política. Este tema vamos a defender con fuerza". Proaño 
tiene su versión: "La actividad minera no se desarrolla cerca de fuentes de agua". Según Pacheco, el 
Código Integral Penal tiene tipificados delitos por atentar contra la naturaleza. "En esta ley 
estamos hablando de autorizaciones y no de concesiones". 
4 Gestión comunitaria del agua preocupa 
Los miembros de la Comisión de Soberanía Alimentaria han hecho esta aclaración en cada una 
de las asambleas. Mientras el sector indígena pide que se respete su trabajo en cuanto a la 
gestión del agua, los sectores productivos piden ser incluidos en estos colectivos. "El agua no 
puede ser usada con fines políticos. En el sector campesino -dice Cevallos- también es mecanismo de 
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presión Muchas de nuestras observaciones ha sido recogido por el Presidente". "Las propuestas válidas 
serán incorporadas". 
De esa forma, el vicepresidente de la Comisión, Mauricio Proaño, zanja las críticas de algunos 
dirigentes que se preguntan si las asambleas no serán un sainete.  
Más dispuesto al diálogo, el representante de AP asegura: Ecuador tiene recursos hídricos 
suficientes para que todos queden contentos". 
5 Un fondo para cuidar el agua urge 
Las organizaciones sociales proponen que el Estado entregue recursos a las juntas de agua para 
cuidar los páramos y proteger el agua.  
Cabe señalar que la Asamblea Nacional no tomo en cuenta en totalidad los lineamientos del 
movimiento indígena, más aún el proyecto da a notar  grandes atribuciones al ejecutivo para la 
distribución del líquido vital,  lo que nos lleva a creer que el gobierno nacional no solamente en 
este proyecto de ley sino también en las leyes subsiguientes trata de controlar todos los sectores 
estratégicos. 
Enfoque  
La ley aprobada debía prohibir toda forma de privatización del agua.  
La expedición de una nueva ley de Recursos Hídricos, supone corregir los graves 
problemas que primaron durante décadas, y que dieron lugar a un desordenado manejo 
institucional de la gestión del agua y de los servicios públicos relacionados, así como también 
su privatización. Estas políticas, que fueron impulsadas en el marco de los programas de ajuste 
estructural promovidas por las instituciones financieras internacionales, repercutieron 
negativamente en el ejercicio de los derechos humanos, y lesionaron la soberanía nacional.  
La Constitución de la República, en el artículo 318, prohíbe toda forma de privatización 
del agua. Además de disponer que la gestión del agua será exclusivamente pública o 
comunitaria, en tanto que los servicios públicos de saneamiento, abastecimiento de agua y riego 
serán suministrados únicamente por personas jurídicas estatales o comunitarias.  
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Estas disposiciones debieron ser concretizadas en la nueva legislación, en medidas que 
por un lado promuevan la desprivatización de la gestión del agua, y por otro, impidan cualquier 
forma de privatización actual y futura.  
Además, la ley debió establecer mecanismos para proceder a la desprivatización de la 
gestión del agua, cumpliendo lo establecido en la Constitución que determina que la gestión del 
agua será exclusivamente pública o comunitaria. En tal sentido, la ley debería contemplar la 
reversión de concesiones en los casos en que se ha demostrado el incumplimiento de los 
contratos, además de graves lesiones a los derechos fundamentales, como el caso de la Empresa 
INTERAGUA donde el Estado ha realizado varios estudios técnicos cuyos datos respaldan la 
caducidad del contrato con dicha empresa. Por lo tanto, la ley debe disponer el cumplimiento de 
estas recomendaciones, lo cual estaría en concordancia con las disposiciones constitucionales 
La ley debía establecer mecanismos para revertir las concesiones de agua que provoquen 
concentración o acaparamiento por ser un mandato constitucional consagrado en la disposición 
transitoria vigésima sexta de la Constitución 
Por otro lado la ley debía contemplar el derecho al consentimiento previo, libre e informado de 
las comunidades pueblos y nacionalidades sobre planes y programas de prospección, 
explotación y comercialización de recursos no renovables que se encuentren en sus tierras y que 
puedan afectarles ambiental o culturalmente conforme a lo establecido en el Art. 57, No 7 de la 
Constitución de la República, al Convenio 169 de la OIT y a la declaración Universal de 
Derechos de los Pueblos Indígenas 
La pregunta sigue estando alrededor de quién tiene que garantizar la vigencia del 
derecho humano al agua. Las organizaciones sociales dicen que el Estado, pero también 
reconocen que, en el tema del agua, hace falta la participación de toda la población; “es notoria 
la ausencia de debates e informativos serios que involucren a la sociedad civil”, menciona Buitrón. En 
ese sentido, “en el mundo académico no se debate sobre estos temas, hacen falta espacios de debate 
serios. Tengo la impresión que en los últimos años, en general, hay un debate del agua muy subsumido al 
tema parlamentario, por una parte, y muy funcionalizado a proyectos políticos por otra” 
Y por último, la Asamblea Nacional debe garantizar el derecho a la consulta pre 
legislativa, que tienen las comunas pueblos y nacionalidades, antes de la adopción de una 
medida legislativa, como es el caso de la Ley de Recursos Hídricos en virtud del numeral 17 del 
Art. 57 de la Constitución Política.     
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Al respecto es importante que se atienda a las demandas populares de amplios sectores sociales 
que históricamente han sido marginados de las decisiones políticas del país, y tradicionalmente 
han cuidado las fuentes de agua, y por lo tanto el Pleno de la Asamblea Legislativa tome en 
cuenta los puntos antes mencionados, también denominados nudos críticos y estos sean objeto 
de debate para la realización de la Ley de Recursos Hídricos. 
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CAPITULO III 
MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1. Modalidad  de la investigación 
Los tipos de investigación a utilizarse son los siguientes: 
Investigación Bibliográfica  
 La presente investigación será de carácter bibliográfica porque la principal fuente de 
consulta serán los libros existentes sobre el tema. 
Se abordará cuerpos normativos como: la Constitución de la República, demás leyes y 
reglamentos afines con mi tema de investigación. 
También se abordará doctrina y jurisprudencia sin desatender tratados, convenios y acuerdos 
internacionales celebrados y ratificados por el Estado ecuatoriano. 
Investigación de campo 
Complementariamente, se desarrollará una investigación de campo para obtener información 
directa de la observancia de los derechos y garantías constitucionales establecidas a favor los 
ciudadanos.  
Investigación Histórica 
Adicionalmente utilizaré la investigación histórica a fin de  reconstruir el pasado de la manera 
más objetiva y exacta posible, para lo cual de manera sistemática intentaré recolectar, 
evidencias que permitan obtener conclusiones válidas. 
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Investigación descriptiva 
Este tipo de investigación es necesario por cuanto esta investigación por cuanto se requiere de 
la  descripción de datos por cuanto en un tema que tiene  un impacto en las vidas de la gente 
que le rodea. 
 Además será cualitativa y cuantitativa con la finalidad de lograr entender el fenómeno 
social y sus características: 
Cualitativa porque me ayudará a entender el fenómeno social y sus características. 
Debido a que se orienta a profundizar datos específicos y no a generalizar. Su preocupación no 
es prioritariamente medir, sino cualificar y describir el fenómeno social a partir de rasgos 
determinantes, según sean percibidos por los elementos mismos que están dentro de la situación 
estudiada.  
Cuantitativa porque para la investigación de campo se utilizará la estadística descriptiva. 
Se fundamenta en la medición de las características de los fenómenos sociales, lo cual supone 
derivar de un marco conceptual pertinente al problema analizado, una serie de postulados que 
expresen relaciones entre las variables estudiadas de forma deductiva.  Esto tiende a generalizar 
y normalizar resultados. 
3.2. Población y Muestra 
Población 
Los estratos que se seleccionarán serán los siguientes: 
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Cuadro 1 
Muestra 
COMPOSICIÓN MUESTRA 
CEDHU 5 
SENAGUA 4 
DEFENSORES COMUNITARIOS DEL AGUA 7 
PROFESIONALES DEL DERECHO 1 
TOTAL 17 
     Autora: Jenny Daniela Hermosa Quishpe 
 
 
Muestra  
 
 Se aplicarán las entrevistas a organizaciones sociales que defienden los derechos de la 
naturaleza.  
 
 De idéntica manera se entrevistara a un grupo de habitantes  y de usuarios de 
comunidades cercanas a las fuentes de agua, todo con la finalidad de recoger sus criterios sobre 
el tema propuesto.  
 
3.3. Métodos 
 
Determinación de los métodos a utilizar 
 
Los métodos a utilizarse son los siguientes: 
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 Método inductivo.- “Método de la investigación científica, que parte de conceptos 
particulares para estructurar leyes generales” ( Editores Creciendo Juntos, 2006, pág. 45). A 
través de este método podré revisar los principales componentes de la Ley para 
posteriormente estructurar una visón general de la misma y de esta manera puntualizar 
sus principales falencias. 
 
 Método deductivo.- “Método de la investigación científica, que parte de las leyes generales 
para establecer conceptos particulares”  ( Editores Creciendo Juntos, 2006). Mediante este 
método podré apreciar los errores normativos de la generalidad del Ordenamiento 
Jurídico nacional, para finalmente referirme en particular al derecho humano al agua.  
 
 Método analítico.- “Método de la investigación científica, que comprende la revisión de las 
características de un objeto a través de las partes que lo integran, es hacer una separación de 
sus componentes y observar periódicamente cada uno de ellos, al fin de identificar tanto su 
dinamia particular como las relaciones de correspondencia que guardan entre sí y dan origen a 
las características generales que se quieren conocer”. ( Editores Creciendo Juntos, 2006) 
 
 Método sintético.- “Método de la investigación científica, que reuniendo los elementos del 
todo, previamente separados, los analiza de manera global”  ( Editores Creciendo Juntos, 2006, 
pág. 56). Una vez que analice los procesos sociales en la region, mediante este método, 
los integraré mediante un estudio integral. 
 
 Método histórico comparado.- “Método de la investigación científica, que se apoya en el 
análisis evolutivo del objeto en comparación con su contexto” ( Editores Creciendo Juntos, 
2006). Con este método podré realizar la revisión histórica – evolutiva de la Ley de 
Recursos Hídricos y Usos y Aprovechamiento del Agua. 
 
 Método descriptivo.- “Método de la investigación científica, que investiga el presente, lo que 
está ocurriendo actualmente” ( Editores Creciendo Juntos, 2006). A través de este método 
podré señalar las falencias de la Ley de Recursos Hídricos y Usos y Aprovechamiento 
del Agua. 
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3.4. Operacionalización de las variables 
 
Matriz de la investigación 
Cuadro 2 
Operacionalización de las Variables 
Variable 
Independiente 
Dimensión Indicadores Preguntas Ítems Técnica 
Instrumento 
Establecer una 
relación entre  los 
problemas sociales 
de acceso al agua y  
reconocer que el 
agua es un derecho 
humano  
 
Derecho 
Constitucional. 
No se aplica la 
Constitución de la 
República 2008, 
pues no existe 
armonía con la Ley 
de Recursos 
Hídricos   
¿Según su criterio 
cuáles fueron los 
principales actores 
involucrados: 
(organizaciones 
indígenas, otros 
actores sociales, 
actores estatales y 
eventualmente 
empresas 
transnacionales u 
organismo 
internacionales en 
torno a la 
problemática del 
agua? 
2 ¿Cuáles fueron las 
principales acciones 
desarrolladas en el 
marco de las 
movilizaciones en 
torno a la defensa 
del agua? 
 
Entrevista 
 
 
 
Variable 
Dependiente 
Dimensión Indicadores Preguntas 
Ítems 
Técnica 
Instrumento 
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Inobservancia a la 
Constitución de la 
República 2008.  
 
 
Derecho 
Constitucional 
El  agua constituye 
patrimonio nacional 
estratégico de uso 
público, 
inalienable, 
imprescriptible, 
inembargable y 
esencial para la 
vida.  
d) ¿Según su criterio 
la nueva ley de aguas 
se contrapone a la 
Constitución de la 
República 2008? 
 
 
Entrevista 
 
Ley de Recursos 
Hídricos 
 
Derecho 
Ambiental 
La Ley de 
Recursos 
Hídricos permite 
la privatización 
del agua siendo 
este un de 
derecho humano 
¿Por qué el Estado 
Ecuatoriano 
permite que el 
destino del agua 
para actividades 
productivas como la 
minería si no se ha 
garantizado 
previamente el 
derecho al  agua y su 
contenidos? 
 
Ley de Recursos 
Hídricos  
Derecho 
Ambiental 
 
“Establecer una 
relación entre  
los problemas 
sociales de acceso 
al agua por parte de 
la población 
Ecuatoriana, y su 
tratamiento jurídico 
 
¿Por qué no existe 
una distribución 
equitativa del 
agua?  
 
Entrevista 
 
 
 
 
Investigador: Jenny Hermosa 
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3.5. Técnicas 
 
Técnicas de investigación 
  
 Por la naturaleza de la presente investigación las técnicas a utilizarse son las siguientes: 
 
TÉCNICA DE GABINETE: Para la recolección de la información se utiliza 
precisamente esta Técnica de la Investigación Científica. Consiste en ir anotando en fichas, toda 
la información obtenida. Las más importantes son: 
 
FICHAS BIBLIOGRÁFICAS: Son tarjetas, que poseen medidas estándar, sirven para 
identificar, las fuentes de información bibliográfica.  
 
FICHAS NEMOTÉCNICAS: Son tarjetas, que poseen medidas estándar, en ella se 
registra la información obtenida de la lectura.  
TÉCNICA DE CAMPO: Sirve para verificar los hechos o fenómenos que se producen, 
dentro del campo de acción. Las Técnicas de Campo, más importantes son: 
 
OBSERVACIÓN: Es una técnica dedicada a ver y oír los hechos o fenómenos que se 
desean estudiar. En mi trabajo emplearé esta técnica, al observar de manera científica la 
sociedad para analizarla  y comprenderla.  
 
ENCUESTA: Consiste en formular una serie limitada de preguntas, referentes a un tema 
importante. Es una forma de sondeo de opinión inmediata. Haré uso de esta técnica en mi 
trabajo, al momento de consultar a un sector de la sociedad, su opinión al respecto de mi tema -  
problema. 
 
ENTREVISTA: Es una técnica de la investigación científica que sirve para investigar, 
conocer, informarse de la fuente misma la temática requerida y planteada en el proyecto de 
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investigación.  En el presente trabajo de investigación se ha realizado entrevistas a informantes 
calificados, principalmente líderes indígenas  de las organizaciones más representativas. 
 
Diseño de la entrevista a informantes clave 
 
Esta actividad implica formular un cuestionario que permita identificar: 
 
a) ¿Según su criterio cuáles fueron los principales actores involucrados: (organizaciones 
indígenas, otros actores sociales, actores estatales y eventualmente empresas transnacionales u 
organismo internacionales en torno a la problemática del agua? 
b) ¿Cuáles fueron las principales acciones desarrolladas en el marco de las movilizaciones en 
torno a la defensa del agua? 
 
c) ¿Qué resultados se obtuvieron como fruto de la movilización o acción política en defensa del 
agua? 
d) Según su criterio la nueva ley de aguas se contrapone a la Constitución de la República 
2008. 
 
Plan para la recolección de la información 
Cuadro 3 
PREGUNTAS BÁSICAS EXPLICACIÓN 
1. ¿Para qué? El Trabajo de Investigación 
2. ¿De qué persona? Interesados 
3. ¿Sobre qué aspectos? La defensa del derecho  humano al agua  
4. ¿Quiénes? Defensores del agua 
5. ¿Cuándo? En el año 2013 
6. ¿Dónde? Ecuador 
7. ¿Cuántas veces? 17 
8. ¿Qué técnicas de recolección? Entrevista  
9. ¿Con qué? Instrumentos radiales 
Elaborado por: Jenny Hermosa 
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Procesamiento de la información  
 
Objetivo: Realizar un rastreo de las principales causas y afectaciones del derecho humano al 
agua y a las luchas políticas del movimientos sociales, desde la aprobación de la nueva 
Constitución en el año 2008, conocer que las organizaciones sociales defensores, usuarios del 
agua especialmente el movimiento indígena han realizado varias iniciativas de propuestas de ley 
respecto a los temas señalados, hasta la presente fecha.  
 
Esta actividad supone localizar a los informantes clave, acordar la realización de la entrevista y 
efectuarla en las provincias  afectadas. 
 Transcribir las entrevistas a informantes claves 
 Realizar el análisis de la entrevistas 
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CAPÍTULO IV 
 
4.1. Análisis e interpretación de resultados 
 
 
1 ¿Según su criterio cuáles fueron los principales actores involucrados: (organizaciones 
indígenas, otros actores sociales, actores estatales y eventualmente empresas transnacionales u 
organismo internacionales en torno a la problemática del agua? 
 
Cuadro 4 
 
                     Fuente: Entrevista 
                      Elaborado por: Jenny Hermosa 
 
 
2 ¿Cuáles fueron las principales acciones desarrolladas en el marco de las movilizaciones en 
torno a la defensa del agua? 
 
Cuadro 5 
 
                     Fuente: Entrevista 
                      Elaborado por: Jenny Hermosa 
 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA  PORCENTAJE  
Estado 5 0,85% 
Organizaciones 
Sociales 
12 2,04% 
TOTAL 17 100% 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA  PORCENTAJE  
Levantamientos 10 1,7% 
Propuestas 7 1,19% 
TOTAL 17 100% 
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3 ¿Qué resultados se obtuvieron como fruto de las movilizaciones o acciones políticas en 
defensa del agua? 
 
Cuadro 6 
 
                     Fuente: Entrevista 
                      Elaborado por: Jenny Hermosa 
 
4) ¿Según su criterio la nueva ley de aguas se contrapone a la Constitución de la República 
2008?       
Cuadro 7 
 
. 
 
Fuente: Entrevista 
Elaborado por: Jenny Hermosa 
5) ¿Por qué el Estado Ecuatoriano permite que el destino del agua para actividades 
productivas como la minería si no se ha garantizado previamente el derecho al  agua y su 
contenidos? 
Cuadro 8 
 
 
 
 
 
Fuente: Entrevista 
Elaborado por: Jenny Hermosa 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA  PORCENTAJE  
Nueva Ley de 
Aguas 
8 1,36% 
El Estado le 
reconozca derechos 
9 1,53% 
TOTAL 17 100% 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA  PORCENTAJE  
Si 13 2,21 
No 4 0,68 
TOTAL 17 100% 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA  PORCENTAJE  
Intereses 
particulares 
10 70% 
Bienestar 
económico del país 
7 30% 
TOTAL 17 100% 
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Análisis de Resultados 
 
El tema del derecho al agua es un tema que evidentemente involucra a varios actores 
entre los cuales se encuentra el Estado y los usuarios y defensores del agua, en este sentido las 
personas entrevistadas fueron: indígenas, ONGs, y  representantes de la SENAGUA. 
 
Del análisis realizado se evidencia que se ha dado un gran proceso de socialización en relación 
al tema del agua en las distintas comunidades de base, para ello se han realizado una serie de 
acciones entre ellas foros, paneles, mesas de dialogo, mesas redondas. Sin embargo, las 
propuestas del resultado de las discusiones sobre el tema del agua no han sido tomadas en 
cuanta por el gobierno, y al contrario se les han mantenido al margen. 
 
Un ejemplo de la falta de participación de las organizaciones preocupadas por la problemática 
del agua, fue la realización de un encuentro por el agua organizado por la Secretaría Nacional 
del Agua (SENAGUA), la Secretaria de los Pueblos, Movimientos Sociales y Participación 
Ciudadana y otras entidades del Estado, invitación en la cual fueron excluidas organizaciones 
como la FOA y la UNAGUA, así como las comunidades de Tarqui, Victoria del Portete, Girón 
y otras.  
 
El Gobierno ha ignorado la participación de las comunidades afectadas a los distintos 
eventos que realiza y solo hace extensivo el llamado a las organizaciones que están de acuerdo 
con su política de gobierno, mas no a las comunidades afectadas por los proyectos mineros y 
que se resisten a esta iniciativa. 
 
Básicamente el gobierno y sectores de la derecha como expresión ideológica de sectores 
empresariales, los camaroneros, bananeros, algunos sectores también vinculados al gobierno 
que tienen unas concesiones increíbles de agua en el sur de Cuenca, las cámaras que aunque no 
se pronunciaba directamente solapadamente estaban también con el régimen y finalmente las 
multinacionales. 
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Resultados de las movilizaciones en torno al tema de la ley de aguas 
 
Él logró más importante, producto de las acciones políticas de las organizaciones 
sociales fue la paralización de la discusión y aprobación de la ley de aguas, hasta que se realice 
la consulta pre legislativa.  Las organizaciones demandan la desatención del gobierno a sus 
propuestas en relación al tema del agua y cuestionan la ley del oficialismo que deja intacta la 
privatización y el acaparamiento del agua, fomenta la entrega de grandes cantidades de agua 
para fines productivos para el desarrollo de la actividad minera en áreas protegidas, en predios 
con vocación agrícola y ganadera, etc. Ventajosamente esa ley se encuentra en el limbo y las 
organizaciones están atentas a lo que pueda suceder en los próximos días. 
Señor Leonardo López  
En lo negativo se puede decir que hace falta más preparación, tener un conocimiento 
multidisciplinar en temas relacionados al agua, a la minería, a economía y sus consecuencias, 
para afrontar con ideas y propuestas a las arremetidas del gobierno. Debemos estar organizados 
y preparados para la resistencia, debemos articularnos con otros sectores de la sociedad, dejar de 
ser sectarios, procurar hacer acciones no violentas, salvo en caso que en legítima defensa 
tengamos que actuar, debemos mostrarnos ante la opinión pública como actores sin ningún tipo 
de interés personal, ser absolutamente transparentes. 
En lo positivo, la lucha social nos ha enseñado a realizar alianzas con otros sectores para 
coordinar ideas y acciones. También valoramos y reconocemos el esfuerzo de las mujeres, 
personas que nos han enseñado una cátedra de conocimientos y de lucha, y el esfuerzo de los 
jóvenes que se han ido sumando a la lucha por la defensa de la madre tierra y la naturaleza. 
 
Hemos a prendido a no se sumisos, que somos débiles cuando estábamos desunidos, que nos 
sentimos pequeños cuando estamos de rodillas, que cuando estamos agachados nos sentimos 
derrotados. Sin embargo cuando levantamos la cabeza y nos paramos sabemos que estamos en 
las mismas condiciones y podemos afrontar al autoritarismo, más allá de las amenazas, de la 
represión. Porque la verdad y la lucha legítima nos ayudará a liberarnos de un yugo esclavista y 
de la prepotencia de un gobierno que se jacta de revolucionario. Pero que para ser 
revolucionario tiene que empezar a respetar a la naturaleza y a los hijos de la pacha mama.  
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Finalmente de los resultados evidenciados en este trabajo de investigación se deduce que las 
luchas sociales en defensa del agua son un proceso que ha venido desde hace tiempo, así mismo 
se desprende que la participación social es su principal eje, y posteriormente se evidencia que en 
el Ecuador ha existido deficiencia institucional en cuanto al manejo del agua. 
 
4.2. Conclusiones 
 
 Tanto la comunidad internacional como el Estado Ecuatoriano han hecho caso omiso 
del reconocimiento del derecho humano al agua, lo cual se evidencia en los índices de 
diversos organismos con respecto al acceso al agua potable y saneamiento, dando como 
resultado altas tasas de mortalidad y desnutrición, y las consecuencias que las mismas 
acarrean, sin mencionar la violación de los derechos humanos. 
 
 Según la información existente se demuestra que Latinoamérica es el continente que, a 
pesar de poseer las mayores reservas de agua dulce, es el lugar donde persisten los 
mayores niveles de injusticia e inequidad, pues “ochenta millones de latinoamericanos no 
tienen acceso a este  recurso” (Garbay S. , 2008, pág. 12). En relación al consumo, también 
se presentan notables diferencias entre las personas de esta región en relación a las del 
resto del planeta. “Mientras una persona en Latinoamérica consume un promedio de 20 litros 
por día en Europa puede llegar a 213, mientras un estadounidense puede superar los 600 litros 
diarios”  (Garbay S. , 2008, pág. 12) 
 El modelo privatizador, que se desarrolló durante la década de los 90 provocó que  
organizaciones sociales, sindicatos, indígenas, defensores de derechos humanos, 
organizaciones comunitarias que manejan sistemas de agua, ecologistas, de diferentes 
partes de la región se hayan organizado en defensa del agua, como consecuencia lógica 
de este proceso de movilización de lucha en defensa del libre acceso al agua, 
transformaciones políticos, logrando modificar los marcos jurídicos nacionales 
mediante reformas constitucionales, de leyes, de la institucionalidad pública, 
provocando inclusive la reversión de empresas privatizadas al Estado.  
 Los procesos de privatización del agua en la región especialmente en el Ecuador han 
sido impulsados, tanto por el Banco Internacional de Desarrollo como por las grandes 
empresas transnacionales que han llegado a conformar los denominados mercados de 
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agua, cuyos resultados son desbastadores tanto para los consumidores como para el 
medio ambiente, pues estas empresas con ánimo de lucro no han demostrado ser más 
eficientes que el sector público.  
 La privatización temporal del agua y alcantarillado fue como en otros países de la 
región en gran medida el resultado de la aplicación de las imposiciones del Fondo 
Monetario Internacional y del Banco Mundial, que en su momento condicionaron 
refinanciamiento de la deuda externa y nuevos créditos, en su orden, a cambio, 
primeramente, de reformas legales que abran el camino a la privatización de los 
servicios básicos y, posteriormente, a la concesión a la firma Internacional Water, 
subsidiaria de la transnacional norteamericana Betchtel.  
 Los procesos de oposición y resistencia de los movimientos sociales defensores de la 
naturaleza particularmente del agua  han dado resultados positivos en nuestro país el 
reconocimiento del derecho humano al agua en el marco constitucional es el más grande 
logro, el reto del Estado Ecuatoriano está en lograr que esta norma constitucional tengan 
una debida coherencia con las leyes secundarias para que se pueda encontrar un 
verdadero reconocimiento del derecho humano al agua. 
 La concesión otorgada a “INTERAGUA” no representa un mejoramiento notable de los 
servicios de agua potable y saneamiento en Guayaquil, a diferencia  representa  un 
golpe en la población de bajos ingresos debido al aumento paulatino de tarifas.  
 La falta de acciones positivas en relación a la calidad del agua, entre otros puntos, ha 
provocado en las ciudades como Quito, la falta de un sistema de tratamiento de aguas 
residuales de importancia, los que existen son muy pequeños o se encuentran al interior 
de algunas industrias, el deterioro de la calidad del agua se refleja en los altos índices de 
contaminación que se registran en los ríos Machángara, Guayllabamba y Monjas. Los 
esfuerzos para solucionar este problema en Quito no han dado sus frutos y a pesar de 
años de estudios, millones de dólares de inversión y actualizaciones de estudios, se 
estima que en el año 2018 Quito podrá contar con sus primeros sistemas de trata miento 
de aguas residuales. 
 
 Los procesos de privatización de la región especialmente del Ecuador han sido 
impulsados, tanto por el Banco Internacional de Desarrollo  como por  las grandes 
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empresas transnacionales que han llegado a conformar los denominados mercados de 
agua, cuyos resultados son desbastadores tanto para los consumidores como para el 
medio ambiente, pues estas empresas con ánimo de lucro no han demostrado ser más 
eficientes que el sector público. 
 
 En los países en la región se han realizado vertiginosos cambios para democratizar el 
agua en muchos casos las reformas han partido de la participación ciudadana y de 
organizaciones preocupadas en el tema. Muchos de los retos que tiene la ciudanía se 
enmarca lograr cruzar la barrera de la burocracia, la corrupción, la carencia de 
institucionalidad  estos pueden ser la raíz de un deficiente servicio público para 
garantizar el derecho humano al agua. 
 
 La aprobación de la constitución, el Ecuador se convierte en un Estado Constitucional 
de Derechos y Justicia, en el cual los derechos de las personas se encuentran por 
superpuesto a las normas legales toda vez que la ley pierde su posición de primacía y en 
las constituciones se incluyen principios materiales de justicia que desarrollan su 
influencia en todos y cada uno de los sectores del Ordenamiento Jurídico. 
 
 El texto constitucional de la República del Ecuador aun cuando se muestra como una 
herramienta jurídica que garantiza derechos, presenta serias contradicciones en los 
temas relacionados a sectores estratégicos y protección de los ecosistemas. Así, para el 
caso de los sectores estratégicos en el Art. 316, Párr. 2) Manifiesta que estos sectores, 
podrán ser delegados de forma excepcional a la iniciativa privada y a la economía 
popular y solidaria, para el ejercicio de estas actividades, en los casos que establezca la 
ley.” Así también preocupa, lo establecido en el  Art. 407 de la Constitución, que en 
primera instancia prohíbe la actividad extractiva de recursos no renovables en las áreas 
protegidas y en zonas declaradas como intangibles, incluida la explotación forestal. Y 
luego prescribe que de forma excepcional dichos recursos se podrán explotar a petición 
fundamentada de la Presidencia de la República y previa declaratoria de interés nacional 
por parte de la Asamblea Nacional, que, de estimarlo conveniente, podrá convocar a 
consulta popular. Es decir se puede implementar un proyecto extractivo sea minero 
petrolero y otros en las indicadas zonas previo a la declaratoria de interés nacional por 
parte de del órgano legislativo, vulnerando de esta manera el derecho al agua, la 
soberanía alimentaria; y, lo expuesto en el mandato minero, establecido en la Asamblea 
Nacional Constituyente, que revirtió al Estado múltiples concesiones mineras al margen 
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de la ley; que prohibía la explotación de minerales en fuentes o nacimientos de agua, 
áreas protegidas y otras. 
 
 A pesar del reconocimiento del agua como un derecho humano y a pesar del 
reconocimiento constitucional, todavía el Ecuador carece de una política clara para el 
saneamiento ambiental integral, pues en el proyecto de Ley de Aguas emitido por el 
ejecutivo define al saneamiento como un sistema de agua potable, alcantarillado 
sanitario y  pluvial,  y  de tratamiento  de  aguas  servidas,  sin  incorporar el tratamiento 
de residuos sólidos; de tal forma se sostiene la desintegración de la política, gestión y 
control de residuos sólidos. 
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4.3.  Recomendaciones 
 
 El concepto  de “conservación del medio ambiente” a nivel político ha ocultado  las 
verdaderas intenciones de cada país por el uso de los recursos naturales, en este 
contexto es obligación del Estado Ecuatoriano generar una legislación coherente con 
verdadero desarrollo sustentable, soberano de sus recursos hídricos, que permita la 
defensa del mismo y de sus habitantes. Pues los esfuerzos de los seres humanos por 
optimizar el medio ambiente en el que vive y engrandecer su calidad de vida, devienen 
de la disponibilidad del agua, de la calidad de la misma, y principalmente de la relación 
directa con la salud pública. 
 
 Es necesario que en Ecuador se incorpore una visión del uso y aprovechamiento del 
agua fundada en el reconocimiento expreso del derecho humano al agua donde todos 
los seres humanos tengan garantizado un acceso seguro a una cantidad de agua 
suficiente y de calidad, para satisfacer, por lo menos, las necesidades básicas de 
consumo humano, salud, higiene y producción de alimentos, en la que se mantenga al 
agua como un bien social y patrimonio común, que no se convierta en una mercancía 
reservada al beneficio económico de las empresas privadas, al alcance de quienes tienen 
capacidad de pagarla.  
 
 En los países de la región latinoamericana especialmente en el Ecuador tanto la gestión 
pública como comunitaria requieren mayor preocupación y apoyo, pues resulta urgente 
que la gestión pública restituya la capacidad de gestión y decisión  a los usuarios del 
agua entre ellos la gestión comunitaria así como lo determina el mandato constituyente 
en nuestro país; pues el sector público requiere de mecanismos de control a fin de lograr 
su eficiencia y calidad, cabe señalar que es sin lugar a duda la gestión pública y 
comunitaria representa una oportunidad para mejorar la gestión la distribución 
equitativa del agua. 
 
 El estado ecuatoriano debe evitar posibles daños de los ecosistemas vinculados con el 
agua y promover su restauración. Pero no es suficiente que exista un marco jurídico 
amplio y extenso se requiere que la población ecuatoriana lleve a la práctica aquello que 
se encuentra consagrado en la Constitución. Pues se requiere un modelo económico 
político alterno del gobierno, donde su fuente de desarrollo económico no sea el 
extractivismo, donde la fuente económica no obedezca a la política minera, del petróleo, 
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por cuanto estas circunstancias proyectan sistemas de inequidad en la distribución del 
agua y con ello devienen problemas sociales y ambientales que ponen en riesgo el 
ejercicio del derecho humano al agua en la población Ecuatoriana. 
 
 Es necesario que, en  el marco Legal Ecuatoriano establezca la creación de la  autoridad 
única del agua,  y que determine que la  gestión sea exclusiva pública  y comunitaria, 
pues es necesario que  haya participación de las personas, pueblos y nacionalidades en 
la  formulación,  ejecución,  evaluación  y  control  de  políticas  y servicios  públicos; 
indicadores que dan cuenta de las condiciones de vida de la población. 
 
 Es necesario que la Ley de aguas establezca mecanismos para proceder a la 
desprivatización de la gestión del agua, cumpliendo lo establecido en la Constitución 
que determina que la gestión del agua será exclusivamente pública o comunitaria. En tal 
sentido, la ley debería contemplar la reversión de concesiones en los casos en que se ha 
demostrado el incumplimiento de los contratos, además de graves lesiones a los 
derechos fundamentales, como el caso de la Empresa INTERAGUA donde el Estado ha 
realizado varios estudios técnicos cuyos datos respaldan la caducidad del contrato con 
dicha empresa. Por lo tanto, la ley debe disponer el cumplimiento de estas 
recomendaciones, lo cual estaría en concordancia con las disposiciones 
constitucionales. 
 Es importante que se atienda a las demandas populares de amplios sectores sociales que 
históricamente han sido marginados de las decisiones políticas del país, y 
tradicionalmente han cuidado las fuentes de agua, y por lo tanto el Pleno de la 
Asamblea Legislativa tome en cuenta los puntos antes mencionados, también 
denominados nudos críticos y estos sean objeto de debate para la realización de la Ley 
de Recursos Hídricos. 
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CAPÍTULO V 
LA PROPUESTA 
TEMA: Análisis del derecho al agua y su reconocimiento en la Constitución de la República 
del Ecuador  del 2008 
6.1. Antecedentes: 
En América Latina durante los últimos años, reivindica al agua como un derecho 
humano, lográndose en algunos países, el reconocimiento constitucional de esta demanda.  
No obstante, este reconocimiento constitucional legal no pone fin a los conflictos 
originados en las inequidades en el acceso y uso del agua, que en gran medida son el efecto de 
la implementación de políticas neoliberales. 
Nuestro país, es un país pionero en cuanto a la instauración de la normativa y el 
reconocimiento de los recursos hídricos, como parte fundamental de los derechos humanos, toda 
vez que en el año 2008, con la nueva Constitución de la República establece una nueva 
normativa, en la cual el derecho humano al agua es reconocido como parte de la filosofía del 
Sumak Kawsay, o Buen Vivir, citada en el Capítulo Segundo de la Carta Magna, sin olvidar, 
que el reconocimiento de este derecho humano, se da en el seno de la Comunidad Internacional, 
dos años más tarde. 
La Constitución de la República señala también que el derecho humano al agua, no 
representa únicamente al ejercicio del acceso para el consumo humano o doméstico, sino que 
también tiene relación directa con la salud, los usos culturales, la soberanía alimentaria, para 
garantizar el derecho a la alimentación; y los derechos de la naturaleza según la disposición 
expresa de la referida Constitución en sus artículos 66, 71 y 318. 
En efecto si al agua se le reconoce como un derecho humano garantizado por la 
Constitución de la República y los Tratados Internacionales de Derechos humanos, por lo tanto 
el Estado Ecuatoriano debe garantizar y respetar este derecho, tomando medidas que restrinjan 
acciones que afecten o limiten este derecho. 
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La  problemática surge en nuestro país, por el acaparamiento y la privatización del 
líquido vital en pocas manos;  lo cual provoca limitaciones del derecho humano al agua en la 
nueva Constitución de la República del Ecuador. 
La Constitución de la República reconoce al Ecuador como un Estado  Plurinacional e 
Intercultural, cuya cimentación y fortalecimiento dependen de la conservación de las fuentes de 
agua, lo cual garantiza el ejercicio de este derecho.  
Es decir que el agua es un derecho, y no una mercancía, por lo que no puede 
estar expuesto a los intereses y poderes que se mueven en torno a ella. Por tal motivo no se 
puede prevalecer bajo ninguna concepción que el destino del agua sea para actividades 
productivas como por ejemplo la minería si no se ha garantizado anticipadamente el derecho 
al  agua y su contenido ni  aun siéndose declarado como de interés nacional. 
En este punto es importante señalar que el  Art. 407 de la Constitución de la República, 
en primera instancia prohíbe la actividad extractiva de recursos no renovables en las áreas 
protegidas y en zonas declaradas como intangibles, incluida la explotación forestal. Y luego 
prescribe que de forma excepcional dichos recursos se podrán explotar a petición fundamentada 
de la Presidencia de la República y previa declaratoria de interés nacional por parte de la 
Asamblea Nacional, que, de estimarlo conveniente, podrá convocar a consulta popular. 
Los mencionados artículos posibilitan, por un lado la delegación a la iniciativa privada 
de los sectores estratégicos, como el agua y la explotación de los recursos no renovables y por el 
otro que se explote recursos no renovables en las áreas protegidas y en zonas declaradas como 
intangibles como los páramos, humedales, manglares, ecosistemas marinos y marinos costeros.  
Es decir se puede implementar un proyecto extractivo sea minero petrolero y otros en 
las indicadas zonas previo a la declaratoria de interés nacional por parte de del órgano 
legislativo, vulnerando de esta manera el derecho al agua, la soberanía alimentaria. 
Por su parte en América Latina particularmente en nuestro país los movimientos 
sociales defensores del agua  han sido principales actores que han defendido al agua por lo que 
es necesario que realicen un balance de las implicaciones que tuvo su participación en el 
escenario político y la conquista de ciertos espacios de poder principalmente en lo local, 
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capitalizar las experiencia de los gobiernos municipales que han sido un modelo de gestión 
participativo en otras localidades.  
6.2. Justificación 
 
Este tema de investigación se origina gracias a la premura de buscar soluciones sobre  la 
problemática del agua, y sobretodo buscar respuestas a las acciones tomadas por los  
movimientos sociales defensores del agua que constantemente han venido siendo protagonistas 
en defensa del agua, en la búsqueda de soluciones semejantes que beneficien a la mayoría de 
usuarios del agua, tomando en consideración  que los problemas medioambientales surgidos por 
un modelo insostenible de desarrollo humano han dado origen a que varios instrumentos 
internacionales hayan establecido pautas para que los diferentes países vayan tomando 
decisiones políticas y sociales en defensa de la naturaleza. En este contexto uno de los objetivos 
de este tema de investigación es examinar la importancia de los instrumentos internacionales y 
como estos de alguna manera repercutieron en la normativa y la política ecuatoriana. Hay que 
reconocer que posterior al reconocimiento del derecho humano al agua en el marco 
constitucional ecuatoriano, las Naciones Unidas aprueba el reconocimiento del mismo. Este 
hecho tiene una gran resonancia en el mundo por cuanto limita a los Estados hacer uso arbitrario 
del agua, no obstante no todos los Estados respetan este reconocimiento.  
6.3. Propuesta 
 
Del análisis que se deriva a este tema de investigación considerando que la Ley de Aguas fue 
aprobada en Junio de 2014 por parte de la Asamblea Nacional, y  con la finalidad de lograr que 
en nuestro país el derecho al agua sea un derecho e inalienable e indispensable para la vida y 
de todos los ecuatorianos resulta necesario se tomen en cuenta las siguientes consideraciones:  
 Frente al modelo controlador impuesto por el nuevo marco legal donde se le otorga 
amplias atribuciones respecto de gestión del agua a la “Autoridad única del agua” el 
mismo que será nombrado por parte del Ejecutivo, es necesario que las organizaciones 
sociales defensoras del agua se fortalezcan y mantengan su autonomía por cuanto no 
deben ser clientelares de cualquier órgano del estado y mantengan una posición firme 
convencida de la protección del agua como un derecho humano y como parte de los 
derechos de la naturaleza. 
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 Las personas comunas comunidades pueblos y nacionalidades al igual que la naturaleza, 
en la Constitución son titulares de derechos, constituyen parte de un reconocimiento de 
quienes han sido discriminados o excluidos en cuanto a la titularidad de estos derechos, 
resulta necesario  la construcción de una nueva ciudadanía que propugne por el cuidado 
de la naturaleza en tanto esta consustancialmente tiene relación estrecha con el hombre 
y la vida (connotación biocéntrica). Para que este nuevo sujeto pueda exigir políticas 
públicas encaminadas a la protección del ambiente. 
 En virtud de la aprobación de la Ley las alianzas entre lo público y lo comunitario 
deben desarrollarse integrando precisiones sobre las responsabilidades desde el aspecto 
financiero técnico y administrativo que conlleven al fortalecimiento de la gestión 
comunitaria del agua, sobre la base del reconocimiento de la autonomía de las 
organizaciones comunitarias. 
 Para el caso de los usos productivos del agua (hidroeléctricas, minería, industrial), la ley 
debe respetar lo establecido en el Art. 15 de la Constitución que establece que la 
soberanía energética no se alcanzará en detrimento de la soberanía alimentaria, ni 
afectará el derecho al agua. Lo dicho supone que la conservación de las fuentes de agua 
como elemento vital de los ecosistemas, su consumo humano y el riego para la 
alimentación se priorizan por sobre la explotación o extracción de recursos (renovables 
o no) para la producción de energía y aquellos otros usos productivos del agua que 
vulneren el contenido esencial de este derecho. Por lo tanto no se puede priorizar bajo 
ningún concepto el destino del agua para actividades productivas si no se ha garantizado 
previamente el derecho al agua y su contenido, ni siquiera bajo el argumento de 
garantizar el interés nacional o el cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo, pues 
uno de los deberes primordiales del Estado, y por tanto de las leyes y políticas públicas 
que promulgue, es garantizar el ejercicio de los derechos en este caso al agua (tanto en 
la dimensión del derecho humano como en la dimensión de los derechos de la 
naturaleza) y su interdependencia con otros derechos humanos. 
 Es necesario que en el Ecuador se implante de forma gradual y progresiva un modelo 
económico que no sea su fuente de economía el extractivismo de recursos naturales y 
que dentro de sus estrategias se proponga otro tipo de fuente económica alternativa 
como el turismo y la agricultura. 
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Impactos  
 
Si bien es cierto con la aprobación de la Ley de Aguas la Autoridad Única del Agua es 
eminentemente gubernamental, pues queda en manos de los movimientos sociales defensores 
del agua y de todos los usuarios ser vigilantes de la planificación nacional de los recursos 
hídricos por cuanto debemos exigir el orden de prelación que establece la constitución en el uso 
del agua, que fija la prioridad en los usos de consumo humano y soberanía alimentaria, por lo 
que debemos exigir que el estado revise los megaproyectos impulsados por la SENAGUA y 
otras entidades públicas o privadas así como  también evitar la explotación petrolera en zonas 
frágiles de la región Amazónica. 
Evaluación 
 
A fin de que se pueda cumplir con estas consideraciones es necesario que: 
Las organizaciones  gestoras del agua se comprometan a trabajar con otras organizaciones 
aliadas, por una sociedad igualitaria en defensa y priorización de los derechos colectivos 
utilizando verdaderos espacios de participación de conformidad al marco constitucional. 
Resulta urgente la aplicación de estrategias de unidad y participación en las organizaciones para 
incorporar a los sectores involucrados con la gestión, uso  y aprovechamiento del agua 
propiciando la participación de los jóvenes, mujeres y de comunidades campesinas que aún no 
son beneficiados de este derecho. 
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